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I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (111)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Accorsi Opazo, Enrique
PPD
RM
24

Aedo Ormeño, René
RN
III
5 

Aguiló Melo, Sergio
PS 
VII
37

Alinco Bustos, René
PPD 
XI
59 

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
29

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Arenas Hödar, Gonzalo
UDI
IX
48

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Cardemil Herrera, Alberto
IND
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Chahuán Chahuán, Francisco
RN
V
14

De Urresti Longton, Alfonso
PS
X
53

Delmastro Naso, Roberto
IND
X
53

Díaz Del Río, Eduardo
PDC
IX
51

Díaz Díaz, Marcelo
PS
IV
7

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Duarte Leiva, Gonzalo
PDC
RM
26

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
15

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Enríquez-Ominami Gumucio, Marco
PS
V
10

Escobar Rufatt, Álvaro
PPD
RM
20

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Estay Peñaloza, Enrique
UDI
IX
49

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Fuentealba Vildósola, Renán
PDC
IV
9

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

Girardi Briere, Guido
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13 

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Herrera Silva, Amelia
RN
V
12

Insunza Gregorio De Las Heras, Jorge
PPD
RM
28

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
IND
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Latorre Carmona, Juan Carlos
PDC
VI
35

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

León Ramírez, Roberto
PDC
VII
36

Lobos Krause, Juan
UDI
VIII
47

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23 

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Mulet Martínez, Jaime
PDC
III
6

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Olivares Zepeda, Carlos
PDC
RM
18

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND
I
1

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
PS
I
2

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sepúlveda Hermosilla, Roberto
RN
RM
20

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
PDC
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16 

Soto González, Laura
PPD
V
13

Sule Fernando, Alejandro
PRSD
VI
33

Súnico Galdames, Raúl
PS
VIII
43

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Valcarce Becerra, Ximena
RN
I
1

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Vallespín López, Patricio
PDC
X
57

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8 

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3


-Asistió, además, el ministro de Hacienda, don Andrés Velasco.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN


-Se abrió la sesión a las 10.35 horas.


El señor LEAL (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS


El señor LEAL (Presidente).- El acta de la sesión 60ª se declara aprobada.


El acta de la sesión 61ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA


El señor LEAL (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

DECLARACIÓN DE INADMISIBILIDAD DE PROYECTO SOBRE FIJACIÓN DE SEDE DEL CONGRESO NACIONAL.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, pido la palabra para plantear un punto de Reglamento.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, usted declaró inadmisible un proyecto del cual soy autor y le solicito que me explique las razones que tuvo para ello.


El señor LEAL (Presidente).- Señor diputado, tiene la palabra, por cinco minutos, para impugnar la inadmisibilidad.



El señor ROBLES.- Señor Presidente, primero quiero conocer la razón por la cual usted lo declaró inadmisible para luego fundamentar mi posición.


El señor LEAL (Presidente).- Pedí a la diputada señora Laura Soto que explique la posición de la Mesa.


El señor ROBLES.- No entiendo, señor Presidente. ¡Es resolución del Presidente de la Mesa!


El señor LEAL (Presidente).- Señor diputado, le envié un oficio expresando mi opinión respecto de la inadmisibilidad del proyecto.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, el diputado Robles está preguntando -y está en su derecho- por qué usted declaró inadmisible el proyecto.


El señor LEAL (Presidente).- Señora diputada, eso lo explicaré de inmediato. Después daré la palabra, por cinco minutos, al diputado Robles para que defienda su posición. Pero, reitero, se le envió un oficio sobre el particular.


Como todos sabemos, la Constitución dispone que por medio de una ley debe establecerse la ciudad en que el Congreso Nacional debe celebrar sus sesiones. Ello se hizo a través de la ley N° 18.678, de 18 de diciembre de 1987, que señala que “El Congreso Nacional tendrá su sede y celebrará sus sesiones en la ciudad de Valparaíso.”


El proyecto proponía derogar la ley 
N° 18.678. En ese caso, si hubiera quedado como ingresó originalmente, el proyecto sería inconstitucional. Sin embargo, este Presidente no lo podría haber declarado inadmisible, porque la inadmisibilidad no es por el fondo, sino por la forma del proyecto. No obstante, era inconstitucional porque no 



se puede dejar sin sede al Congreso Nacional, y eso lo establece la Constitución.


Ahora bien, el diputado volvió a presentar el proyecto con un artículo transitorio, en el cual se establece la sede del Congreso Nacional por un año. Después de ese período, el Congreso debería definir la sede en que celebraría las sesiones. Es decir, el proyecto, por una parte, deroga la ley que establece que el Congreso Nacional está situado en Valparaíso, pero, por otra, un artículo transitorio posterga la decisión para un año más, dejando al Congreso en Valparaíso durante un año.


La inadmisibilidad se basa en el hecho de que, aun en un año más, el traslado comporta gastos para el erario. Por lo tanto, un cambio de sede debe ser planteado por el Ejecutivo o debe haber en el proyecto un acápite relativo a los recursos para enfrentar el problema del traslado, cuestión que no existe en este proyecto. Incluso, hay un fallo del Tribunal Constitucional al respecto. Ésas son las razones por las cuales he declarado inadmisible el proyecto.


Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, quiero basar mi intervención en el mismo planteamiento hecho por usted hace un tiempo.


Su señoría planteó que la admisibilidad de un proyecto sólo puede referirse a la forma. Por lo tanto, no entraré al fondo, porque en este instante no compete discutirlo, lo cual tiene que ver con los derechos que tenemos todos los diputados en esta Sala. Usted, con muy buena razón, dijo que la Cámara no puede declarar inadmisible un proyecto porque no le guste su contenido, pues estaría cometiendo una arbitrariedad que no le corresponde a un presidente de la Cámara. Este proyecto sólo determina en forma muy clara que deroga una ley. 


De acuerdo con la Constitución Política, la ley orgánica del Congreso Nacional y el Reglamento de la Cámara de Diputados sólo puede ser declarado inadmisible un proyecto de ley que tenga relación con las facultades del Presidente de la República. Son facultades del Presidente de la República sólo aquellas que tienen que ver, por ejemplo, con los gastos de la administración pública o que afecten el presupuesto de la nación. En verdad, este proyecto no lo afecta, pues lo único que hace es derogar una ley. No plantea ninguna otra cosa. Es más, el artículo transitorio a que su señoría alude lo he incluido, porque importantes constitucionalistas, como los señores Alfredo Pfeiffer y Mario Verdugo, me dijeron que no podía derogarse una ley como ésta sin que el Congreso Nacional tuviese una sede para su funcionamiento. Por lo tanto, el artículo transitorio soluciona ese tema manteniendo la sede del Congreso en Valparaíso y dando un plazo para que debatamos el problema.


He planteado este proyecto por una razón muy particular. Soy diputado de región; soy profundamente regionalista. Pero no se le puede quitar al Congreso Nacional una de las facultades básicas de los congresistas, cual es discutir sobre el lugar donde trabajamos. Eso no lo pueden determinar los Poderes Ejecutivo y Judicial, porque somos tres poderes distintos. Al menos, este debate debe efectuarse. En el proyecto no se establece dónde debe quedar la sede del Congreso Nacional, porque perfectamente éste puede determinar que siga en Valparaíso con los mismos gastos actuales. No estoy determinando el lugar donde finalmente se ubicará. Personalmente, me gustaría en Atacama, porque represento a esa región, donde hace muchos años Pedro León Gallo levantó las banderas del federalismo y de la regionalización en Chile.


El proyecto no irroga gastos bajo ningún concepto, por lo que no existe razón para declararlo inadmisible. Sólo planteo que se realice un debate en la Comisión respectiva, para que los diputados tengan la posibilidad, como es su derecho, de votar en contra de la idea de legislar.


El señor LEAL (Presidente).- Señor diputado, el señor Lorenzini solicitó el uso de la palabra para impugnar la inadmisibilidad, y sólo puede hacerlo dentro de los cinco minutos asignados para tal efecto. Por lo tanto, solicito que considere esa situación.


Puede continuar su señoría.


El señor ROBLES.- Este momento es muy importante, porque, independiente de la posición que tengan los parlamentarios, la inadmisibilidad no nos permite exponer nuestras ideas.


Antes de ingresar este proyecto, tomé la precaución de estudiar todas las atribuciones legales que tenemos los diputados para presentar iniciativas de este tipo. Incluso, revisé el fallo del Tribunal Constitucional, que mencionó el señor Presidente, y en ninguna parte expresa que este planteamiento no sea admisible; por el contrario, uno de los constitucionalistas que redactaron dicho fallo me señaló que tal como estaba presentado el proyecto era absolutamente admisible. Por eso, pido al señor Presidente rectificar su decisión.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Señores diputados, dado que restan quince segundos, ¿habría unanimidad para que el diputado Lorenzini intervenga por cinco minutos, y que igual tiempo se otorgue a los diputados Laura Soto y Alfonso Vargas, que van a hacer uso de la palabra para apoyar la declaración de inadmisibilidad?


Acordado.


Tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.


El señor LORENZINI.- Señor Presidente, el tema que plantea el diputado Robles, que dice que no es de fondo, es de fondo en otro sentido. Si en el Congreso Nacional no podemos debatir, con las mayorías y resultados que sean, sobre nuestra sede, no sé qué atribuciones podemos tener.


¿En qué artículo de la Constitución se fija la sede de Gobierno en Santiago? He revisado la Carta Fundamental y no lo he encontrado. Es decir, la sede de Gobierno perfectamente podría estar en Valparaíso o en cualquier otra ciudad.


El proyecto no irroga gastos. De hecho, el Congreso tiene una sede en Santiago, que está en reparaciones. Por lo tanto, desde ese punto de vista, no significa gastos. Nuestro presupuesto es de 34 mil millones de pesos. El señor Presidente no puede decir a priori que habrá más gastos, porque quizá en el futuro nos estableceremos en otro lado. En ese sentido, difiero del diputado Robles en cuanto a que la posible nueva ubicación del Congreso Nacional sea Vallenar o Copiapó, porque Talca también es una buena alternativa y, además, tenemos el mejor vino.


Ahora bien, lo que estamos haciendo es simplemente un debate teórico. No estamos diciendo que vamos a trasladar la sede del Congreso, sino que dejamos abierta la posibilidad de que pueda estar en cualquier lugar de Chile. En algún minuto lo discutiremos. Nadie está diciendo que lo cambiemos. Quiero reiterar que este proyecto no irroga gastos.


La iniciativa es admisible, porque hasta el momento nadie ha estimado cuánto gasto significa. Hoy tenemos nuestro presupuesto, trabajemos donde trabajemos tendremos los mismos recursos, y sabremos readecuarlos si es necesario.


Más allá de lo que cada uno pueda pensar sobre dónde debe estar la sede del Congreso, tenemos atribuciones para decidirlo.


Por lo tanto, pido a la Sala que rechacemos la declaración de inadmisibilidad.


He dicho.


El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, pido la palabra.


El señor LEAL (Presidente).- Señor diputado, la Sala acordó, por unanimidad, que harán uso de la palabra dos diputados, por cinco minutos cada uno.


Para apoyar la declaración de inadmisibilidad, tiene la palabra la diputada señora Laura Soto.


La señora SOTO (doña Laura).- Señor Presidente, sin ruborizarse ni arrugarse, dicen que no es pato; pero tiene cola de pato, pico de pato y camina como pato. ¡Ése es el fondo del asunto!


(Aplausos)


Un ejemplo más dramático. Esto es como si a José Pérez -que me disculpe el diputado José Pérez- se le condenara a muerte, pero quedara en suspenso la aplicación de la pena por un año. ¿Eso significa que no ha sido condenado a muerte?


Lo que pasa -hay que decirlo derechamente- es que estamos ante un ardid grosero -como dicen los juristas-, que quizás fue el producto de una noche de verano, o de agosto; no sé.


(Aplausos)


Lo cierto es que la explicación del diputado Lorenzini añade confusión, pues no se sabe bien qué es lo que plantea. Si lo que señala es que no se pretende cambiar la sede del Congreso Nacional, que seguirá acá, entonces éste es un debate inútil, un gasto inútil para el país y un trabajo inútil para los parlamentarios, que deberíamos estar preocupados de cosas que son más importantes para la gente.


Ahora, si lo que realmente se pretende es enmascarar el cambio de la sede del Congreso Nacional mediante un ardid, y decir: “No, la sede del Congreso Nacional no debe estar en Valparaíso, pero vamos a ser generosos y vamos a darle un añito más.”, estamos ante un proyecto inconstitucional. En nuestro país no hay ningún jurista que diga lo contrario. Es inconstitucional, porque irroga gastos al Estado; es decir, estamos invadiendo atribuciones propias de la Presidenta de la República. Así lo establece -¡clarito!- el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


El diputado Lorenzini no es abogado, así que tengo que perdonarlo, porque quizás no entiende bien la Constitución. Dice que este proyecto no irroga gastos, que tenemos un montón de plata con la que podríamos hacer y deshacer, pero no es así. Los fondos de los que disponemos son para el funcionamiento “propio”, como dice la ley, y a nadie se le escapa que si el Congreso se traslada, la Cámara de Diputados deberá incurrir en los gastos extraordinarios que genera un traslado.


Por otra parte, hago presente a la Sala que cuando fui senadora se hizo un informe muy detallado acerca del estado en que se encuentra la ex sede del Congreso Nacional en Santiago. De ese documento se desprende que tiene fallas estructurales, por lo tanto, si no se reparan -para lo cual también habrá que incurrir en gastos-, seremos responsables de los hechos lamentables que causen.


Entonces, para irnos a Santiago, aunque sea en un año más, habría que realizar gastos y para eso se requiere un proyecto de ley que, por la materia que abordará, es de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República.


Quiero añadir algo más. Si se nos quiere emborrachar la perdiz mediante un ardid, diciéndonos que no se está atacando la sede del Congreso Nacional en Valparaíso y que seguiremos un añito más aquí, nos estaríamos escapando de la norma constitucional. Y si derogamos la ley que fija la sede del Congreso, ¿en que situación nos encontraríamos? En que todo lo que aprobemos será nulo, porque, por obligación constitucional y legal, el Congreso Nacional debe tener una sede. Así como todas las personas deben tener un domicilio, la institucionalidad también debe tenerlo.


Por lo tanto, por donde lo miren, esto es inconstitucional.


No quiero ser peyorativa, pero la mona, aunque se vista de seda, mona queda.


En consecuencia, hacemos reserva de constitucionalidad.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso Vargas.


El señor VARGAS.- Señor Presidente, desde 1990 a la fecha ha habido varios intentos para trasladar el Congreso a Santiago, y ya sea por votaciones adversas o por resultar dicha iniciativa al margen de nuestro ordenamiento constitucional, la propuesta ha sido rechazada. 


Hace pocas semanas se propuso, y bajo el argumento de facilitar el trabajo de las comisiones de la Cámara, una modificación reglamentaria que todos sabemos fue impulsada en función de ir paulatinamente debilitando la radicación del Congreso en Valparaíso. 


Pero ahora, mediante una suma de propuestas, que aisladamente analizadas resultan legítimas y formalmente incuestionables, sumadas y conectadas, pretenden consumar un verdadero fraude legislativo. 


Se presenta una moción que, para intentar evadir las exigencias constitucionales, propone derogar la ley que establece como lugar de funcionamiento del Congreso Nacional la ciudad de Valparaíso, y a continuación -aquí está el esquive que pretende hacer a la Constitución-, señala en la disposición transitoria que la decisión final respecto del lugar de funcionamiento se definirá posteriormente. 


Con lo anterior se intenta eludir la prohibición que tenemos los parlamentarios para presentar mociones que digan relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado. Pretenden imponer la tesis de que la prohibición señalada se aplica sólo a los gastos actuales y no a los futuros que necesariamente se deberán realizar. 


Por lo tanto, compartimos la decisión de su señoría de declarar inadmisible la moción. 


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Quiero recordar a todas las señoras diputadas y señores diputados que la Cámara y el Senado, a través de dos proyectos de acuerdo votados y aprobados favorablemente en ambas Salas, solicitaron en el tiempo del Presidente Ricardo Lagos la presentación de un proyecto de ley del Ejecutivo respecto del cambio de la sede del Congreso Nacional. 


Si ambas Cámaras formularon esa petición fue porque reconocían que éste es un tema en el cual debe intervenir el Presidente de la República. 


Dicho proyecto de ley nunca ha sido presentado. 


Un señor DIPUTADO.- Señor Presidente, hago reserva de constitucionalidad. 


El señor LEAL (Presidente).- En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 44 votos; por la negativa, 37 votos. No hubo abstenciones. 


El señor LEAL (Presidente).- Aprobada la declaración de inadmisibilidad. 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Aedo Ormeño René; Alvarado Andrade Claudio; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Cubillos Sigall Marcela; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Delmastro Naso Roberto; Dittborn Cordua Julio; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Galilea Carrillo Pablo; García García René Manuel; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Herrera Silva Amelia; Jaramillo Becker Enrique; Kast Rist José Antonio; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Norambuena Farías Iván; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Rojas Molina Manuel; Rubilar Barahona Karla; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Soto González Laura; Ulloa Aguillón Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vargas Lyng Alfonso; Venegas Rubio Samuel; Verdugo Soto Germán; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Burgos Varela Jorge; Ceroni Fuentes Guillermo; Díaz Díaz Marcelo; Duarte Leiva Gonzalo; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Alvaro; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Fuentealba Vildósola Renán; Goic Boroevic Carolina; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; León Ramírez Roberto; Lorenzini Basso Pablo; Muñoz D’Albora Adriana; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Paredes Fierro Iván; Robles Pantoja Alberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Eugenio; Vallespín López Patricio; Venegas Cárdenas Mario; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Patricio.
ARCHIVO DE PROYECTOS


El señor LEAL (Presidente).- Señores diputados, se encuentra pendiente la solicitud de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos para archivar los siguientes proyectos, todos originados en mociones del año 2002 y anteriores y en ninguno ha recaído informe: 

1)
Modifica el artículo 86 de la ley 
Nº 18.892, general de Pesca y Acuicultura, estableciendo un plazo de 60 días, a contar de la vigencia de esta modificación, para la dictación del reglamento contemplado en el artículo 86, inciso primero, de la ley general de Pesca y Acuicultura, con el objeto de otorgar a la autoridad los instrumentos adecuados para la regulación de plagas y de enfermedades de alto riesgo;

2)
Modifica y complementa el Título VIII de la ley general de Pesca y Acuicultura, permitiendo la pesca deportiva durante los doce meses del año, siempre que ella se efectúe en lugares autorizados, con mosca artificial y que la pieza capturada sea devuelta viva al agua;

3)
Modifica la ley Nº 18.892, general de Pesca y Acuicultura, con el objeto de permitir que los pueblos originarios puedan postular directamente como asociaciones indígenas;

4)
Modifica la ley N° 19.253 sobre pueblos indígenas, facilitando el acceso de sus asociaciones a los recursos del mar;

5)
Modifica la ley N° 18.892, general de Pesca y Acuicultura, en el sentido de regular y prohibir la introducción de especies hidrológicas transgénicas, y

6)
Renueva la vigencia de la ley N° 19.713, que establece como medida de administración el límite máximo de captura por armador, a las principales pesquerías industriales nacionales y la regularización del registro pesquero artesanal.


Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de archivar estas seis mociones.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

V. FÁCIL DESPACHO

SUSPENSIÓN DE SUSTITUCIÓN DE EMBARCACIONES PESQUERAS ARTESANALES. Primer trámite constitucional.


El señor LEAL (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, originado en mensaje, que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales.


Diputado informante de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos es el señor Iván Norambuena.


Antecedentes:

-Mensaje, boletín N° 4229-21, sesión 36ª, en 14 de junio de 2006. Documentos de la Cuenta N° 1.


-Informe de la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos, sesión 63ª, en 16 de agosto de 2006. Documentos de la Cuenta N° 5.

El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado informante.


El señor NORAMBUENA.- Señor Presidente, la idea matriz del proyecto es, por una parte, suspender hasta el 30 de abril de 2007 la aplicación de la sustitución de las embarcaciones pesqueras artesanales, sin perjuicio de una excepción muy calificada en la materia; y, por la otra, suspender también las solicitudes de sustitución que se hallaren pendientes a la fecha en que se publique esta ley.


El mensaje recuerda que la ley N° 18.949, de 2002, modificó la Ley General de Pesca en diversos aspectos, siendo uno de ellos la incorporación de un artículo que permite el reemplazo de la inscripción pesquera artesanal de que son titulares los pescadores artesanales en aquellas pesquerías que se encuentran con su acceso cerrado.


Diversas leyes dictadas con posterioridad suspendieron sucesivamente la aplicación de la norma antes citada, a la espera de modificaciones sustantivas que se incorporarán a la ley en materia de pesca artesanal.


El Ejecutivo hace presente, a continuación, que la circunstancia de suspender la aplicación de la institución del reemplazo ha generado incentivos no deseados en cuanto a la innovación de la flota para las pesquerías pelágicas pequeñas, por la vía de la sustitución de las embarcaciones que actualmente tienen autorizadas dichas pesquerías. Ello se ha traducido en un crecimiento del esfuerzo pesquero.


En virtud de la ley N° 20.106, recientemente aprobada, se dispuso una nueva suspensión del mecanismo de sustitución de la inscripción pesquera artesanal, que regirá hasta el 30 de abril de 2007. Dicha ley, que se originó en una moción y fue discutida y aprobada con celeridad por este Congreso, habida cuenta de la proximidad de la fecha en que debería haber empezado a operar la institución del reemplazo, no contempló la necesaria suspensión paralela de la sustitución de embarcaciones artesanales, como sí lo hizo la mencionada ley N° 20.049.


Atendido a lo anterior, resulta del todo recomendable que durante el lapso de “congelamiento” de la aplicación del instituto del reemplazo de la inscripción a que se refiere la ley N° 20.106, se suspenda también la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales en dichas pesquerías, con la salvedad que consigna el proyecto.


El proyecto de ley tiene por propósito, por un lado, suspender hasta el 30 de abril de 2007 la aplicación de la sustitución de las naves artesanales cuya eslora sea igual o superior a 12 metros, con excepción de las que sufran un siniestro con resultado de pérdida total; y, por el otro, suspender las solicitudes de sustitución que se encontraren pendientes a la fecha de publicación de esta ley, con el objeto de evitar que se produzca en el lapso intermedio un incremento desmedido de la actividad que desarrollan las pesquerías pelágicas pequeñas.


Como consecuencia de lo anterior, la Comisión de Pesca, Acuicultura e Intereses Marítimos recomienda la aprobación del siguiente Proyecto de ley:


“Artículo único.- Suspéndese, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 30 de abril de 2007, la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales de una eslora igual o superior a doce metros inscritas en pesquerías pelágicas pequeñas, con excepción de las que sufran un siniestro con resultado de pérdida total. Suspéndese, por igual período, las solicitudes de sustitución pendientes en el Servicio Nacional de Pesca a la fecha de publicación de la presente ley.”.


He dicho.


El señor BURGOS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Patricio Melero.


El señor MELERO.- Señor Presidente, aun cuando comparto plenamente los objetivos del proyecto, de la lectura del artículo único surge una inquietud, que espero enmendar por la vía de una indicación.


El artículo suspende la sustitución de las embarcaciones pesqueras artesanales de una eslora igual o superior a doce metros, con excepción de las que sufran un siniestro con resultado de pérdida total.


Debo hacer presente que presentaré una indicación, en el siguiente sentido y a la cual invito a suscribir: En dicho caso -en el caso de que sea por motivos de un siniestro-, la nave sustituida -que es el único caso en que se permite- deberá tener las mismas características de eslora que la nave siniestrada, con el objeto de evitar -porque la presión es muy fuerte en este sector- que se empiece a “siniestrar” naves a fin de sustituirlas por naves de condiciones y características superiores a las que estaban en uso. De esa manera, se controlaría el esfuerzo, que es el objetivo máximo que pretende lograr esta iniciativa y no dejaría ningún cabo por atar, por usar un término marinero.


He dicho.


El señor BURGOS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, tengo una duda respecto de la indicación del diputado señor Melero, porque la iniciativa dice que debe ser reemplazada por la misma nave. O sea, se da por entendido lo que dice la ley, que la nave siniestrada puede ser reemplazada, se supone que por otra de las mismas características. Se supone, no tendríamos por qué estar dudando.


El señor MELERO.- Es mejor que quede establecido en forma clara.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Se supone, es lo mismo. El mejor país no es el que tiene más leyes, sino todo lo contrario.


El señor BURGOS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ulloa.


El señor ULLOA.- Señor Presidente, la indicación del diputado señor Melero apunta a hacer taxativa una disposición en términos de no aumentar el esfuerzo.


El diputado señor René Manuel García formulaba una pregunta muy legítima. Se supone que la sustitución, en caso de pérdida total, debiera ser por otra embarcación igual, “se supone”. Pero quienes conocemos el tema, sabemos que en esta materia más vale no suponer y entrar a definir.


Pero hay una materia más importante aún. Ésta es la tercera ley de esta naturaleza respecto de la cual se ha podido correr los plazos de entrada en vigencia. Eso se debe a que la autoridad de Pesca lo ha hecho mal; ha sido negligente e ineficiente respecto de resolver lo que se requiere, que es el ordenamiento del sector pesquero artesanal para permitir que la gente que hoy está inscrita pueda tener el sustento diario. Si siguen ingresando personas al rubro, será muy poco lo que puedan pescar por cuota, por preservación. Entonces, en vez de solucionar una dificultad, vamos a generar más problemas que los que hoy se pretenden resolver.


La importancia del proyecto radica, por un lado, en que se otorga un año como máximo, y por otro, en que se notifica al Ejecutivo que no tendrá más plazo para seguir postergando en forma indefinida el ordenamiento de que se trata. 


He dicho.


El señor BURGOS (Vicepresidente). Tiene la palabra el diputado señor Patricio Vallespín.


El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, el espíritu de la propuesta es estabilizar y mantener el esfuerzo pesquero. En esa perspectiva, la indicación del diputado Melero, suscrita por varios miembros de la Comisión, tiene por finalidad resguardar ese espíritu, acogiendo así una petición formal de los pescadores artesanales y de las autoridades de la actividad marítima y pesquera.


Cabe señalar, además, que el planteamiento del señor Ulloa fue ampliamente acogido por el Ejecutivo, en el sentido de que ésta será la última postergación que se acepta para regularizar la situación de las embarcaciones a que se refiere la iniciativa, con lo cual se mantiene la coherencia del sistema en su conjunto. La idea es permitir la participación de las embarcaciones que cumplan con las exigencias establecidas. 


Por eso, sugerimos a los colegas apoyar la indicación del diputado Melero, ya que perfecciona la propuesta, aprobada unánimemente en la Comisión, y permite resguardar el espíritu de la modificación a la ley respectiva.


Invito a los colegas a apoyar la indicación presentada a la Mesa por los miembros de la Comisión de Pesca. 


He dicho.


El señor BURGOS (Vicepresidente).- La indicación será votada en conjunto con el proyecto.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:


El señor LEAL (Presidente).- Corresponde votar, en general, el proyecto que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales.


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 95 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Álvarez-Salamanca Büchi Pedro; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Becker Alvear Germán; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Alvaro; Espinosa Monardes Marcos; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa 
Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Mulet Martínez Jaime; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Palma Flores Osvaldo; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Eugenio; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Vargas Lyng Alfonso; Venegas Cárdenas Mario; Venegas Rubio Samuel; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.


El señor LEAL (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a una indicación que se acaba de presentar, la cual, por encontrarse la iniciativa en la tabla de Fácil Despacho, votaremos inmediatamente.


Tiene la palabra, señor Secretario.


El señor LOYOLA (Secretario).- Indicación de los diputados señores Melero, Ulloa, Bauer, Vallespín, Venegas, don Samuel, y de la señora Carolina Goic, para agregar, en el artículo único del proyecto, después de la expresión “pérdida total.”, la siguiente oración: “En este caso, la nave sustituida deberá tener las mismas características y eslora que la nave siniestrada.”


El señor LEAL (Presidente).- En votación el artículo, con la indicación incluida.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 93 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.


El señor LEAL (Presidente).- Aprobado.


Despachado el proyecto.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Álvarez-Salamanca Büchi Pedro; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Alvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Mulet Martínez Jaime; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Vargas Lyng Alfonso; Venegas Cárdenas Mario; Venegas Rubio Samuel; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe
VI. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIONES AL DECRETO LEY 
N° 3.475, SOBRE IMPUESTOS DE TIMBRES Y ESTAMPILLAS. Primer trámite constitucional.


El señor BURGOS (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse del proyecto, en primer trámite constitucional, que introduce modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre impuestos de timbres y estampillas.


Diputado informante de la Comisión de Hacienda, es el señor Tuma, don Eugenio.


Antecedentes:

-Mensaje, boletín N° 4369-05, sesión 59ª, en 8 de agosto de 2006. Documentos de la Cuenta N° 1.


-Informe de la Comisión de Hacienda. Documentos de la Cuenta N° 2, de esta sesión.

El señor BURGOS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado informante.


El señor TUMA.- Señor Presidente, por mandato de la Comisión de Hacienda paso a informar sobre el proyecto, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, originado en mensaje del Ejecutivo, que introduce modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre impuestos de timbres y estampillas.


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, en lo sustancial, previamente al análisis de fondo y forma de esta iniciativa, lo siguiente:

1°
Que la idea matriz o fundamental del proyecto en informe consiste en modificar el decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre impuesto de timbres y estampillas, 




con el objeto de reducir gradualmente, para las nuevas operaciones de crédito, el tasa del impuesto y eximir de su pago a las operaciones cuyo destino sea el refinanciamiento de créditos;

2°
Que el articulado de la iniciativa no contiene disposiciones calificadas de orgánica constitucionales o de quórum calificado;

3°
Que el proyecto fue aprobado en general con el voto favorable de los diputados señores Alvarado, Álvarez, Becker, Dittborn, Lorenzini, Ortiz, Robles, Súnico y Tuma, y

4°
Que se designó diputado informante al señor Tuma.


Durante su estudio, asistieron a la Comisión los señores Andrés Velasco, Ministro de Hacienda, Marcelo Tokman, Juan Cristóbal Marshall, David Noé y la señora Jacqueline Saintard, asesores de esa cartera, y los señores Ricardo Escobar, director nacional del Servicio de Impuestos Internos, y Juan Alberto Rojas, asesor de ese servicio.


Entregaron sus puntos de vista por escrito el presidente de la Cámara de Comercio de Santiago A.G., señor Carlos Eugenio Jorquiera, y el presidente nacional de Conupia, señor Iván Vuskovic.

Antecedentes generales.


Como se señala en el mensaje, las operaciones de crédito incluyen costos financieros, administrativos y tributarios.

Contenido del proyecto.


La ley vigente establece que la letras de cambio, libranzas, pagarés, créditos simples o documentarios y cualquier otro documento que contenga una operación de crédito de dinero paga una tasa de 0,134 por ciento sobre su monto por cada mes o fracción que medie entre la emisión del documento y la fecha de vencimiento del mismo, no pudiendo exceder de 1,608 por ciento la tasa que, en definitiva, se aplique.


Por su parte, los instrumentos y documentos que contengan operaciones de crédito de dinero a la vista o sin plazo de vencimiento deben enterar la tasa de 0,67 por ciento sobre su monto.


El proyecto propone reducir gradualmente la tasa máxima de este impuesto de 1,608 por ciento a 1,5, 1,35 y 1,2 por ciento durante los años 2007, 2008 y 2009, respectivamente. Las tasas mensuales se reducirán en la misma proporción.


Asimismo, se propone disminuir gradualmente la tasa que afecta a los instrumentos y documentos que contengan operaciones de crédito de dinero a la vista, sin plazo de vencimiento de 0,67 por ciento a 0,625, 0,5625 y 0,5 por ciento durante los años 2007, 2008 y 2009, respectivamente.


Por lo tanto, se modifica la tasa del impuesto de timbres y estampillas de manera definitiva a contar de 2009, aun cuando se establece una rebaja gradual para los años 2007 y 2008.


Asimismo, la iniciativa modifica el N° 17 del artículo 24 del decreto ley N° 3.475, de 1980, con la finalidad de ampliar la cobertura de la exención actualmente vigente y que favorece sólo a los documentos que se emitan o suscriban con ocasión del otorgamiento de créditos destinados a pagar en forma anticipada créditos hipotecarios utilizados para la adquisición, construcción o ampliación de una vivienda.


En efecto, la norma que se propone no condiciona la exención a que se trate de créditos hipotecarios, sino que se refiere a cualquier clase de préstamo, excluyendo solamente las líneas de créditos. Tampoco limita este beneficio al hecho de que el nuevo crédito se destine a pagar anticipadamente el crédito original, posibilitando la aplicación de la exención cuando el nuevo crédito se destine a pagar deudas morosas.


Por otra parte, el proyecto amplía el tipo de instituciones financieras que pueden otorgar los nuevos créditos, estableciendo como único requisito que se encuentren sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Superintendencia de Valores y Seguros o de la Superintendencia de Seguridad Social.


Por último, se elimina la exigencia de que el deudor del crédito original sea persona natural. Con ello, también se beneficiará a las sociedades que decidan pagar sus créditos originales con nuevos créditos.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos plantea que el proyecto de ley propone una reducción gradual de la tasa que grava las nuevas operaciones de crédito de 1,608 por ciento a 1,2 por ciento y exime del pago de este impuesto a las operaciones destinadas a refinanciar préstamos contraídos tanto por persona naturales como jurídicas.


Esta medida permitirá eliminar el problema que genera el impuesto de timbres y estampillas en el costo de una transacción adicional que provoca el pago de este impuesto para el caso de refinanciamiento de operaciones de crédito.


Adicionalmente, la reducción gradual de las tasas de impuesto permitirá un mayor acceso al crédito y financiamiento, en especial de aquellos agentes con mayor dificultad para acceder a estas operaciones.


A excepción del refinanciamiento de créditos hipotecarios para la vivienda, que se encuentran eximidos del pago de este impuesto, el refinanciamiento de otras operaciones no ocurre con mayor frecuencia, producto de los elevados costos asociados a estos procedimientos. De este modo, esta exención no tendrá mayor costo fiscal.


La rebaja de tasas propuesta si bien podría implicar una potencial reducción de los ingresos fiscales al comparar con el escenario base sin reducción de tasas, el probable aumento de operaciones financieras permitirá mantener la recaudación constante de este impuesto como porcentaje del PIB, en torno al 0,66 por ciento.


Durante la discusión general, el ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, puntualizó que en la nueva economía global el mayor crecimiento sólo se logra con más productividad, inversión y competencia. Una de las medidas que permitirá mayor competitividad consiste en el perfeccionamiento y reducción del impuesto de timbres y estampillas. Con ello, se pretende facilitar el acceso al crédito, reducir las tasas y mejorar las condiciones con que se negocian estas operaciones.


Hizo notar el ministro que una menor tasa de impuesto reduce el costo de obtener financiamiento, ampliando las opciones de emprender nuevas ideas y proyectos de inversión. 


Afirmó que el proyecto se hace cargo de los dos problemas identificados, mediante las siguientes medidas:

1.
Se reduce en forma gradual la tasa del impuesto, y

2.
Se exime del impuesto a las operaciones de refinanciamiento de créditos.


En cuanto a la primera medida, ya hemos señalado el monto de la rebaja, y respecto de la segunda medida, el efecto multiplicador que va a tener en los beneficios de refinanciamiento de créditos es obvio, porque no se pagará dos veces. El ministro comentó que actualmente existe una exención del impuesto, que se aplica exclusivamente al refinanciamiento de créditos hipotecarios. La actual propuesta de exención es más amplia en los siguientes aspectos:

1.
No sólo beneficia créditos hipotecarios, sino que a cualquier clase de préstamo, excluyendo solamente las líneas de créditos;

2.
Posibilita la aplicación de la exención cuando el nuevo crédito se destine a pagar deudas morosas;

3.
Se elimina la exigencia, en el caso de créditos hipotecarios, de que el nuevo crédito se garantice con la misma hipoteca establecida en el crédito original;

4.
Se elimina el requisito de que el crédito original hubiese sido otorgado por más de un año plazo;

5.
Para acceder a la exención, el préstamo debe ser otorgado por cualquiera de las instituciones reguladas o fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, por la Superintendencia de Valores y Seguros o por la Superintendencia de Seguridad Social, y no sólo por bancos, y

6.
Pueden acceder no sólo las personas naturales, sino que, además, las personas jurídicas.


En conclusión -sostuvo el ministro-, el proyecto de ley permitirá reducir los costos de los créditos, facilitando el acceso al financiamiento; facilitar la movilidad de los deudores entre instituciones financieras, incentivando la competencia en el mercado financiero y reduciendo las tasas de interés, y el mayor y mejor acceso al financiamiento operará como un importante impulso al emprendimiento, ya que permitirá que las ideas se transformen en proyectos reales.


A su juicio, esta medida es una forma concreta de impulsar el crecimiento, promoviendo el aumento de la productividad, la inversión y la competencia en la economía.


Diversos diputados plantearon la conveniencia de dictar una norma especial para rebajar los costos de inscripción en los conservadores de Bienes Raíces vinculados con la iniciativa. También se consultó acerca del efecto que tendría el proyecto en la recaudación fiscal.


El ministro de Hacienda hizo presente que la reforma al sistema de notarios y conservadores se encuentra en estudio, y una propuesta global será presentada antes de fin de año.


En materia de recaudación fiscal, el ministro afirmó que el impuesto de timbres y estampillas representa un monto equivalente al 0,66 por ciento del PIB, o sea, 457 mil millones del 2005, ó 900 millones de dólares. Precisó que, como consecuencia de un crecimiento de 14 por ciento en los créditos otorgados en los últimos tres años, una rebaja de la tasa del impuesto como la propuesta mantendrá constante la recaudación por este concepto como porcentaje del PIB.


Durante la discusión particular, sólo se presentó una indicación del diputado señor Pablo Lorenzini para eliminar la gradualidad, con el objeto de que la rebaja total no se materialice el 2009, sino que a contar del 2007.


A pesar de existir dudas de constitucionalidad, la indicación fue puesta en votación porque el Presidente de la Comisión consideró que era admisible. Fue rechazada por 2 votos a favor y 7 en contra. Su rechazo obedeció más a razones de constitucionalidad que de fondo, ya que había unanimidad para eliminar el impuesto de timbres y estampillas.


El ministro ha argumentado que este impuesto, cuyo nombre no guarda relación con su aplicación, tiende a equilibrar el que pagan otras actividades, como el IVA, y a los usuarios y consumidores de créditos. Algunos parlamentarios de la Comisión nos comprometimos a presentar, en los próximos días, un proyecto para cambiar el nombre de este impuesto de timbres y estampillas y que antes se llamó de sellos y lacres.


El señor ministro de Hacienda explicó que, no obstante lo señalado en el informe financiero, se producirá una menor recaudación por la rebaja de tasa de impuesto.


El proyecto fue aprobado por la Comisión con la votación ya señalada, con la asistencia de los diputados señores Lorenzini, don Pablo, Presidente de la Comisión; Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Becker, don Germán; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto; Sunico, don Raúl, y Tuma, don Eugenio. 


Para terminar, en nombre de la Comisión, recomiendo a la Sala que preste su aprobación a la iniciativa.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Para iniciar el debate, tiene la palabra al ministro de Hacienda, don Andrés Velasco.


El señor VELASCO (ministro de Hacienda).- Señor Presidente, hoy la Cámara se encuentra abocada al estudio de un proyecto de ley que entrega beneficios muy claros a las familias y empresas que quieren prosperar, ya sea comprando una casa o extendiendo sus actividades económicas mediante un crédito, no sólo bancario, sino de cualquier índole otorgado por alguna institución reconocida.


En pocas palabras, lo que el proyecto de ley intenta hacer es mejorar las condiciones de acceso al crédito, bajar las tasas efectivas que deben pagar las familias y las empresas para acceder al crédito, y promover la competencia en el mercado crediticio.


Todo esto es muy importante por dos razones. La primera es que, obviamente, un mejor acceso al crédito permite que se financien nuevos proyectos y que se lleven a la práctica buenas ideas, lo que redunda en mayor crecimiento y más empleos. Al mismo tiempo, en particular, en el caso de las viviendas, un menor costo, a futuro, del financiamiento beneficiará a las familias y a las personas que adquieran un bien raíz mediante un crédito.


Esta medida es parte del Plan Chile Compite, que lanzó, hace dos semanas, el Gobierno de la Presidenta Bachelet, y que consta de quince medidas tendientes a promover la competitividad y el crecimiento. Una de esas medidas fue despachada por el Congreso Nacional la semana pasada, y esperamos que también podamos avanzar en el pronto despacho de esta iniciativa.


Lo que se propone en este caso es bajar la tasa del impuesto de timbres y estampillas que se aplica a todas las operaciones de crédito, y perfeccionar el mecanismo mediante el cual se cobra este impuesto, de modo que nadie tenga que pagarlo más de una vez si decide refinanciar un crédito.


Hoy, este impuesto grava las operaciones de crédito con una tasa mensual de 0,134 por ciento sobre el capital inicial de dicha operación y se llega a una tasa máxima de 1,608 por ciento en el año.


La baja de esta tasa reducirá el costo efectivo que las personas deben pagar, por lo que vamos a avanzar en su reducción.


El segundo cambio sustantivo tiene que ver con facilitar la competencia entre bancos para hacer más expedito y menos costoso que las personas puedan cambiarse de institución financiera, refinanciar préstamos, tener acceso a mejores condiciones que las que un banco o una entidad crediticia pueda ofrecer.


Actualmente, al tener que pagar el impuesto por segunda vez, al refinanciar un crédito, existen pequeñas empresas y algunas familias que no pueden aprovechar una mejor oferta, mejores condiciones y tasas de mercado más bajas, lo cual convierte a algunos usuarios en cautivos de una institución financiera, que no pueden desplazarse a otra, precisamente porque hacerlo tiene el costo de pagar este impuesto al refinanciar por segunda vez. Este impuesto lo vamos a cambiar en su modo de operar, justamente, para que eso no ocurra.


A continuación precisaré lo relacionado con la baja de las tasas.


Lo que se propone -ya lo señaló el diputado informante, pero lo reiteraré de modo muy sucinto- es que la tasa máxima anual y, de la mano con ello, la tasa mensual, bajen gradualmente desde el 1,608 por ciento al 1,5 el próximo año; al 1,35 el 2008, para llegar al 1,2 por ciento del capital inicial el 2009. Por lo tanto, se trata de una baja sustantiva en ese impuesto.


Además, atacamos otro frente: la baja en la tasa que se le aplica a las operaciones de crédito sin vencimiento. El mecanismo que recién describí se aplicará a un préstamo, a una obligación, que tiene un plazo, ya sea de tres, seis, doce, dieciocho meses, etcétera. Si no tiene plazo, este mecanismo no es aplicable y, por lo tanto, se le aplica una tasa de una sola vez, y esa tasa es hoy de 0,67 por ciento para cualquier operación de crédito sin plazo fijo. 


Al respecto, también proponemos una baja que lleve, en tres escalones, igual que en el otro caso, del pago actual de 0,67 por ciento al 0,5 por ciento el 2009. De nuevo, se entrega un beneficio a los usuarios. 


Estos dos ejemplos nos indican la importancia de esta modificación tributaria.


Por ejemplo, una familia que adquiere un crédito hipotecario a veinte años plazo, por 50 millones de pesos, con este cambio, el 2009 va a pagar un impuesto menor en 204 mil pesos. Es decir, al comprar su casa o departamento, esta familia se va a ahorrar más de 200 mil pesos.


Doy otro ejemplo. Para una persona que adquiere un crédito de consumo por 3 millones de pesos, en un plazo de dos años, ese crédito va a disminuir su costo financiero, impositivo, en 12.400 pesos. Dado que el crédito de consumo tiene un monto acotado, es un beneficio nada de despreciable.


En cuanto al otro cambio, que pretende evitar que este impuesto se pague dos veces, ocurrirá lo siguiente. Se va a extender una exención que hoy existe. Actualmente, el impuesto de timbres y estampillas no se paga por una segunda vez si se trata de una compra que hace una persona natural a través de un crédito hipotecario.


La iniciativa propone una exención mucho más amplia, que no sólo beneficiará los créditos hipotecarios sino a cualquier clase de préstamos. También se puede utilizar en el caso que la deuda a saldar sea una morosa, cosa que hoy no es posible. Se elimina la exigencia, en el caso de créditos hipotecarios, para que la hipoteca sea la misma, ya que hoy el bien raíz que respalda esa hipoteca puede ser otro. No se exige que sea un crédito de más de un año. Pueden acceder personas jurídicas y naturales y, además, se le aplica no sólo a los créditos bancarios, sino de cualquier institución financiera que esté regulada por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, por la Superintendencia de Valores y Seguros de Chile o por la Superintendencia de Seguridad Social. 


Es decir, con el proyecto se amplía el alcance de esta exención para cualquier tipo de préstamos que cualquier institución lo emita a una persona natural o jurídica, tratándose de un préstamo de corto o largo plazo. En estos casos es importante este beneficio. 


Entonces, hago presente que la iniciativa propone reducir gradualmente la tasa del impuesto de timbres y estampillas y eximir del pago de este impuesto a las operaciones cuyo destino sea de refinanciamiento de créditos.


Ahora bien, quiero hacer dos precisiones por inquietudes que surgieron en la Comisión de Hacienda. 


La primera tiene que ver con el tratamiento que se le da a las líneas de crédito, que hoy no están sujetas a que el impuesto tenga que pagarse una segunda vez. Las líneas de crédito son contratos de crédito que no tienen plazo ni monto fijo. El monto es lo que el usuario gira. Lo que ocurre hoy es que se paga la tasa mensual por el saldo insoluto de la línea de crédito y, por lo tanto, los usuarios se van a beneficiar por la rebaja en la tasa, al igual que el resto de las personas, y -repito- no pagarán por segunda vez el impuesto, ya que se cobrará mes a mes. 


La segunda inquietud dice relación con el impacto en las finanzas públicas de la iniciativa. Quiero ser muy claro respecto de lo que dice el informe financiero, en cuanto a que esta es una rebaja de tasas del impuesto en cuestión que va a significar que los ingresos fiscales sean menores de lo que hubiera sido sin la rebaja de tasas. Por lo tanto, hay un impacto fiscal. 


Al mismo tiempo, este es un impuesto que grava a las operaciones de crédito, pero éstas vienen creciendo a tasas muy altas. De hecho, en promedio, en los últimos tres años, las operaciones de créditos han crecido en 14 por ciento anual real. Es decir, hemos verificado una expansión muy importante del crédito en Chile, incluyendo los créditos de consumo, las líneas de crédito, el crédito a las Pyme, es decir, el grueso de las operaciones crediticias. 


Entonces, ocurre que la base imponible sobre la cual se paga este impuesto viene creciendo y es plausible la conjetura de que al bajar la tasa y los costos de contraer un crédito, la base va a crecer más aún.


Lo que plantea el informe financiero es que, a pesar de que el fisco va a percibir menos recursos de los que habría percibido si no se cambiase la tasa, como lo contempla el proyecto de ley, la recaudación total por concepto de este impuesto va a permanecer más o menos constante como porcentaje del producto interno bruto. En la actualidad, la recaudación de este impuesto es aproximadamente de 0,66 por ciento, algo menos del uno por ciento del PIB nacional. Precisamente nuestra estimación es que la combinación de una baja gradual de tasas con un crecimiento sostenido de la base, es decir, del crédito, significará que el fisco va a obtener menos recursos de los que habría obtenido, pero, al mismo tiempo, la recaudación como porcentaje del PIB se va a mantener constante.


Eso afirma el informe financiero. En la Comisión hubo inquietudes al respecto, por lo que espero haberlas aclarado.


En resumen, este es un proyecto de la mayor importancia, que traerá beneficios muy claros a las pequeñas empresas y a las familias, en especial a todos los chilenos y chilenas que no tienen acceso al gran mercado de capitales, como, por ejemplo, lo tienen las grandes empresas que dependen de este tipo de financiamiento y que con la aprobación de esta iniciativa van a encontrar mejores condiciones, más competencia en el sistema financiero, tasas más bajas y un mejor acceso al crédito, lo que redundará en mejores condiciones de vida, en mayor crecimiento y en mayor empleo.


Gracias, señor Presidente.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Julio Dittborn.


El señor DITTBORN.- Señor Presidente, si mal no recuerdo, Churchill dijo que había dos cosas que una persona no podía evitar: la muerte y los impuestos. Eso es efectivo, y en Chile los impuestos que pagamos no son menores.


Es importante que los ciudadanos sepan que si uno suma todos los impuestos que van al fisco central y los que van a las municipalidades y al fisco descentralizado, un chileno promedio paga alrededor de cuatro meses de su sueldo al año por concepto de impuestos. Es decir, de los doce meses de sueldo que percibe, casi cuatro van al Estado para pagar, según se nos dice, los bienes públicos. Personalmente, creo que más que bienes públicos pagamos bastante ineficiencia, muchas veces corrupción y mal uso de los recursos. Sin embargo, se habla poco y se hace poco por evitar esos males.


Nadie discute la necesidad de que todo país civilizado tenga la necesidad de que sus ciudadanos aporten una parte de sus ingresos para financiar los bienes públicos, aquellos que nos permiten vivir en comunidad en forma civilizada y en paz. Sin embargo, lo que uno debiera tratar de hacer es que los impuestos graven aquellas conductas que uno considera negativas para la convivencia social.


Tengámoslo muy claro. Los impuestos inhiben las conductas humanas o los hechos que ellos gravan. Por otro lado, los subsidios, que son lo contrario a los impuestos, incentivan las conductas o los hechos que ellos afectan. Por lo tanto, siempre se debería, para financiar los bienes públicos que un país necesita, colocar impuestos a aquellas conductas que se quiere inhibir y desalentar. Entonces, uno se pregunta si se quiere desalentar a una persona o pyme para que no solicite un crédito para producir, para crecer y para dar trabajo. Evidentemente que no. Es una de las conductas que uno quisiera desalentar en la menor medida posible. Por el contrario, uno quisiera, por ejemplo, desalentar aquellas conductas que mueven a contaminar nuestro medio ambiente, gravándolas con impuestos. Uno debiera tratar de desalentar las conductas que inducen a los consumidores a gastar en lugar de ahorrar. Por eso, los economistas, en general, no son partidarios de que se apliquen impuestos a los ingresos, porque parte del ingreso se ahorra, pero sí al gasto, pues éste se considera que desincentiva el progreso y el crecimiento económico.


Por lo tanto, quien implementó este impuesto, hace muchos años, cuando existían timbres y estampillas -esos dos elementos ya no existen-, tuvo una muy mala idea, porque impuso un gravamen a una conducta, a una actividad humana que, por el contrario, debiera ser incentivada, empujada, subsidiada, pero jamás inhibida. Lamentablemente, es así.


Por eso, el proyecto es positivo, pues disminuye, aunque muy levemente, en forma muy tímida -perdónenme la expresión, la iniciativa es una migaja; pero una migaja siempre es mejor que nada-, el impuesto de timbres y estampillas en los próximos cuatro años. No obstante, lo vamos a votar favorablemente.


Además, este impuesto es muy negativo. Ahora que aumentó el precio del cobre y tenemos más recursos de carácter permanente, quisiéramos ver no sólo que la Concertación empuje al Gobierno a aumentar el gasto público -gasto que pocas veces se evalúa; presenta muchas ineficiencias; nadie sabe mucho a dónde va y es una caja negra-, sino también que el Gobierno manifieste opiniones en el sentido de rebajar impuestos. Uno de los impuestos cuya rebaja debiera ser prioritaria es el de timbres y estampillas. Más todavía, debiera desaparecer, como desaparecieron los timbres y las estampillas, porque inhibe conductas positivas y perjudica a las pymes y a las microempresas.


Hago un llamado al Gobierno para que sea un poco más audaz, no sólo en el sentido de que use los recursos permanentes del país para aumentar el gasto público, sino también que deje más dinero en los bolsillos de los contribuyentes a través de disminuir el impuesto de timbres y estampillas en forma mucho más sustancial.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, ¿quién no podría convenir con las ideas del colega Dittborn? Estoy de acuerdo con ellas, pero tengo muy poca experiencia en economía para pretender solucionar los problemas que él invoca con la filosofía propia de un economista. Algo que a uno se le impone y que no quiere es la muerte y los impuestos. Simpática frase que voy a recordar y discutir personalmente con el diputado en su oportunidad.


No obstante que el Plan Chile Compite es una iniciativa del Gobierno, la lleva a cabo nuestro flamante ministro de Hacienda, a quien me alegra mucho ver en esta Sala entregándonos luces y aportes, si es que tuviéramos que discutir alguna indicación sobre el proyecto. Él fue muy claro en su exposición y me deja tranquilo.


¡Claro que quisiéramos más! El diputado Dittborn pidió a la Mesa que le permita decir “migajas”. Yo diría que es poco, pero no migajas. Cuando un país inicia “de frentón” el ataque en contra del tributo es porque 
-como muy bien explicó el ministro- el mayor crecimiento se logra con mayor productividad, con inversión y competencia. Eso está sucediendo en Chile y la finalidad de este proyecto es competitividad en la economía.


Reducir el impuesto de timbres y estampillas en forma gradual, en un plazo de tres años, pareciera débil, frágil, por decir lo menos; pero las operaciones de crédito en dinero sobre el plazo de un año comienzan desde la tasa máxima establecida, de 1,60 por ciento hasta 1,2 por ciento, y la tasa mensual se reduce de 0,134 por ciento a 0,1 por ciento. Son detalles indicativos de que en un futuro cercano, sin duda, se va a terminar con dicho impuesto, como aquí muy bien se ha expresado.


En el proyecto, la tasa del impuesto de las operaciones de crédito a la vista, sin plazo de vencimiento, se reduce en forma gradual dentro de un plazo de tres años de 0,67 a 0,5 por ciento.


Otra incidencia de fondo que advierto en el proyecto y en la relación del diputado Tuma es que se exime del pago del impuesto a las operaciones de crédito destinadas a refinanciar otros préstamos contraídos y a la renegociación de las tasas de interés. Entiendo que aquí hay dos efectos: las personas o empresas no deberán pagar dos veces el mismo impuesto. Ése es un axioma. Recuerdo con mucho dolor que, en la década de los 80, lisa y llanamente, no había renegociación. Sucedió como consecuencia de esta doble tributación. El impuesto era excesivo y, por lo tanto, se llegó al extremo de que durante las crisis económicas de esa época no se renegoció.


El proyecto establece que el monto destinado al prepago de la deuda estará exento del impuesto, como asimismo los intereses y las comisiones cobradas por el pago anticipado y los gastos asociados al otorgamiento del nuevo préstamo.


El proyecto amplía el alcance de la exención del impuesto de que goza el refinanciamiento de los créditos hipotecarios en la actualidad. Al respecto, el ministro habló de la casa propia, que está tan lejana para algunos. No me gustó su ejemplo, pensado en que apunta a lo correcto, cual es bajar la tributación cuando se adquiere un crédito hipotecario. Cincuenta millones en préstamo, en timbres y estampillas significan 204 mil pesos. Alguien diría que es la nada misma; pero es un comienzo y hay que entenderlo. 


La breve gradualidad que se establece en el proyecto para rebajar la tasa del impuesto implica que el costo fiscal será compensado como porcentaje del producto interno bruto. Ello fue muy bien explicado por el ministro. El crecimiento de la demanda de crédito, que presenta tasas superiores a las de la economía -14 por ciento-, sin lugar a dudas trae como consecuencia cifras también altas en relación con el producido del impuesto. A lo mejor, debió haberse sido más audaz y entrar en porcentajes mayores. 


Este proyecto asume nuestra responsabilidad de una economía sana. Chile ya está inserto en la economía global para darnos mayor prosperidad, ya que el país cada día es más competitivo. Ello nos lleva a ser capaces de seguir avanzando en medidas administrativas y legales, como el Plan Chile Compite, a fin de fomentar el desarrollo de nuestras actividades económicas y de nuevos negocios. No podemos seguir dependiendo exclusivamente de nuestros commodities. Sobre esto deben reflexionar los economistas dentro de la interrogante de un país que crece. 


Pero -lo digo de nuevo-, habrá que comprender que el hecho de eximir del pago de tributos para favorecer el crecimiento de las pymes, especialmente de aquellas que disponen de pocos instrumentos para facilitar su emprendimiento, es un inicio. Este proyecto forma parte del Plan Chile Compite, pues a los nuevos emprendedores que no cuenten con financiamiento se les retira una barrera, un impedimento que también habrá que darlo a conocer; es decir, entregar la capacitación respectiva a las pymes para que comprendan que el impuesto se suprime en las operaciones de crédito que digan relación con refinanciamiento o renegociación. 


Por lo tanto, este proyecto es demostrativo de un compromiso con nuestras pymes, porque el Ejecutivo está en campaña para ir perfeccionando este tipo de leyes. No nos vamos a quedar aquí. Es un paso adecuado. 


Hoy por hoy, las pymes están cautivas en sus bancos, porque el costo de la renegociación muchas veces no compensa la rebaja de tasas. Las instituciones del mercado del crédito pueden disfrutar cómodamente del beneficio que significa tener clientes cautivos y no necesitan competir entre ellas. Si un banco, por ejemplo, ofrece tasas más bajas, la institución que tenga clientes cautivos puede estar tranquila, porque el costo que le significará a una pyme cambiar su crédito a ese otro banco le será imposible de asumir.


El proyecto no sólo disminuye gradualmente la tasa del impuesto de timbres y estampillas para quien se endeuda por primera vez, sino también exime de su pago al refinanciamiento de créditos. Es un paso que libera a las pymes y posibilita mayor competencia -lo explicaba muy bien el ministro- en el mercado del crédito.


La iniciativa apunta hacia ese segmento de la sociedad tan usado políticamente: la clase media y, en especial, a la renegociación que tanto esperan, por ejemplo, las pymes agrícolas y las del comercio. Sus representantes también estuvieron presentes durante la discusión del proyecto. No quedaron muy conformes, pero entienden que va en el camino correcto, pues disminuirá el costo de endeudarse por primera vez y de renegociar. Y hace algo más: al igual que en el caso de las pymes, aumenta el poder de negociación de las personas ante los bancos e instituciones financieras, porque ahora sí -como decía el ministro- veremos tasas mejores para un futuro, que era incierto si no se comenzaba a dar oportunidades a las pymes.


El proyecto es un paso; es parte de un conjunto de medidas que favorecen el emprendimiento, fomentando las pymes y mejorando el bienestar de la clase media, tan usada en los momentos electorales, cuando en los discursos políticos se dice que son los desposeídos de siempre, aquellos que no son considerados. 


El Gobierno está en el lugar adecuado impulsando las pymes y preocupándose de la clase media. Pudo haber sido más audaz; sin embargo, es un buen proyecto.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Godoy.


El señor GODOY.- Señor Presidente, el impuesto de timbres y estampillas es de dulce y de agraz, porque beneficia las arcas fiscales, pues se recaudan más recursos para hacer múltiples cosas, pero perjudica a parte de los consumidores o personas naturales, principalmente a la pequeña y mediana empresa. 


La estadística indica que las pymes tienen una vida de hasta siete años. Por eso, los bancos no otorgan créditos de largo plazo a los medianos y pequeños empresarios. Por el contrario, los plazos generalmente no exceden a un año. En consecuencia, deben pedir créditos en más de una oportunidad y pagar, cada vez, el impuesto de timbres y estampillas.


Ahora bien, si lográramos bajar el costo del crédito a las pequeñas y medianas empresas, influiríamos de manera importante en emprendimiento, en creación de nuevos negocios y en el aumento del empleo. Por lo tanto, aumentar la productividad redundaría en más impuestos para el fisco, en más trabajo y, por ende, en mayor consumo. Si consideramos que el consumo está gravado, las arcas fiscales podrían recibir montos muy superiores a los que le genera el impuesto de timbres y estampillas.


Renovación Nacional considera que los dineros mejor administrados son los que manejan las propias personas. El Estado pide más y más recursos, exprime a los contribuyentes; pero tenemos muy mala calidad en educación y en salud. Por lo tanto, lo más eficiente es que las propias personas administren sus recursos. 


Aquí entramos al tema de fondo. El Gobierno debiera tener una política de Estado para las pymes, porque estos proyectos, como el que hoy debatimos, son parches que, al cabo de una o dos semanas, se caen, en circunstancias que la herida aún no ha sanado. Ése es el problema. 


Le pido al Gobierno -aprovechando la presencia del ministro de Hacienda en la Sala- que adopte una política mucho más potente para el emprendimiento y elimine este impuesto, que sólo perjudica.


El proyecto no es lo que esperábamos, pero es mejor que nada. Por lo tanto, la bancada de Renovación Nacional lo votará favorablemente.


He dicho.


El señor MONTES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, este año está siendo excepcional dado los altos precios de nuestros commodities, incluido el cobre. Nuestra economía crece de manera sostenida, potenciando la creación de empleo, lo que se refleja en las últimas encuestas.


Esa situación nos permite abordar, como nunca antes, el desafío de construir un sistema de protección social moderno, eficaz y prolongado en el tiempo.


El programa de Gobierno de la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, plantea avanzar en mayor equidad e igualdad. La Democracia Cristiana -mi partido- asumió como tarea principal apoyar con fuerza dicho programa.


Sin embargo, si no somos capaces de seguir creciendo, la economía no avanzará en los niveles que corresponde y no será posible generar condiciones materiales que sustenten, en el tiempo, un sistema de protección social efectivo al que aspiramos todos los chilenos.


No queremos cualquier crecimiento. Queremos crecer ampliando las oportunidades de trabajo y de emprendimiento, y no concentrarlas en unos pocos; queremos crecer con ideas innovadoras, y no repetir más de lo mismo; queremos crecer en el uso más eficiente de nuestros recursos, que los aprovechen quienes tienen más talento y capacidad, y no quienes los heredan, lo que es legítimo, pero no es el camino lógico para el desarrollo de una sociedad. En definitiva, queremos ser más eficientes, más productivos, más innovadores, más competitivos y, por cierto, más inclusivos.


En la economía global, nuestro destino es ser mejores y más eficientes. No tenemos otra opción. Si no somos más competitivos, no creceremos y no podremos traspasar, de generación en generación, el bienestar que los hijos e hijas de esta tierra se merecen. El proyecto nos impulsa a competir con capacidad.


¿Cómo podemos lograrlo? Ampliando las oportunidades de las personas y de las empresas, sobre todo de las pymes, para acceder al crédito o a la renegociación en mejores condiciones. 


Facilitar el acceso al crédito es fundamental para que el emprendedor financie y desarrolle sus iniciativas, y mientras más emprendedores tengamos, mejores ideas podrán concretarse en buenas empresas.


Lo mismo reza para las familias de clase media, que podrán adquirir más y mejores bienes y servicios y gozar de mayor confort y bienestar.


¿Qué hace el proyecto en pos de esos objetivos? Muy simple: reduce la tasa del impuesto de timbres y estampillas y exime de su pago a las operaciones de renegociación de deudas. Adicionalmente, amplia las exenciones vigentes para la renegociación de créditos hipotecarios.


El proyecto busca beneficiar a quienes, el costo de endeudarse y renegociar, les es muy alto; esto es, a las pymes y a la inmensa mayoría de las personas naturales que integran nuestra clase media. En consecuencia, no apunta a las grandes empresas, que tienen mayor poder de negociación, ni las familias que tienen ingresos muy altos, lo que me parece destacable.


Reducir la tasa del impuesto, contribuirá a disminuir el costo de endeudarse, aumentando las oportunidades para financiar el giro de una mediana o pequeña empresa y desarrollar nuevas ideas o facilitando la adquisición de un bien familiar.


La reducción de la tasa máxima del impuesto para operaciones de crédito en dinero de más de un año plazo será gradual: irá del 1,608 por ciento actual a 1,2 por ciento en 2009; en tanto, la tasa mensual se reducirá, también en forma gradual, de 0,134 por ciento a 0,1 por ciento.


Asimismo, se reducirá en forma gradual la tasa del impuesto que grava las operaciones de crédito a la vista sin plazo de vencimiento. La tasa actual, que es de 0,67 por ciento, será, en 2007, de 0,625; en 2008, de 0,5626 y, en 2009, de 0,5 por ciento.


La reducción de tasas disminuirá los costos asociados a las operaciones de crédito. Por ejemplo, así lo señaló el ministro de Hacienda, un crédito hipotecario de cincuenta millones de pesos, a veinte años plazo, verá reducido el costo del impuesto de timbres y estampillas en 204 mil pesos, lo cual constituye un ahorro importante para una familia con un ingreso promedio de 800 mil pesos. En el caso de un crédito de consumo de tres millones de pesos, a 24 meses plazo, el ahorro será de 12.400 pesos.


Quiero detenerme en el tema de los créditos de consumo. 


Nuestro país ha crecido sostenidamente; es cosa de analizar los negocios, las grandes tiendas, los malls y el comercio en general para ver cómo han aumentado en todos los niveles los créditos de consumo, que normalmente se contraen a 24 meses plazo. En esto ha quedado demostrado que en el 99 por ciento de los casos se pagan a tiempo. Obviamente, la disminución de 12.400 pesos del impuesto significa, a lo menos, el descuento de una cuota, lo que incidirá favorablemente en el presupuesto familiar. 


En términos fiscales, la acotada gradualidad que el proyecto fija para proceder a la rebaja del impuesto implicará que, aunque haya un costo social en este instante, éste será compensado como porcentaje del PIB por el crecimiento de la demanda del crédito. 


Todos los estudios del mercado plantean que el crecimiento del país incidirá en el aumento del volumen de créditos hipotecarios y de créditos de consumo, y como el fisco recibirá a través de los tributos mayores recursos, compensará la rebaja que producirá esta disminución del impuesto de timbres y estampillas. 


Por otra parte, respecto del refinanciamiento de un crédito, la ley vigente lo considera una nueva operación, por lo que está gravada con el impuesto. Así, quienes refinancian créditos para acceder a menores tasas o mejores condiciones con el mismo u otro banco, deben pagar nuevamente el impuesto. 


Como efecto de lo anterior, la operación de refinanciamiento es conveniente sólo si la menor tasa ofrecida es lo suficientemente baja como para compensar el nuevo pago del impuesto. En caso contrario, lo conveniente es mantener el crédito original, incluso si las tasas de mercado actuales son más bajas. 


Por lo anterior, las instituciones financieras pueden no traspasar a sus clientes disminuciones en las tasas de interés, incluso cuando las condiciones de mercado lo permiten. 


El impuesto de timbres y estampillas permite a las instituciones financieras mantener cautivos a sus clientes, limitando la competencia en un mercado clave para un desarrollo económico menos concentrador. 


En consecuencia, el proyecto de ley exime del pago del impuesto a las operaciones de créditos destinadas a pagar otros préstamos. También exime del pago del impuesto a la renegociación de las tasas de interés o las condiciones de los créditos; o sea, las personas o empresas no pagarán dos veces el mismo impuesto. En cuanto al monto destinado al prepago, exime del impuesto a los intereses y a las comisiones cobradas por el pago anticipado y los gastos asociados al otorgamiento del nuevo préstamo. 


Por último, el proyecto detalla la forma en que se amplía el actual beneficio que exime del pago del impuesto de timbres y estampillas a la renegociación del crédito hipotecario. 


Esto es muy importante, porque en la medida en que mejoran las condiciones económicas de la clase media, muchas veces esta requiere renegociar los créditos hipotecarios.


Lo que acabo de expresar constituyen razones poderosas para que el proyecto sea aprobado por la Cámara. ¿A quién no le gustaría informar que desaparece la ley sobre timbres y estampillas? Pero los ingresos tributarios por dicho concepto ascienden a un 0,6 por ciento del PIB de nuestro país, que es una cifra importante, pues alcanza a, más o menos, 900 millones de dólares. Considero que por este motivo se ha rebajado en forma gradual, ya que es necesario mantener los equilibrios macroeconómicos y el crecimiento.


Si queremos ser un país desarrollado, debemos ser capaces de generar un sistema de protección social moderno que ayude a las personas a levantarse y no a mendigar; si queremos ser un país desarrollado debemos ser capaces de continuar creciendo, para lo cual -repito- debemos ser competitivos y también innovadores.


Eso lo vamos a lograr al remover las barreras que actualmente existen para que las pequeñas y medianas empresas prosperen; para que los jóvenes con ganas e ideas puedan tener su oportunidad, independiente del colegio o la comuna de donde provengan. Lo lograremos con crecimiento y con una economía más competitiva.


Por lo anterior, el proyecto de ley es uno más de los que se han planteado para ayudar a desarrollar las pymes y para aprovechar los tratados y acuerdos comerciales que nuestro país ha firmado con la mitad del mundo. De esta forma, seremos un país desarrollado en los próximos años.


Por todo lo expuesto, anuncio mi voto favorable al proyecto en su primer trámite constitucional. 


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Raúl Súnico.


El señor SÚNICO.- Señor Presidente, el impuesto de timbres y estampillas grava el monto del capital comprometido en una operación de crédito con una tasa máxima de 1,608 por ciento y 0,67 por ciento, dependiendo si el crédito posee o no plazo de vencimiento.


Dicho impuesto no sólo grava los nuevos préstamos, sino que también afecta el capital comprometido en una operación de refinanciamiento de un crédito existente.


Una rebaja en las tasas de este impuesto disminuirá los costos de financiamiento, lo que permitirá un mayor acceso al crédito a las personas y a las empresas. Adicionalmente, la exención del pago de este impuesto en las operaciones de refinanciamiento facilitará la movilidad de deudores entre distintas instituciones financieras, lo que aumentará la competencia y reducirá las tasas de interés del sistema financiero para las personas y los emprendedores.


El proyecto propone una reducción gradual de la tasa de impuestos y exime del pago de impuesto a las operaciones destinadas a prepagar préstamos existentes. 


No hay que olvidar que este impuesto recauda aproximadamente 457 mil millones de pesos al año; o sea, 900 millones de dólares anuales, que son muy importantes en el presupuesto de la nación para abordar todos los desafíos que el país tiene.


También propone eximir del pago de impuesto a los documentos emitidos o suscritos con motivo de una operación de crédito de dinero destinado a pagar otros préstamos. Así se eximirá aquella porción del nuevo préstamo destinado a prepago del préstamo original, incluyendo los intereses y comisiones cobrados por el pago anticipado. También estarán exentos los gastos cobrados por el otorgamiento del nuevo préstamo. Sin embargo, dichos gastos estarán exentos en la proporción correspondiente en caso de que el nuevo préstamo sea mayor que los recursos necesarios para prepagar la totalidad del préstamo original.


En conclusión, actualmente existe una exención de impuestos que se aplica exclusivamente al refinanciamiento de créditos hipotecarios. La actual propuesta de exención es más amplia en los siguientes aspectos:


Primero, no sólo beneficia a los créditos hipotecarios, sino que a cualquier clase de préstamo, excluyendo sólo a las líneas de crédito;


Segundo, posibilita la aplicación de la exención cuando el nuevo crédito se destina a pagar deuda morosa;


Tercero, se elimina la exigencia, en el caso de créditos hipotecarios, de que el nuevo crédito se garantice con la misma hipoteca establecida en el crédito original;


Cuarto, se elimina el requisito de que el crédito original hubiese sido otorgado por más de un año plazo;


Quinto, para acceder a la exención el préstamo debe ser otorgado por cualquiera de las instituciones reguladas por la Superintendencia de Valores y Seguros, la de Bancos e Instituciones Financieras o la de Seguridad Social; no sólo por los bancos, y


Sexto, pueden acceder no sólo personas naturales, sino, además, personas jurídicas.


En consecuencia, el proyecto de ley permitirá reducir los costos para obtener créditos, facilitará el acceso al financiamiento y la movilidad de los deudores de instituciones financieras, incentivará la competencia en el mercado financiero y reducirá las tasas de interés.


Un mayor y mejor acceso al financiamiento operará como un importante impulso al emprendimiento, ya que posibilitará que las ideas se transformen en proyectos reales.


A nuestro juicio, esta medida es una forma concreta de impulsar el crecimiento, ya que promueve el aumento de la productividad, la inversión y la competencia en la economía.


Desde ya, la bancada del Partido Socialista anuncia su voto favorable a este importante proyecto.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcos Espinosa.


El señor ESPINOSA (don Marcos).- Señor Presidente, quiero destacar lo positivo de esta propuesta legislativa que busca modificar el decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas, con el objeto de perfeccionar dicho gravamen y así lograr mejores condiciones de crédito, más competencia en el mercado financiero y más crédito para todos a tasas más bajas.


Como es sabido, si queremos aumentar nuestra productividad, es clave asegurar que las buenas ideas se lleven a la práctica, independientemente de las condiciones financieras de quienes las generan.


Para eso es fundamental desarrollar un mercado de capitales que financie los buenos proyectos. Asimismo, es necesario permitir a todo agente económico un mayor acceso al crédito, así como generar mayor competencia en el mercado crediticio y un acceso más amplio a menores tasas de interés y mejores condiciones para los deudores.


Por eso encuentro positiva la propuesta del Gobierno de reducir gradualmente el impuesto de timbres y estampillas desde 1,6 por ciento hasta 1,2 por ciento. La exención de este impuesto al refinanciamiento de créditos traerá beneficios notables, en especial a las micros y pequeñas empresas, que enfrentan mayores dificultades para acceder a financiamiento.


De aprobarse el proyecto, se solucionarían dos grandes problemas que existen en nuestro sistema financiero:


En primer lugar, el impacto que produce el impuesto en el refinanciamiento de créditos, al eliminar el pago de este impuesto a las reprogramaciones, de modo que quien se cambie de banco para aprovechar una mejor oportunidad de crédito no tenga que pagar impuesto dos veces.


Los microempresarios dejarán de estar amarrados, casi prisioneros, de los bancos, ya que si una empresa está endeudada con un banco A y tiene mejores condiciones de crédito en un banco B, no tendrá que volver a pagar el impuesto de timbres y estampillas por ese refinanciamiento. Eso se busca con esta iniciativa.


En segundo lugar, al bajar el impuesto de 1,6 por ciento a uno 1,2 por ciento en 2009, descenderán los costos asociados a esas operaciones. Por ejemplo, el que realizan las pequeñas empresas cuando compran nuevas maquinarias o nuevos equipos, ya que el costo de esos créditos será menor.


En suma, la propuesta del Ejecutivo va en la dirección correcta.


Con este proyecto, así como con otros anunciados en el Plan Chile Compite, tales como el que otorga facilidades para pagar deudas tributarias -para lo cual se faculta a la Tesorería para reducir hasta en 80 por ciento las multas e intereses a quienes deseen saldar sus compromisos-, o el que fortalece el Fondo de Garantía para Pequeñas Empresarios, el Gobierno reafirma su apoyo a las chilenas y los chilenos emprendedores.


En atención a que éste sector genera más del 80 por ciento del empleo y beneficia a la clase media del país, en nombre de la bancada del Partido Radical Social Demócrata, doy mi voto favorable al proyecto.


He dicho.

-o-


El señor LEAL (Presidente).- Señores diputados, tal como se dijo, la Mesa de la Corporación y los jefes de los Comités tuvimos un encuentro con la organización no gubernamental Un Techo para Chile, cuyos voluntarios han construido más de 21 mil mediaguas y, además, tienen proyectos de instalaciones de viviendas definitivas.


En esta ocasión se encuentra en las tribunas un gran número de voluntarios de dicha organización, que se inspira en el ejemplo del Padre Alberto Hurtado, a quienes saludo en nombre de la Corporación y les doy nuestros agradecimientos por la justicia social que representa la actividad que desarrollan.


-Aplausos en la Sala y en las tribunas.

-o-


El señor LEAL (Presidente).- En nombre de la Corporación, hago llegar nuestros saludos y nuestras felicitaciones a los diputados señores Roberto Sepúlveda y Enrique Accorsi, quienes hoy se encuentran de cumpleaños.


-Aplausos en la Sala y en las tribunas.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Claudio Alvarado.


El señor ALVARADO.- Señor Presidente, en todas las intervenciones se ha destacado que la rebaja gradual, hasta 2009, de las tasas del impuesto de timbres y estampillas que establece el proyecto, constituye un avance, pues facilitará el acceso al crédito. Pero nadie ha dicho que esa rebaja en realidad no se ha llevado a cabo durante los gobiernos de la Concertación, porque en 2002 el gobierno de la época subió dicho impuesto a las tasas actualmente vigentes. Por lo tanto, con la misma lógica señalada por el ministro de Hacienda, en el sentido de que la normativa fortalecerá la competencia, aumentará la productividad y facilitará el acceso al crédito, debo manifestar que en 2002 el gobierno de la Concertación de la época no facilitó el acceso al crédito y disminuyó la productividad y la competencia. En consecuencia, debemos ubicar las cosas en su contexto y tener claro que no estamos ante un proyecto que establece una rebaja de impuestos, sino que propone volver a la tasa vigente en 2002.


También se debe considerar que para que la normativa tenga un impacto positivo en la pequeña y mediana empresa, es necesario abordar temas colaterales al proyecto.


Si bien se señala que en virtud de la rebaja de las tasas ue se propone será más conveniente o más atractivo cambiarse de una institución a otra, para aprovechar el menor costo financiero, debemos tener presente que la gran mayoría de las operaciones financieras operan bajo el criterio del crédito hipotecario o del crédito con fines generales con garantía hipotecaria. Pero constituir una hipoteca no es gratis ni fácil y tiene un costo significativo por concepto de trámites notariales e inscripción en el conservador de bienes raíces.


Quiero recordar que en 2000 el ministro de Hacienda de la época, Nicolás Eyzaguirre, se comprometió ante el Congreso Nacional a llevar adelante una reforma con el propósito de rebajar los costos notariales y de los conservadores de Bienes Raíces, pero nunca más hemos sabido qué pasó con esa iniciativa.


Por eso es importante que en la discusión de este proyecto se tenga presente la necesidad de resolver legislativamente el tema de la central de garantías o de las sociedades de garantías recíprocas, porque de esa manera se evitará duplicidad de gastos al trasladar un crédito con garantía hipotecaria de una institución financiera a otra, con lo cual el acceso al crédito sería más barato no sólo por la disminución del impuesto, sino también por destrabar los costos de carácter administrativo.


Hechos esos planteamientos, quiero decir que toda rebaja de tasa es conveniente, positiva y beneficia en forma directa a quienes buscan o necesitan créditos en las instituciones financieras.


Reitero que las tasas de impuesto que señala el proyecto no se están rebajando. De hecho, la iniciativa no la rebaja, sino que vuelve a las tasas originales vigente en 2002, las cuales fueron aumentadas por los propios gobiernos de la Concertación.


He dicho.


-Aplausos en la Sala y en las tribunas.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.


El señor LORENZINI.- Señor Presidente, quiero recordar a las personas que se encuentran en las tribunas que hace algunos años, en una sesión especial, aprobamos por unanimidad un proyecto para celebrar el 18 de agosto como el Día de la Solidaridad. En esa ocasión también rendimos un homenaje al Padre Alberto Hurtado.


Además, por su intermedio, con mucho respeto, pido un aplauso para el diputado señor Juan Carlos Latorre, quien fue uno de los autores de dicha iniciativa.


(Aplausos).


En esta oportunidad nos encontramos frente a un tema que los jóvenes que nos acompañan en las tribunas, sin duda, van a comprender. 


En este país todavía rigen impuestos que deberían ser parte de nuestra historia, por no resultar prácticos. En algún momento, deberemos derogarlos. 


A pesar de que a muchos de mis conciudadanos no les agradan los impuestos, si queremos gozar de armonía social y contar con un Estado que opere, debemos mantener algunos de ellos. Sin embargo, considero que deben pagarlos las personas que más ganan. Si observamos los balances de las empresas, especialmente de las multinacionales y de la banca, vamos a comprobar que, sólo en un semestre, perciben muchísimos millones en utilidades. Los impuestos no deben pagarlos personas sencillas como las que nos acompañan en este momento.


Además, hay impuestos claramente regresivos, como los de timbres y estampillas. Muchos de mis colegas no recuerdan los timbres y las estampillas, porque no vivían en esos tiempos, ni tampoco nuestro Secretario General. ¡Qué años fueron esos! ¡Por allá en los años 40! Pero algunos diputados, como el colega Venegas, recuerdan el lacre. ¡Lacre deberíamos ponerle a este impuesto y pasarlo a la historia, porque corresponde a épocas pretéritas!


¿Qué sentido tiene pagar el 1,6 por ciento en cada crédito de consumo o en cada renovación? No lo pagan las empresas multinacionales, si no los ciudadanos comunes y corrientes de Talca, de Concepción, de Peumo, de Putú, etcétera, cuando van a solicitar un crédito por 200 mil ó 600 mil pesos, o cuando quieren renovarlo porque no han podido pagar. 


Felicito al Gobierno de la Presidenta Bachelet y al ministro de Hacienda, aquí presente, por iniciar el proceso de eliminación de ese impuesto. 


En ese sentido, quiero aclarar que los gobiernos anteriores no tuvieron la audacia del actual. Este ministro sí la tuvo. 


Por último, pido que aprovechemos la presencia del ministro de Hacienda para eliminar el impuesto de una vez por todas. ¿Para qué acordar dos años de rebajas parciales si eso no tiene efecto en el erario? El ministro de Hacienda dice que va a dejar de percibir muchos dólares. ¡Pero hoy no los tiene! 


Varios diputados hemos presentado una propuesta -el diputado Araya conoce los problemas de la pequeña minería del norte y de las cárceles- para que la rebaja se haga, no a partir del 1 de enero de 2009, sino a partir de enero del próximo año. Si no provoca efectos fiscales, ¿para qué postergar? 


El ministro de Hacienda me va a entender. Dice que tiene costo fiscal, pero no es lo que dice el proyecto. Si se lee con calma el informe financiero, se puede comprobar. Por eso, los diputados de la Comisión de Hacienda preguntan: ¿qué efectos tiene? El ministro sostiene: “Señor diputado, tranquilo, este proyecto no tiene efectos en el fisco, porque se va a compensar de una manera u otra. Por lo tanto, quédese tranquilo.” 


Si no tiene efectos, señor ministro, ¿para qué lo postergamos? 


El texto sobre el particular señala que la rebaja de tasas propuestas, si bien podría implicar una potencial reducción de los ingresos fiscales, al comparar con el escenario base, sin reducción de tasas, permitirá, señor Presidente -se lo leo con calma, porque usted va a decidir sobre la admisibilidad de mi indicación-, mantener la recaudación constante del impuesto. Eso es lo que leo en lo que me enviaron.


Pero, le voy a decir algo más, porque el diputado Álvarez, que es un experto en estos temas, desde el punto de vista legal, lo discutía. 


Escuchen lo que dijo el Gobierno de Chile, no yo. El 25 de julio pasado, cuando se informó sobre las quince medidas del Chile Compite, y que figura en la página Internet del Ministerio de Hacienda. Respecto de la segunda medida, relacionada conel impuesto de timbres y estampillas, señala: “Esta medida no implicará costo fiscal”… “ya que la disminución de tasas será compensada íntegramente con el crecimiento de las operaciones de crédito afectas a este impuesto.”


Lo dice el Ministerio de Hacienda: no hay costo fiscal.


Si no hay costo fiscal, mi indicación es absolutamente admisible. ¿Por qué hacemos esperar a la gente hasta el 2009? ¡Por favor!


La Oposición ha dicho -algunos no entienden de lo que estamos hablando, pero la mayoría sí-, que el impuesto de timbres y estampillas hoy no tiene sentido. Por lo tanto, si no tiene sentido y no afecta al fisco, ¿en qué estamos? Acordemos por unanimidad que no se aplique a partir del 1 de enero de 2007. Es a esta gente a la que estamos afectando. ¿Para qué postergar la decisión?


(Aplausos en las tribunas).


Cuando yo discuto y la bancada de la Democracia Cristiana lo hace, es porque estamos en democracia y es lo que queremos. 


Dialogamos con el ministro de Hacienda y sus autoridades sobre el gasto fiscal, las holguras que tenemos, los seis mil millones de dólares que ya están y los veinte mil millones de dólares que vamos a tener en los próximos dos o tres años y que la Oposición no quiere que gastemos, porque aspiran a ser gobierno y quieren que les dejemos la plata.


¡Pero el Chile real está aquí! ¡Oposición, vote por la gente!


El ministro dijo que esto no implica gasto fiscal, aunque hoy dijo otra cosa. Pero tengo el documento oficial escrito, que aparece en la página internet del Ministerio de Hacienda. 


Si es así y tenemos holgura fiscal -aun cuando hay algunos gastos con la pequeña agricultura, con la pequeña empresa, jóvenes emprendedores-, podríamos agregar a ello la eliminación de un impuesto que castiga a los que menos tienen, al pequeño deudor que existe en todas las regiones, no a las multinacionales. Es el 1,6 por ciento que viene de la época de La Colonia. 


Con otros diputados presentamos una indicación para que esta rebaja -ya que no vamos a eliminar el impuesto-, del 1,6 al 1,2 rija partir del 1 de enero del próximo año. Es un deseo unánime de los partidos políticos representados en el Congreso. 


Señor Presidente, si queremos defender a la gente, esperamos que la indicación sea declarada admisible porque no implica gasto fiscal y, por lo tanto, los diputados que la presentamos, tenemos la razón.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Cardemil.


El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, no hay dos opiniones en esta Sala para catalogar o clasificar este proyecto de ley como tímido, para decirlo elegantemente.


Se podía haber avanzado mucho más en la eliminación de un impuesto que es una rémora para la clase media, para los jóvenes emprendedores y para la pequeña y mediana empresa, pymes. 


Todos decimos que queremos ayudar a las pymes, pero nadie concreta la ayuda para ese mundo tan rico que seguramente los jóvenes que están en las tribunas, y que nos están dando un ejemplo de dedicación a una causa, han visto en la realidad, en el rico mundo de los talleres familiares, de la gente que está en su casa tratando de sacar adelante a su familia y de educar a sus hijos, que necesita leyes para desarrollar sus iniciativas e ideas sin que el monstruo de la burocracia la asfixie. Se pudo haber hecho mucho más, pero no se hizo, lo cual lamentamos.


Como somos responsables -el diputado Lorenzini señala, con razón, que quizás a veces somos excesivamente responsables en el uso de los dineros fiscales, porque estamos preocupados de que las platas de la gente se gasten bien-, vamos a apoyar este proyecto, no porque lo encontremos bueno, sino porque lo consideramos un remedio menor, pero un remedio al fin. Sería una irresponsabilidad votar en contra. Pero, insisto, podía haberse hecho más.


Se dice que este proyecto ayudará a las pymes, porque les va a ampliar el acceso al crédito en el mercado formal. Pero nosotros decimos que éste no es su principal problema. Existen datos duros que indican que cerca de 210 mil pequeñas y medianas empresas tienen hoy acceso al crédito en el mercado formal. Pero mucho más que el acceso al financiamiento, el problema de éstas es el costo del crédito. Para muchas microempresas de Chile, el servicio de la deuda actualmente representa el 20 por ciento de las ventas, que es una cifra gigantesca.


Para créditos de bajo tamaño, el impuesto de timbres y estampillas y la imposibilidad de mover garantías de un banco a otro son los principales elementos que encarecen el costo del crédito.


Tiene razón el diputado Lorenzini cuando expresa que el impuesto de timbres y papel sellado es una especie de rémora del pasado, del feudalismo, cuando el monarca, el soberano, a través de sus agentes, de sus recaudadores de impuestos, debía poner el timbre a todo lo que los pobres vasallos transaran en sus dominios. Éste es un impuesto que, conceptualmente, va quedando fuera de los rumbos de la historia.


El punto central es que el costo del crédito es alto para las pymes, porque accede a tasas de interés muy cercanas al máximo convencional. Lo anterior no sólo es efecto del mayor riesgo que tienen estas empresas, sino del monto del crédito. La gran mayoría de las empresas de este segmento accede a créditos no reajustables, con plazos superiores a 90 días, de hasta 200 UF, en que la tasa máxima convencional equivale a 3,3 veces la tasa para créditos de más de 5 mil UF. En este sentido, el costo fijo que implica al banco el entregar el crédito encarece fuertemente los créditos de montos reducidos. Es decir, le pega en los riñones al más pequeño.


Dentro de esos costos se encuentra el impuesto de timbres y estampillas, el cual se paga, incluso, para renovar o reprogramar un crédito. Lo anterior tiene efectos nocivos para las pymes, ya que éstas se financian, principalmente, con créditos menores a un año plazo, debido a que todas las matrices de transacción muestran un período de vida relativamente corto para estas empresas, con lo que el aumento en la carga financiera por efecto de este impuesto es de alrededor de 25 por ciento.


¿Qué tenemos y qué pasará con este proyecto que vamos a aprobar? ¿Las modificaciones mejorarán las condiciones de reprogramación de deudas para las mipymes? Sí, en algo. El problema es que la exención no rige para los nuevos créditos, donde las pequeñas empresas se financian con créditos de muy corto plazo, y para seguir con sus proyectos tienen que volver a pedir un crédito, el cual se volverá a gravar con el impuesto de timbres y estampillas. De esta forma 
-se lo decimos al señor ministro con todas sus letras-, las reducciones de tasas que trae este proyecto de ley son completamente insuficientes y la cautividad -el pequeño y mediano empresario son rehenes del banco- seguirá siendo significativa hasta que las tasas tiendan a cero, y esto no va ocurrir con esta iniciativa.


En cuanto al costo fiscal -el diputado Lorenzini ha dicho grandes verdades al respecto- que implicaría el proyecto, el informe financiero señala que “el refinanciamiento de otras operaciones no ocurre con mayor frecuencia producto de los elevados costos asociados a estos procedimientos. De este modo, esta exención no tendrá mayor costo fiscal.”. 


Ahora bien, si se analiza lo que plantea el Ministerio, parece absurdo que se eximan de este impuesto las operaciones de refinanciamiento de créditos, fundamentando en el mensaje que mediante la exención del impuesto de timbres y estampillas, las operaciones destinadas a pagar créditos por el deudor que ya hubiese estado gravado por el impuesto, se potencia la competencia en el mercado crediticio y, en consecuencia, se genera un acceso más amplio con menores tasas de interés y mejores condiciones para los deudores. Esto es incoherente si, al mismo tiempo, el informe financiero sugiere que hay otros costos que hacen inútiles las operaciones de refinanciamiento.


Sin embargo, habría que hacer un ejercicio, casi de magia, para deducir que los elevados costos asociados a estos procedimientos se refieren sólo al impuesto de timbres y estampillas. Para esto, no nos exijan conocimiento a los diputados, sino que utilicemos una bola de cristal.


La disminución de tasas es tan insignificante, que el mismo informe financiero señala que el incremento en las operaciones crediticias y su impacto en los ingresos relativos a este impuesto, superarán con creces la pérdida de recursos producto de la disminución de tasas. Por lo tanto, tiene razón el diputado Lorenzini en el sentido de que es necesario analizar una eventual eliminación de este impuesto desde una perspectiva global, en cuanto a la realidad de los ingresos estructurales del gobierno central. 


No vengamos con cuentos, señor ministro, porque hay recursos. El incremento de la estimación para el precio del cobre a largo plazo a 121 centavos de dólar la libra, que se acaba de hacer, implica un aumento de los ingresos estructurales para el fisco, sin contar los ingresos asociados a intereses, de 1.200 millones de dólares. Mientras que los ingresos por impuestos a las operaciones de créditos son de 700 millones de dólares; la totalidad de ingresos por impuestos a los actos jurídicos es cercana a los 950 millones de dólares.


Por lo tanto, se podría eliminar este impuesto perfectamente bien, sin que se afecte la política de superávit estructural ni los gastos asociados a los proyectos que pretende llevar a cabo el Gobierno, ya que la estimación del aumento estructural de ingresos se acaba de materializar, por lo que uno de los elementos a discutir se refiere a qué hacer con estos 1.200 millones de dólares adicionales en forma permanente. Entonces, podría ser una perfecta y medianamente audaz conclusión la lógica eliminación del impuesto de timbres y estampillas. 


El diputado Lorenzini tiene razón en muchas cosas, pero no cuando ha loado por audaz al ministro de Hacienda, ya que no hay audacia en lo planteado. Por el contrario, hay timidez, porque perfectamente bien el impuesto se podría haber suprimido. 


Ahora bien, diputados de la Concertación han presentado una indicación para eliminarlo, pero es una materia que va a tener que resolver internamente ese conglomerado, porque éste es su Gobierno. El ministro ha planteado en la Comisión y en la Sala que dicha indicación es inconstitucional, porque afecta la iniciativa exclusiva del Presidente de la República para proponer las tasas de los impuestos y, desde un punto de vista estrictamente formal, tiene razón. 


Al respecto, somos responsables, puesto que creemos que la administración financiera del Estado está radicada en el Ejecutivo a través del Ministerio de Hacienda, por lo que por responsabilidad no podemos prestarnos para maniobras que horaden la constitucionalidad de una norma. 


Por eso, le pido a este cuarto Gobierno de la Concertación que se ponga de acuerdo con sus diputados en la línea de lo que quiere plantear cuando defina sus políticas y no le pida al resto del país que por acto de birlibirloque o de magia empiece a analizar la mente de los colegisladores en relación con un proyecto de ley. 


Para finalizar, todos los diputados de la Alianza hemos dicho lo mismo: vamos a aprobar la iniciativa, porque es responsable y va en la línea correcta, no porque sea buena. 


Le decimos al país y a estos jóvenes que nos acompañan en la tribuna, que con su ejemplo de entrega, al margen de las banderías políticas, nos están señalando el camino para terminar con la pobreza en Chile, para crear condiciones de emprendimiento, para construir un país donde la gente tenga paz justicia, alegría, armonía.


Nos están dando un ejemplo de cómo legislar con seriedad y con argumentos técnicos, pero con objetivos claros de ir avanzando a mejores indicadores sociales.


Vamos a apoyar el proyecto, pero con un gusto amargo en la boca, porque se podría haber hecho mucho más por la pequeña y mediana empresa, por los emprendedores de Chile, especialmente por los más jóvenes.


En consecuencia, porque somos responsables, daremos nuestro apoyo al proyecto.


He dicho.


-Aplausos.


El señor LEAL (Presidente).- Pido el asentimiento de la Sala para prorrogar el Orden del Día en una hora.


¿Habría acuerdo?


El señor URRUTIA.- No.


El señor LEAL (Presidente).- No hay acuerdo.



La otra posibilidad es que las señoras diputadas y los señores diputados inserten su intervenciones.


Tiene la palabra el diputado señor García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, los diputados que aún no hemos intervenido lo podríamos hacer en tres o cuatro minutos. Hubo diputados que hablaron prácticamente 18 minutos. Es más, repitieron lo mismo del informe, y aquí se trata de dar a conocer opiniones diversas de éste.


El señor LEAL (Presidente).- Pido el asentimiento de la Sala para conceder tres minutos a cada señor diputado y extender el tiempo del Orden del Día en lo que corresponda.


¿Habría acuerdo?


Acordado.


Tiene la palabra la diputada señora Allende.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señor Presidente, quisiera saber si la extensión del Orden del Día sólo va a ser para que intervengan aquellos diputados que estaban inscritos con anterioridad respecto de este proyecto, o si vamos a tener la oportunidad de tratar la iniciativa que aparece en el punto Nº 3 de la Tabla, que considero muy importante.

El señor LEAL (Presidente).- Señora diputada, en ese caso, habría que prorrogar en 20 minutos el Orden del Día.


¿Habría acuerdo para prorrogar en 20 minutos el Orden del Día?


El señor URRUTIA.- No.


El señor LEAL (Presidente).- No hay acuerdo.


Tiene la palabra el diputado señor Patricio Hales.


El señor HALES.- Señor Presidente, quiero acoger la propuesta que ha hecho la Mesa, en orden a insertar el discurso completo de los colegas que no alcancen a intervenir y, a la vez, limitar el tiempo de las intervenciones a tres minutos.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor González.


El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, considero muy importante que se prorrogue el tiempo del Orden del Día para ver el proyecto que aparece en el Nº 3 de la Tabla.


El señor LEAL (Presidente).- Señor diputado, no hay acuerdo para proceder de esa forma.


Tiene la palabra la diputada señora Adriana Muñoz.


La señora MUÑOZ (doña Adriana).- Señor Presidente, podría pedir nuevamente la unanimidad para prorrogar el Orden del Día, pues en las tribunas hay personas que vinieron justamente por ese proyecto.


-Manifestaciones en las tribunas.


El señor LEAL (Presidente).- ¿Habría acuerdo para prorrogar en 20 minutos el Orden del Día, a fin de tratar el último proyecto que aparece en la Tabla?


El señor URRUTIA.- No.


El señor LEAL (Presidente).- No hay acuerdo.


Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.


El señor ROBLES.- Lamento que la Oposición no nos haya dado la posibilidad de discutir ese proyecto, que es muy importante para la ciudadanía. Quiero saber si la Oposición está dispuesta a suspender el tratamiento de los proyectos de acuerdo a fin de analizar el proyecto en cuestión.


El señor LEAL (Presidente).- Señor diputado, debe dirigirse a la Mesa. Está perdiendo el tiempo de su intervención.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, estamos analizando un proyecto muy importante. La primera consideración importante que cabe señalar es que esta iniciativa busca disminuir los costos para la clase media, que es la que principalmente pide a la banca créditos de corto y largo plazo.


Comparto la opinión del diputado Lorenzini, en el sentido de que los impuestos que gravan a la pequeña y mediana empresas deben ser lo más razonables posible, a fin de que éstas puedan disminuir los gastos en que incurren. No obstante, ello no debe afectar los ingresos que el Estado debe percibir para desarrollar sus proyectos.


En las tribunas hay un grupo muy importante de jóvenes solidarios que nos recuerdan que en el país existe una cantidad muy importante de campamentos que deben ser erradicados.


(Aplausos)


El apoyo de esos jóvenes es muy importante para el logro de ese objetivo. Pero también es importante que el Estado cuente con los recursos financieros que permitan implementar las políticas que la Presidenta Michelle Bachelet está impulsando en materia de vivienda, las cuales favorecerán a las familias que hoy viven en campamentos. En la región de Atacama existen diecinueve campamentos; 1.500 familias desean ver mejoradas sus condiciones de vida. Para ello el Gobierno requiere de los impuestos. Ésa es la forma en que un Estado percibe recursos para desarrollar la acción social. En ese sentido, me parece muy criterioso lo planteado por el señor ministro, en el sentido de que los impuestos deben rebajarse en forma gradual, con el objeto de que no se afecten los programas sociales que la Presidenta de la República ha elaborado.


Quiero hacer una salvedad. Si la Derecha nos diera la posibilidad de aumentar en un punto el porcentaje de impuestos a las empresas, que efectivamente tienen recursos y que están obteniendo muchas utilidades a través de la minería y de los servicios -recursos que finalmente van fuera de Chile-, bastaría para solucionar este tipo de problemas que afectan a la pequeña y mediana empresas.


He dicho.


-Aplausos.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado señor Alejandro García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, por su intermedio, quiero manifestar al diputado Robles que si los parlamentarios de la Concertación quieren subir los impuestos, tienen la mayoría en esta Cámara y en el Senado. Por lo tanto, no es un tema de la Oposición, sino una situación interna que debe resolver la Concertación. Por ello, le sugiero al diputado Robles que analice ese tema con su propio Gobierno.


Quiero manifestar mi extrañeza por este proyecto, porque la Presidenta de la República -en esto le pido atención al ministro-, durante su campaña presidencial, asumió un compromiso con la agricultura familiar campesina y con los campesinos de la región de La Araucanía. En este documento que tengo en mi poder, manifiesta que debe existir un apoyo sustantivo al crédito agrícola en la banca comercial, eliminando el impuesto de timbres y estampillas y la tasa máxima convencional. Por su intermedio, señor Presidente, le digo al ministro que ese compromiso está firmado por la Presidenta de la República durante su campaña presidencial. En consecuencia, la pregunta que todos nos hacemos, cuando hay un compromiso de la Presidenta de la República de eliminar el impuesto de timbres y estampillas, qué razón hay para que hoy su Gobierno esté rebajando esa tasa en forma tímida y sólo la esté eliminando para la reprogramaciones, lo que considero muy importante.


Me preocupa esto, porque veo una descoordinación. Me gustaría que el señor ministro me explicara si este acuerdo que firmó la Presidenta de la República con el mundo del campesinado y la agricultura fue sólo una promesa de campaña que no se ve cristalizada en el proyecto, en el cual debiera estar implícita la derogación del impuesto de timbres y estampillas. Quisiera saber si ese tema lo debatió con la Presidenta Bachelet y si se va a cumplir el compromiso que ella firmó.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Rosauro Martínez.


El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, no cabe duda que la disminución de este impuesto va a ser un aporte para el crecimiento del país, pero lo que realmente está esperando la pequeña y mediana empresas y la agricultura es su eliminación. Esta Cámara aprobó un proyecto de acuerdo que iba en esa dirección. En verdad, dado los mayores ingresos que tiene el fisco, si bien estas medidas implican dejar de percibir recursos por la vía impositiva, sus efectos son menores frente al impacto que tendrían para devolver la competitividad al sector productivo y permitir su desarrollo.


Necesitamos que, de una vez por todas, el Estado, representado por la Presidenta de la República y en esta Sala por su ministro de Hacienda,...


-Manifestaciones en las tribunas.


El señor LEAL (Presidente).- Advierto a las personas que se encuentran en las tribunas que está prohibido manifestarse. Éste es un proyecto muy importante para los pequeños empresarios, para la gente que da trabajo.


Puede continuar, su señoría.


El señor MARTÍNEZ.- ...deje de comportarse como el gigante egoísta que aspira a sacar más plata de los bolsillos de los chilenos. No obstante, debiera tener saciada su glotonería con la fortuna que le deja el cobre, que también pertenece a todos los chilenos. ¿Cuál es el afán de seguir afectando el frágil equilibrio de los presupuestos familiares?


Mi voto para este proyecto va a ser favorable, pero siento que no representa lo que realmente esperan los pequeños empresarios, los agricultores y todos los sectores de nuestra sociedad.


He dicho.


-Manifestaciones en las tribunas.


El señor LEAL (Presidente).- Advierto a las personas que se encuentran en las tribunas que está prohibido manifestarse.


Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo Álvarez.


El señor ÁLVAREZ.- Señor Presidente, tal vez habría sido bueno que las personas presentes en las tribunas y los jóvenes que estuvieron presentes hace un momento hubieran escuchado con más detalle este debate, porque en muchas ocasiones se han enfrentado a las contradicciones de buena parte de la Concertación.


Al menos, nosotros hemos tenido una postura absolutamente clara: votamos en contra las últimas catorce alzas de impuestos, así como también el alza de este impuesto vigente en 1998, porque sabíamos que impactaba, entre otros, a las pymes, a las viviendas y a la agricultura.


Eso también lo sabe la Presidenta Bachelet, porque se comprometió directamente con los agricultores a eliminar el impuesto de timbres y estampillas. Lamentablemente, no lo hace con este proyecto de ley, pues sólo se retrotrae a lo que teníamos en 1998. Ni siquiera es algo menor a eso, sino que exactamente lo mismo que estaba vigente ese año y que se aplicó hasta el 2002, que fue cuando recién empezó a subir.


En verdad, nos enfrentamos a las contradicciones de la Concertación, como la del diputado Robles. Si tienen mayoría y quieren subir uno, cinco ó diez puntos a las empresas, bueno, que presenten el proyecto y vótenlo. Nosotros tenemos una postura clara, que es contradictoria a ello y de seriedad económica en estas materias. 


Evidentemente -hay que reconocerlo y felicitar al ministro de Hacienda-, éste es un buen proyecto, porque incluso relaciona no pocas materias crediticias o hipotecarias que van a ser un alivio fiscal con ese necesario alivio tributario que requiere nuestra clase media y nuestros sectores populares, y que consiste en no subirles el IVA o en reconocerles el derecho a descontar de sus impuestos lo que pagan en educación de sus hijos, en vivienda y en salud. 


En esa línea, es un buen proyecto; pero, lamentablemente -en eso coincido plenamente con el diputado Cardemil-, su audacia radica en que vuelve a lo que había en 1998; es decir, el futuro no está hacia delante, sino hacia atrás.


Por eso, anuncio que votaremos favorablemente el proyecto, pero no podemos estar absolutamente satisfechos con él, porque siempre hemos planteado -no ahora y no para la galería- la eliminación total del impuesto de timbres y estampillas, porque nos parece absolutamente inconducente en la realidad actual.


El diputado Lorenzini presentó una indicación y nos llamó a apoyarla y a ejercer nuestro rol de Oposición. Como tal, siempre hemos ejercido nuestro rol y siempre desde la perspectiva de la seriedad. La indicación presentada es inconstitucional, al menos, por dos razones: primero, porque vulnera atribuciones exclusivas del Presidente de la República, establecidas en el artículo 65 de la Constitución Política y, segundo, porque, sin duda alguna, irroga mayor gasto fiscal, pues una cosa es que se compense en el tiempo, según la forma en que lo ha planteado el ministro de Hacienda y, otra, que se haga de inmediato, como propone el diputado Lorenzini.


Pero la Alianza por Chile: Renovación Nacional y la UDI, está cansada de estas inconsecuencias. Ocurrió con el royalty, con el Banco Central, hace una semana, y ahora, con este proyecto. Por eso, si el Presidente declara inadmisible la indicación -como espero que lo haga- y los diputados de la Concertación abren un debate sobre la materia, la Alianza por Chile no participará en él. Ustedes, con sus votos, tendrán que demostrar seriedad y que indicaciones presentadas por diputados de sus propias filas son inconstitucionales y, por lo tanto, deben ser rechazadas. 


La Alianza por Chile, sabiendo que dicha indicación es inconstitucional, quiere ver un gesto de seriedad por parte de la Concertación.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado señor Juan Carlos Latorre. 


El señor LATORRE.- Señor Presidente, felizmente tenemos a la UDI en el Congreso Nacional, pues nos permite recibir oportunamente una señal de racionalidad sobre cada una de las iniciativas del Ejecutivo. 


Me parece que, más que insistir en ese tipo de posturas, ellos deberían manifestar que ésta es una iniciativa que además se da en un contexto. Creo que podemos pedirle más al Ejecutivo, en cuanto a iniciativas que permitan fortalecer a los sectores medios y, particularmente, a las pequeñas y medianas empresas. Pero es necesario destacar que el Ejecutivo, a través de quince medidas que se agrupan en torno al denominado Plan Chile Compite, está generando un cuadro de iniciativas que tenemos que acoger y -creo- aprobar en forma unánime.


Con estas medidas, en particular con la que aprobaremos hoy, estamos contribuyendo a mejorar la capacidad de emprendimiento y a resolver las situaciones de competitividad que hoy afectan a diversos sectores de nuestra economía, especialmente a las pequeñas y medianas empresas, a los profesionales y a los sectores de ingresos medios.


En todo caso, creo que el Ejecutivo debería complementar estas medidas con otras que se han propuesto. De hecho, en el Congreso Nacional han surgido buenas iniciativas, que hoy deberíamos dar a conocer al ministro de Hacienda. Si bien no quiero referirme a ninguna en particular, por lo menos, puedo decirle que parlamentarios de todos los partidos, en particular de la Democracia Cristiana, tenemos interés en que haya un diálogo con dicho ministerio para determinar, con el impulso de los ministerios de Hacienda y de Economía, qué medidas podrían fortalecer a la pequeña y mediana empresa, porque creemos que es un sector que requiere una urgente preocupación de todos los chilenos.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Samuel Venegas.


El señor VENEGAS (don Samuel).- Señor Presidente, ante todo, anuncio mi voto favorable.


Junto con otras medidas administrativas, durante este período presidencial, el manejo económico se está llevando a cabo en forma responsable y con mayor sensibilidad social. Me refiero a ello porque soy un conocedor del problema, debido a que durante toda mi vida he sido un actor de las pymes. Hoy, puedo ver cómo la disposición, la comprensión y el conocimiento están puestos para apoyar realmente el desarrollo del libre emprendedor, que está considerado en las políticas generales de nuestra economía.


Por eso, se debe poner la mayor fuerza en apoyar a los más débiles, y eso ha quedado demostrado con las medidas administrativas que el Ejecutivo ya ha puesto en práctica: el incremento de los recursos del Fondo de Garantía para el Pequeño Empresario, Fogape, y los fondos para que el Banco del Estado otorgue más créditos, a los cuales recurren con mayor frecuencia los microemprendedores que están iniciando una actividad empresarial, y que pueden hacerlo gracias a que hay un Gobierno que les abre las puertas para ello.


También debo reconocer la importancia que ha tenido la medida administrativa en virtud de la cual se pueden renegociar las deudas tributarias y solicitar su rebaja, que puede llegar al 80 por ciento. Esta medida ha sido muy oportuna y muy bien recibida por el sector, pues la rebaja o exención del pago inicial acordado en las renegociaciones viene a dar una solución a las aspiraciones del sector de la pequeña y mediana empresa. La rebaja progresiva del impuesto de timbres y estampillas será una de las soluciones dentro de la gran gama de productos que beneficiarán al sector mencionado.


Por eso, todos los radicales, con la responsabilidad que nos ha caracterizado siempre y que debe ser igual o superior a la de los demás colegas, votaremos favorablemente el proyecto.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Eduardo Saffirio.


El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, voy a recoger algunos temas que han surgido en el debate.


Quiero partir diciendo que el proyecto me parece absolutamente razonable, prudente y consistente con los distintos objetivos que tiene que cumplir la política económica.


En particular, me parece que se ha llegado a una fórmula correcta al buscar una rebaja del impuesto que no afecte, por la vía de la gradualidad, las arcas fiscales. Esto es una demostración de que algunos planteamientos que hemos hecho, junto con el diputado Patricio Vallespín, vinculados al impuesto a los combustibles, podrían seguir perfectamente el mismo curso que el impuesto de timbres y estampillas, respecto del cual se congela su recaudación en torno al 0,66 por ciento del PIB.


Hemos escuchado una serie de planteamientos vinculados al término de este impuesto, pero, simultáneamente, se levanta la bandera de una serie de necesidades sociales que requieren atención urgente. Sin embargo, no se dice cómo se compensan. Creo que ahí radica la gran diferencia entre las dos coaliciones, la Derecha y la Concertación, para realizar un debate político e ideológico que vaya al punto central de las discrepancias que los chilenos, a veces, no perciben.


La Derecha quiere aprovechar la actual bonanza económica para achicar el Estado y bajar algunos impuestos. Nosotros creemos que el porcentaje de la recaudación fiscal sobre el PIB es absolutamente razonable, y lo que queremos es que haya mayor gasto social para enfrentar más rápidamente esas necesidades. No queremos que los recursos se vayan hacia los privados por la vía de la liberación de impuestos, sino que por la vía del gasto social, porque eso garantiza el efecto redistributivo, que beneficia a los pobres y a los sectores medios. Ése es el debate.


Si la Derecha quiere avanzar más rápido en la eliminación de este impuesto, que diga cómo se puede compensar con otra fuente de recaudación, porque en la Sala hemos visto lienzos que dicen: “Terminemos con los campamentos el 2010”. El problema es que 
-hay que decirlo- si desfinanciamos al Estado, no vamos a terminar con los campamentos ese año, no vamos a incluir más enfermedades en el Plan Auge, no vamos a solucionar los problemas de agua potable rural ni vamos a poder avanzar con rapidez en fijar una pensión básica universal, que no puede esperar hasta el 2020 ó el 2025, porque fuimos elegidos para buscar soluciones viables a los problemas de la gente y no para hacer futurología. Éste es un Parlamento y representamos a una coalición de Gobierno, no es el Club de Roma, para dar soluciones en 20 ó 30 años más, por muy respetable que pueda ser en la esfera académica. Ése es el debate de fondo.


Termino señalando que, en las últimas semanas, se ha levantado el tema del populismo. La verdad es que si queremos discutirlo en serio, veamos qué es lo que engendra: un radicalismo fiscal y la ruptura de las líneas representativas. La Concertación representa a los pobres y a la clase media y para que haya gasto social responsable debe haber financiamiento.


Por eso, anuncio mi voto favorable.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Por último, tiene la palabra el diputado señor Patricio Vallespín.


El señor VALLESPÍN.- Señor Presidente, apoyar este proyecto significa facilitar el emprendimiento de quienes inician nuevas actividades y el acceso al crédito de la clase media. Por tanto, está muy bien orientado.


Pero, además, hay que señalar que cuando se analiza el tema del impuesto y de las tasas hay que tener presente dos criterios fundamentales: la pertinencia y la suficiencia. La pertinencia de actuar en aquellos ámbitos donde es positivo hacerlo en materia de tributación. La suficiencia tiene que ver con la cantidad necesaria para asegurar las garantías que un Gobierno quiere entregar a cada uno de los chilenos. Sin embargo, acá uno ve que no siempre hay consecuencia. Pero, nosotros hemos sido consecuentes.


¿Por qué el proyecto nos parece pertinente? Porque hay una gradualidad que permite compensar los recursos que el Estado va a tener para cumplir esas garantías, y lo que no aceptamos, o nos parece incongruente, es que se pida que, tal como se pretende hacer con este impuesto, y fundándose en los excedentes que ha generado el mayor precio del cobre, se rebajen otros impuestos. Eso nos parece irresponsable.


El mayor precio del cobre permitirá al fisco contar con mayores recursos durante cinco o diez años más, pero, como Democracia Cristiana, hemos señalado que esperamos que esos excedentes se utilicen con una visión estratégica, en ningún caso para terminar o rebajar impuestos, porque eso significaría disminuir la capacidad financiera del Estado para cumplir con sus deberes y compromisos.


Los jóvenes y los vecinos que se encontraban en las tribunas nos solicitaron que terminemos con los campamentos y que condonemos sus deudas, respectivamente. Para conceder beneficios como esos, el fisco necesita recaudar recursos, así que les pido a los colegas que seamos coherentes.


Apoyamos esta iniciativa, precisamente, porque nos permite ser coherentes con lo que queremos alcanzar. Si realmente pretendemos debatir acerca de qué beneficios queremos asegurar a todos los chilenos, entonces es necesario que revisemos la estructura tributaria en su conjunto, para rebajar impuestos donde responsablemente es posible hacerlo y aumentarlos, es obvio, en aquellos ámbitos donde se pueda, que, en mi opinión, es en el de los impuestos a las empresas.


Ésa es la mirada responsable que planteamos; la coherencia que queremos mantener!


Por eso, nos parece importante apoyar esta iniciativa.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Cerrado el debate.


-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor LEAL (Presidente).- Corresponde votar, en general, el proyecto que introduce modificaciones al decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre impuestos de timbres y estampillas.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 96 votos; por la negativa, 0 votos. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Álvarez Zenteno Rodrigo; Araya Guerrero Pedro; Arenas Hödar Gonzalo; Ascencio Mansilla Gabriel; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; Cardemil Herrera Alberto; Correa De La Cerda Sergio; Cristi Marfil María Angélica; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Díaz Del Río Eduardo; Díaz Díaz Marcelo; Dittborn Cordua Julio; Duarte Leiva Gonzalo; Egaña Respaldiza Andrés; Eluchans Urenda Edmundo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Alvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Estay Peñaloza Enrique; Farías Ponce Ramón; Forni Lobos Marcelo; Fuentealba Vildósola Renán; Galilea Carrillo Pablo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Godoy Ibáñez Joaquín; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Hales Dib Patricio; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; León Ramírez Roberto; Lobos Krause Juan; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monckeberg Bruner Cristián; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Mulet Martínez Jaime; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ojeda Uribe Sergio; Olivares Zepeda Carlos; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paya Mira Darío; Pérez Arriagada José; Recondo Lavanderos Carlos; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Tuma Zedan Eugenio; Ulloa Aguillón Jorge; Uriarte Herrera Gonzalo; Urrutia Bonilla Ignacio; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Vargas Lyng Alfonso; Venegas Cárdenas Mario; Venegas Rubio Samuel; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.


-Se abstuvo el diputado señor Álvarez-Salamanca Büchi Pedro.

El señor LEAL (Presidente).- Los diputados Lorenzini, Tuma, Sepúlveda, doña Alejandra; Araya, Olivares y Venegas, don Mario, han presentado dos indicaciones.


En virtud de lo dispuesto en el artículo 25 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, he resuelto declarar inadmisible la indicación de los diputados mencionados, que tiene por objeto sustituir en el número 1) del artículo único del proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 3.475, sobre impuestos de timbres y estampillas, el guarismo “2009” por “2007”, en atención a que dicha modificación, aun cuando no implique disminución de la recaudación fiscal, como lo ha hecho presente el propio diputado Lorenzini en su intervención, vulnera la facultad exclusiva que en materia de iniciativa legal tiene la Presidenta de la República para “Imponer, suprimir, reducir o condonar tributos de cualquier clase o naturaleza, establecer exenciones o modificar las existentes, y determinar su forma, proporcionalidad o progresión;”, conforme lo dispone el número 1º del artículo 65 de la Constitución Política de Chile. 


Tiene la palabra el diputado señor Lorenzini. 


El señor LORENZINI.- Señor Presidente, pido que someta a votación la inadmisibilidad.


El señor LEAL (Presidente).- Señores diputados, quienes votan por la afirmativa apoyan la inadmisibilidad; quienes votan por la negativa apoyan la indicación. 


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 46 votos; por la negativa, 10 votos. No hubo abstenciones. 


El señor LEAL (Presidente).- Se declara inadmisible la indicación. 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aguiló Melo Sergio; Alinco Bustos René; Allende Bussi Isabel; Burgos Varela Jorge; Bustos Ramírez Juan; De Urresti Longton Alfonso; Duarte Leiva Gonzalo; Encina Moriamez Francisco; Enríquez-Ominami Gumucio Marco; Escobar Rufatt Alvaro; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Girardi Briere Guido; Hales Dib Patricio; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Latorre Carmona Juan Carlos; Leal Labrín Antonio; León Ramírez Roberto; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Mulet Martínez Jaime; Muñoz D’Albora Adriana; Núñez Lozano Marco Antonio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Robles Pantoja Alberto; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Suárez Eduardo; Soto González Laura; Sule Fernández Alejandro; Súnico Galdames Raúl; Tarud Daccarett Jorge; Urrutia Bonilla Ignacio; Valenzuela Van Treek Esteban; Vallespín López Patricio; Venegas Rubio Samuel; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:


Araya Guerrero Pedro; Ascencio Mansilla Gabriel; Díaz Del Río Eduardo; Fuentealba Vildósola Renán; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Lorenzini Basso Pablo; Olivares Zepeda Carlos; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Venegas Cárdenas Mario.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, punto de Reglamento. 


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.


El señor ROBLES.- Señor Presidente, pido que aquellos diputados que no votaron queden ausentes de la sesión, como quedó estipulado la otra vez. 


El señor BOBADILLA.- Señor Presidente, también punto de Reglamento.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.


El señor BOBADILLA.- Señor Presidente, quiero su pronunciamiento respecto de si voy a quedar presente o ausente en la sesión. 


El señor LEAL (Presidente).- Señor diputado, lo veo bastante presente. 


Aprobado en general y en particular. 


Despachado el proyecto.

VII. PROYECTOS DE ACUERDO

OBLIGACIÓN DE MUNICIPALIDADES DE VELAR POR ASEO EN LUGARES DE FUNCIONAMIENTO DE FERIAS LIBRES. 


El señor LEAL (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al primer proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo N° 134, de los señores Sepúlveda, don Roberto, Chahuán; señora Rubilar, doña Karla; Sepúlveda, doña Alejandra; Silber, Mulet, Melero, Lobos, Meza y Girardi.


“Considerando:


Que, entre las instituciones más antiguas y tradicionales del país se encuentran las ferias libres o de ‘chacareros’, las que, en la mayor parte de las comunas, han logrado mantener en el transcurso de la historia un relevante nivel de impacto en el desarrollo del comercio y como elemento de identidad cultural de las ciudades y los lugares que las albergan;



Que, sin perjuicio de lo anterior, dicho sector de la economía actualmente no tiene un marco legal establecido, pese a que desde diciembre de 2003 se encuentra pendiente en el Congreso Nacional un proyecto de ley sobre esta materia, que, entre otras cosas, revela la magnitud de estas organizaciones. En efecto, en sus fundamentos se señala que sólo en la Región Metropolitana, de Santiago, hay alrededor de unas cuarenta mil patentes de ferias libres, las que, sumadas a las entregadas en el país, alcanzan el total de ochenta mil, lo que las transforma en una importante fuente laboral. Una parte fundamental del abastecimiento de productos hortofrutícolas y del mar se hace en la feria libre, constituyéndose en el principal centro de abastecimiento de los sectores más modestos;


Que, en la actualidad, la actividad de las ferias libres está sujeta a las reglas generales del comercio y a las que, en específico, pueda establecer cada municipalidad mediante las respectivas ordenanzas. De esta forma, existe una serie de materias que no necesariamente están reguladas en cada una de las trescientas cuarenta y cinco comunas, tales como, por ejemplo, aquéllas que dicen relación a los posibles efectos negativos de la instalación de una feria libre en un determinado barrio o población;


Que, en este sentido, de acuerdo con las reglamentaciones propias de cada municipio, toda persona que quiera ejercer la actividad de comercio en una feria libre requiere obtener y pagar un permiso previo de la municipalidad y cumplir con los requisitos, las obligaciones y las condiciones establecidas para tal actividad. En la gran mayoría de los casos, entre aquellas obligaciones se encuentran las relativas a la instalación de los puestos de los feriantes, el horario de funcionamiento y las condiciones que deben cumplir respecto del aseo del lugar;


Que, sin embargo, es posible advertir con ello que es la municipalidad la que directamente se ve compensada de las externalidades negativas que provoca la instalación de una feria libre, y no así de modo expreso los vecinos que, si bien por lo general están de acuerdo con el funcionamiento de ellas, deben soportar los costos manifiestos de dicha instalación en las inmediaciones de sus viviendas;

Que es así como, pese a que se regule el hecho de que cada uno de los puestos de una feria debe asegurar el aseo y la limpieza del lugar que ha utilizado, siempre existe una cantidad de residuos que permanecen dispersos en el mismo lugar o en sus proximidades, o simplemente no se cumple con la obligación de aseo que les cabe a los feriantes, quedando los vecinos en la poco grata situación de tener que asumir la tarea de limpiar, por cuanto, si bien no les es imperativo hacerlo desde el punto de vista legal, en la práctica se trata de un tema sanitario y de higiene, de la salud de sus familias;


Que, con ello, los vecinos de las ferias libres asumen un costo adicional respecto de los otros de la comuna, por cuanto, además de tener que pagar la tarifa anual por el servicio domiciliario de aseo que dispone la ley -artículo 7° del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales-, deben hacerse cargo de la limpieza y el aseo de los últimos residuos que deja la instalación de una feria, además de ver dificultado el acceso o la salida de sus viviendas, y


Que, en atención a todo esto, cabe establecer, por una parte, la obligación expresa de las municipalidades de velar por el aseo de los espacios autorizados para el funcionamiento de una feria libre, y, en segundo término, al objeto de aminorar la carga de los vecinos que viven en las cercanías de un lugar donde habitualmente funciona una feria libre en relación con el aseo y limpieza del lugar, incorporar en la ley de Rentas Municipales una exención en el pago de la tarifa de aseo respecto de cada vivienda o unidad habitacional ubicada en la misma calle o en la calle que enfrente el lugar -en toda su extensión- en que se encuentre autorizado su funcionamiento. 


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que envíe al Congreso Nacional un proyecto de ley que, en orden a regular los aspectos mencionados precedentemente, contenga las siguientes disposiciones:


Artículo 1°. Agrégase al artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.740, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, el siguiente literal b) nuevo, pasando a ser los actuales literales b) y c) a ser c) y d), respectivamente:


‘b) El aseo de las calles, sitios e inmediaciones de los espacios en que haya sido autorizado el funcionamiento habitual de una feria libre.’.


Artículo 2°. Agrégase al inciso cuarto del artículo 7° del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración nueva:


‘La misma exención regirá en relación con las viviendas o unidades habitacionales a las que se les otorga el servicio, cuando éstas se encuentren ubicadas en la misma calle, o en la calle de enfrente del sitio o calle en que se haya autorizado el funcionamiento habitual de una feria libre’.”


El señor LEAL (Presidente).- Para hablar en favor del proyecto, tiene la palabra el diputado señor Roberto Sepúlveda.


El señor SEPÚLVEDA.- Señor Presidente, la semana pasado aprobamos en forma unánime un proyecto de acuerdo para pedir a la señora Presidente de la República que dicte un decreto supremo para establecer como día del comerciante de ferias libres el último lunes del mes de octubre de cada año.


Lo que pretendemos mediante este proyecto de acuerdo es pedir que se establezca la obligación de la unidad de aseo de las municipalidades de velar por el aseo de las calles, sitios y espacios en que hayan funcionado las ferias libres.


De igual modo, consideramos justo y equitativo modificar el artículo 7° del decreto ley N° 3.083, en su inciso tercero, y no en el cuarto como erróneamente se transcribió en la parte petitoria del proyecto de acuerdo, de manera que las viviendas o unidades habitacionales ubicadas en la misma calle, o en la de enfrente del sitio o calle en que se haya autorizado el funcionamiento de una feria libre, queden exentas del pago del servicio de aseo que cada municipio hace efectivo.


Creemos que esta modificación resulta plenamente justa y equitativa, ya que permitiría, por una parte, que las municipalidades velen por el aseo de los espacios en que se autoriza el funcionamiento de ferias libres y, por la otra, eximiría a los vecinos de las ferias de pagar el servicio de extracción domiciliario.


Por esta razón, pido a los estimados colegas que den su aprobación a este proyecto de acuerdo, en el que se pide a la Presidenta de la República que envíe al Congreso los mensajes legislativos pertinentes para modificar tanto la ley orgánica constitucional de Municipalidades como la ley de rentas municipales en la forma indicada, con el fin de introducir las modificaciones requeridas.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra. 


En votación.


-Efectuada la votación en forma económica por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 40 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Presidente).- Aprobado.


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:


Accorsi Opazo Enrique; Aedo Ormeño René; Arenas Hödar Gonzalo; Bobadilla Muñoz Sergio; Correa De La Cerda Sergio; Chahuán Chahuán Francisco; De Urresti Longton Alfonso; Duarte Leiva Gonzalo; Estay Peñaloza Enrique; Galilea Carrillo Pablo; García-Huidobro Sanfuentes Alejandro; Girardi Briere Guido; Goic Boroevic Carolina; Hernández Hernández Javier; Herrera Silva Amelia; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jaramillo Becker Enrique; Leal Labrín Antonio; Lobos Krause Juan; Martínez Labbé Rosauro; Masferrer Pellizzari Juan; Melero Abaroa Patricio; Monckeberg Bruner Cristián; Ortiz Novoa José Miguel; Paya Mira Darío; Recondo Lavanderos Carlos; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Salaberry Soto Felipe; Sepúlveda Hermosilla Roberto; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Uriarte Herrera Gonzalo; Valcarce Becerra Ximena; Valenzuela Van Treek Esteban; Vargas Lyng Alfonso; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Patricio; Ward Edwards Felipe.


-Se abstuvo el diputado señor Forni Lobos Marcelo.
INCOMPATIBILIDAD ENTRE CARGOS DE CONSEJERO REGIONAL Y FUNCIONARIO PÚBLICO. 


El señor LEAL (Presidente).- El señor Prosecretario dará lectura al siguiente proyecto de acuerdo.


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Número 135, de los señores Sepúlveda, Lobos, Rojas, Galilea, Delmastro, Palma, Chahuán, Girardi, Alinco y Monckeber, don Cristián.



“Considerando:


Que la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en su artículo 13, del Título Segundo, establece que la administración superior de cada región del país estará radicada en un gobierno regional, que tendrá por objeto el desarrollo social, cultural y económico de la región y gozará de personalidad jurídica de derecho público, con patrimonio propio, investido de las atribuciones que la ley le confiere;


Que su artículo 22 determina que el gobierno regional estará constituido por el Intendente y el Consejo Regional, y su artículo 23 dispone que el Intendente será el órgano ejecutivo del gobierno regional y lo presidirá;


Que el artículo 28 del mencionado texto normativo prescribe que el Consejo Regional tendrá por finalidad hacer efectiva la participación de la comunidad regional y estará investido de facultades normativas, resolutivas y fiscalizadoras, estatuyendo tanto la forma en que dicho consejo se integra como la de la elección de sus integrantes por los concejales de la respectiva región;


Que el artículo 32 de esta ley dispone que no podrán ser consejeros regionales los Senadores y los Diputados; los ministros de Estado, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo; los funcionarios de la Contraloría General de la República, los integrantes del Consejo del Banco Central, del Poder Judicial; los funcionarios que ejerzan el Ministerio Público, los integrantes del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales, y los miembros de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones de Chile;


Que, a su vez, el artículo 33 de la misma ley dispone que el cargo de Consejero Regional es incompatible con el de Concejal y con los de integrante de los consejos económicos y sociales provinciales, en las funciones públicas señaladas en el artículo 32; con los de los secretarios ministeriales y los de los directores de servicios regionales y todo otro empleo, función o comisión en el mismo gobierno regional o cargo en las plantas directivas de las municipalidades;


Que, no obstante estas prohibiciones e incompatibilidades, bien puede darse que un funcionario público no contemplado en las disposiciones antes citadas -que se encuentre comprendido en las categorías a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 18.834, que contiene el Estatuto Administrativo que rige al personal de los ministerios, las intendencias, las gobernaciones y los servicios públicos centralizados y descentralizados, creados para el cumplimiento de la función administrativa- pueda acceder al cargo de Consejero Regional, al no existir prohibición expresa que lo impida;


Que, al darse una situación de esta naturaleza y dadas las funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras que el artículo 28 de la ley N° 19.175 otorga a los consejeros regionales, resulta obvio que, en tal caso, se produce, además de un conflicto de intereses, una clara contravención al principio de probidad administrativa, de acuerdo con lo previsto en el artículo 64, N° 6, de la ley N° 18.575, sobre Bases de la Administración del Estado, por cuanto se estaría participando en decisiones que le resta imparcialidad, ya que las atribuciones de que haga uso podrían tener relación directa con el servicio público al que pertenezca;


Que, para subsanar esta situación anómala, se hace necesario modificar los artículos 32 y 33 de la ley N° 19.175, a fin de establecer la prohibición para los funcionarios públicos, regidos por la ley N° 18.834, de tener, simultáneamente con dicho cargo, la calidad de Consejero Regional, incorporando, asimismo, la incompatibilidad de ese cargo con el de funcionario público que se rija por el Estatuto Administrativo ya señalado, y


Que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 65, N° 2, de la Constitución Política de la República, corresponde la iniciativa legal en esta materia a S.E. la Presidenta de la República.


La Cámara de Diputados acuerda:


Solicitar a S.E. la Presidenta de la República que envíe al Congreso Nacional un proyecto de ley que modifique los artículos 32 y 33, de la ley N° 19.175, a fin de establecer la prohibición para los funcionarios públicos regidos por la ley N° 18.834, sobre el Estatuto Administrativo, de tener, simultáneamente con dicho cargo, la calidad de Consejero Regional, incorporando, asimismo, la incompatibilidad del cargo de Consejero Regional con el de funcionario público sometido a las normas del citado Estatuto Administrativo.”


El señor LEAL (Presidente).- Para hablar en favor del proyecto, tiene la palabra el diputado Roberto Sepúlveda.


El señor SEPÚLVEDA.- Señor Presidente, la finalidad del proyecto de acuerdo que se somete a la consideración de la honorable Sala es solicitar a la señora Presidenta de la República el envío de un mensaje que tenga por finalidad subsanar un vacío legal que existe en la actual ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que consiste en que actualmente un funcionario público que no tenga la calidad establecida en el artículo 32 de la misma ley pueda acceder al cargo de consejero regional de gobierno.


Por otra parte, dada la actual redacción del artículo 33 del mismo cuerpo legal, un consejero regional que ya ejerza dicho cargo puede igualmente desempeñar un cargo de funcionario público que no sea de los aquellos previstos en el citado artículo 32.


Considerando las funciones normativas, resolutivas y fiscalizadoras que el artículo 28 de la ley N° 19.175 asigna a los consejeros regionales, es obvio que se produce no sólo un claro conflicto de intereses, sino una abierta contravención al principio de probidad administrativa, por cuanto ellos estarían participando en decisiones que bien podrían tener relación directa con el servicio público al que pertenezcan, lo cual les resta imparciabilidad.


A fin de dar una clara señal de irrestricto respeto al principio de probidad administrativa, se hace necesario modificar los artículos 32 y 33 ya citados, mediante mensaje de la señora Presidenta de la República, por lo que pido a nuestros colegas que aprobemos este proyecto de acuerdo.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Gabriel Silber.


El señor SILBER.- Señor Presidente, entiendo el objetivo que se persigue a través de este proyecto de acuerdo, pero quiero dejar en claro que el conflicto de intereses o incompatibilidad se da en el caso de que una persona, funcionario o quien esté en la condición que se señala, ocupe la calidad de juez y de parte.


Hoy, la ley de regionalización es clara en el sentido de que hablamos del gobierno regional como una persona jurídica distinta, con un patrimonio diferente, con una regulación que, en este caso, no tiene nada que ver con el Fisco. Tanto es así que es muy frecuente, por ejemplo, que concejales trabajen en municipalidades distintas, porque éstas son patrimonios diferentes y las decisiones que tomen no afectará su desempeño en el cargo en otras municipalidades o en el servicio público donde les toque servir.


Repito, el conflicto de intereses debe darse, necesariamente, con una doble condición. Aquí sólo existe la intención de regular una situación en que no se precisa con claridad donde se ubica dicho conflicto.


Por ello, a mi juicio, habría que intensificar lo que dice relación con la regionalización; entender que se trata de patrimonios y de personas jurídicas distintas. Ojalá que estos cargos en el futuro sean electivos y, por tanto, se robustezca la representatividad de la región.


Por último, no se debe entender que deseamos dar una suerte de exención general para aquellos que hoy soportan la carga de consejero regional que, por lo demás, es bastante mal remunerada.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Esteban Valenzuela.


El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, los Cores no pueden ser sólo empresarios o profesionales independientes. Es demasiado restrictivo lo que se desea establecer. Distinto sería un proyecto que obligara a los Cores a inhabilitarse en votaciones de proyectos que digan relación con algún servicio público en que estén trabajando. Es contraproducente ser tan previsionista. Además, en la mayoría de las regiones los Cores son grandes y -repito- no es bueno ser tan restrictivos.


He dicho.


El señor LEAL (Presidente).- En votación.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 23 votos; por la negativa, 10 votos. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Presidente).- No hay quórum. Se va a repetir la votación.


-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 24 votos; por la negativa, 11 votos. Hubo 1 abstención.


El señor LEAL (Presidente).- Nuevamente, no hay quórum.


Se llamará a los señores diputados por cinco minutos.


-Transcurrido el tiempo de suspensión:


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En votación el proyecto de acuerdo.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 8 votos; por la negativa, 6 votos. No hubo abstenciones.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Esta vez tampoco hubo quórum.


Queda pendiente su votación para la próxima sesión.

VIII. INCIDENTES

RESTITUCIÓN DEL CURSO DEL RÍO BIOBÍO FRENTE A LA CIUDAD DE NEGRETE. Oficio.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité de la Unión Demócrata Independiente.


Tiene la palabra el diputado señor Juan Lobos.


El señor LOBOS.- Señor Presidente, deseo testimoniar ante esta honorable Cámara la angustiosa situación que viven los vecinos de la calle Emilio Serrano de la ciudad de Negrete, provincia de Biobío, la cual ha sido repetidamente denunciada pero sigue sin resolverse.


En 2004, el municipio efectuó trabajos con maquinaria pesada y alteró el curso del río Biobío acercándolo peligrosamente a la calle mencionada. Como consecuencia de ese hecho, durante los inviernos siguientes, dicho río arrasó numerosas propiedades ribereñas que perdieron más de 50 metros de fondo, además de árboles, cercos y construcciones ligeras.


Esta situación fue denunciada a la autoridad comunal, a la gobernación de Biobío, a la intendencia regional y a la Dirección General de Aguas, según consta en un informe de 19 de abril de 2006, que ordena la restitución del álveo del río Biobío, frente a la ciudad de Negrete y da un plazo de quince días para la ejecución de las obras, las cuales hasta la fecha no se han realizado. Esa omisión ha puesto en grave peligro a los vecinos de la calle Emilio Serrano, además de causarles un importante perjuicio económico.


Por ello, pido que se oficie a la autoridad edilicia del sector, con el objeto de que asuma con diligencia la solución de este problema -que, por cierto, ya se ha puesto en conocimiento de la justicia- y nos informe sobre las acciones y los plazos de ejecución de las referidas obras.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados señores Alejandro García-Huidobro, Juan Masferrer, Gonzalo Arenas y de quienes así estén indicando.

INFORMACIÓN SOBRE TÉRMINO DE COMODATO EN FAVOR DEL CUERPO DE BOMBEROS DE PILLANLELBÚN. Oficios.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el diputado señor Enrique Estay.


El señor ESTAY.- Señor Presidente, quiero referirme a un hecho aparentemente 



insignificante, pero de tremenda importancia y trascendencia para Pillanlelbún, una localidad pequeña de la comuna de Lautaro. Dice relación con la entrega en comodato de un vehículo furgón por parte del Servicio de Salud Araucanía Sur al Cuerpo de Bomberos de Pillanlelbún.


En efecto, en conformidad con el artículo 246 del decreto supremo N° 42, de 1986, del Ministerio de Salud, ese organismo público está facultado para entregar en comodato bienes dados de baja o fuera de uso.


Fue en virtud de esta disposición que, mediante resolución exenta N° 0574, de 12 de abril de 2005, el Servicio de Salud Araucanía Sur aprobó un contrato de comodato entre el Servicio y la Superintendencia del Cuerpo de Bomberos de la comuna de Lautaro, mediante el cual se entregó al cuerpo bomberil, por tiempo indefinido, un furgón marca Chevrolet, modelo Van, de 1994, placa patente LH.1186-8, a fin de que prestara servicios para la compañía de bomberos de la localidad de Pillanlelbún.


Sin embargo, apenas transcurrido un año de vigencia de ese contrato, el encargado de movilización de dicho Servicio de Salud de la Novena Región ha comunicado, informalmente, a la Quinta Compañía de Bomberos de Pillanlelbún sobre la necesidad de rematar o vender en forma directa dicho vehículo, en la suma de 500 mil pesos, debido a que, a juicio de la institución, su jurisdicción tendría copada la capacidad de vehículos, lo que le impide postular a nuevas unidades. Por consiguiente, debe desprenderse de los vehículos, incluyendo aquellos que han sido dados de baja, situación que me parece de dudosa legalidad.


Cabe señalar que bomberos de Pillanlelbún ha incurrido en gastos superiores al millón de pesos para dejar operativo ese vehículo que presta enorme utilidad para una comunidad de 3.500 habitantes, distante a 15 kilómetros tanto de Temuco como de Lautaro, y que, especialmente, cumple con la finalidad de traslado de enfermos, más aún si consideramos que en muchas ocasiones el hospital de Lautaro no cuenta con una ambulancia disponible para atender los llamados de auxilio o las emergencias que se producen en el lugar.


Por lo anterior, pido que se oficie al seremi de Salud de la Novena Región y a la División Jurídica del Servicio de Salud Araucanía Sur, a fin de que informe respecto de lo siguiente:

1°
Vigencia del contrato de comodato suscrito entre la Superintendencia del Cuerpo de Bomberos de Lautaro y el Servicio de Salud Araucanía Sur, de fecha 7 de abril de 2005;

2°
Antecedentes administrativos y legales por los cuales fue declarado fuera de uso y dado de baja el vehículo furgón marca Chevrolet, modelo Van, año 1994, placa patente LH 1186-8;

3°
Fundamentos legales y contractuales sobre la base de los cuales el comodante, es decir, el Servicio de Salud Araucanía Sur, Novena Región, pondría prontamente término al referido comodato, y

4°
Facultades que autorizaron al señor Héctor Contreras Cabrera, encargado de movilización del Servicio de Salud Araucanía Sur, para notificar informalmente a bomberos, vía telefónica, el término del comodato y el llamado a remate o venta directa del vehículo referido.


Además, solicito que se envíe copia íntegra de mi intervención al Superintendente del Cuerpo de Bomberos de Lautaro, señor Orestes Mora Silva, con domicilio en calle Bilbao N° 245, comuna de Lautaro.


Asimismo, pido que se envíe copia de mi intervención al director de la Compañía de Bomberos de Pillanlelbún, señor Osvaldo Silva Castro, con domicilio casilla 1414, comuna de Temuco.


He dicho.



El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE PROYECTO HIDROELÉCTRICO CHACAYA. Oficios.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro García-Huidobro.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Agricultura, a la presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, a la directora de la Corporación Nacional Forestal y al ministro presidente de la Comisión Nacional de Energía, con el objeto de que informen a la Cámara sobre el proyecto hidroeléctrico Chacaya, de la empresa Pacific Hydro, que pretende realizar obras en la Reserva Nacional Río de los Cipreces, de la Sexta Región.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indiquen.

REITERACIÓN DE OFICIO SOBRE BONOS OTORGADOS A EJECUTIVOS DE CODELCO. Oficios.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, pido que se oficie al ministro de Minería y al presidente de Codelco, insistiéndoles acerca de la información que solicite hace un par de meses sobre los bonos otorgados a ejecutivos de divisiones de Codelco.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se insistirá en los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

URGENCIA PARA PROYECTO QUE MODIFICA LEY DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. Oficio.


El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, junto a diputados de distintas bancadas he presentado un proyecto para modificar la ley sobre protección de los derechos del consumidor, a fin de prohibir el envío de cartas amenazantes a deudores. 


Se ha hecho costumbre que muchas empresas de servicios públicos, casas comerciales y bancos, envíen cartas amenazantes a sus clientes deudores, incluso cuando las deudas han sido saldadas. 


La empresa sanitaria Essel (Essbío Sexta Región) amenaza a sus deudores por consumo de agua potable. Estas personas deben, porque no han tenido los recursos para pagar el agua. Voy a leer la amenaza textualmente: “Sin embargo, de no mediar algún tipo de acercamiento para la regularización de su deuda, la empresa quedará en condiciones, de acuerdo a lo señalado en el artículo 36 del decreto con fuerza de ley Nº 382, de 1988, de efectuar el corte de suministro y dar aviso a la autoridad sanitaria correspondiente (Departamento de Salud del Ambiente) para la clausura del inmueble.” 


Es decir, a la sanitaria no le basta con cortar el suministro de agua, sino que también amedrenta, extorsiona y amenaza a esos deudores, anunciándoles que va a denunciarlos al Servicio de Salud del Ambiente para que les clausuren su casa habitación. Me parece que con esas actitudes se está llegando a límites intolerables. 


Por eso, pido que se oficie a la ministra Secretaria General de Gobierno, a fin de que el Gobierno le ponga urgencia al proyecto que hoy he presentado para impedir que las empresas sigan amedrentando a los deudores con cartas amenazantes y así defender a los consumidores de esos abusos.


He dicho.



El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de los diputados que así lo indican a la Mesa.

ALCANCES A COMENTARIO DE MINISTRA DE EDUCACIÓN.Oficio.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Gonzalo Arenas.


El señor ARENAS.- Señor Presidente, pido que se oficio a la ministra de Educación, a propósito de los comentarios destemplados que hizo en el foro “Jóvenes y Política”, en relación con la acción social de la Iglesia Católica, cuando señaló que la iglesia en Chile no tendría ninguna sensibilidad para con los más pobres.


Me parecen sumamente graves los comentarios de la ministra de Educación, porque demuestran un claro prejuicio anticristiano y anticatólico, además de una ignorancia manifiesta de la acción social que ha desarrollado la Iglesia en la historia de nuestro país.


Por eso, y dado el alto cargo que ella ejerce, deseo que precise si su prejuicio anticatólico y antiiglesias se va a plasmar en determinadas políticas públicas que va a desarrollar el Ministerio de Educación.


Me gustaría que la ministra contestara si, como consecuencia de sus prejuicios anticatólicos, se van a adoptar medidas discriminatorias contra colegios o establecimientos educacionales patrocinados por la Iglesia; si producto de su claro prejuicio anticatólico va a propugnar la eliminación de las clases de religión de los colegios católicos, que basan su enseñanza en la doctrina social de la iglesia y si, producto de su prejuicio anticatólico, tiene pensadas algunas medidas tendientes a cerrar colegios o establecimientos patrocinados por la Iglesia Católica. 



Además, deseo saber si el ministerio tiene antecedentes que demuestren o justifiquen el supuesto bajo impacto social en la labor educacional de la Iglesia.


Por último, pido que la ministra tenga a bien enviarnos copia del certificado médico que acredite que se encontraba con fiebre el día de su exposición, y si puede acompañar informes médicos que acrediten que tener fiebre hace que la gente hable o haga comentarios que, en realidad, no piensa. Es decir, si 39 grados de fiebre producen delirio, que es los que ella argumentó para justificar sus destemplados comentarios.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

FINANCIAMIENTO DE OBRAS SANITARIAS EN SECTOR RURAL DE PELLOMENCO, COMUNA DE ANGOL. Oficio.


El señor ARENAS.- Señor Presidente, en el sector rural de Pellomenco, comuna de Angol, viven más de 30 familias en muy precarias condiciones. En su mayoría son mujeres solas, jefas de hogar con hijos menores, que viven en situación indigna. Es uno de los pocos sectores de Angol que no tiene alcantarillado, lo que genera graves problemas de salubridad, exponiendo a los niños a innumerables enfermedades.


Esa situación se vio agravada por la construcción de la población Hogar Feliz. La empresa constructora, cuando hizo los movimientos de tierra, tapó los canales que servían para evacuar las aguas lluvias y evitar inundaciones. Como es lógico, las aguas reventaron por los baños. Por lo tanto, las condiciones de salubridad, que ya eran deficientes y pésimas, se han tornado insostenibles. 


Los vecinos han golpeado numerosas puertas, entre ellas las del municipio, sin tener ninguna respuesta concreta.


Pido que se oficie a la ministra de Vivienda, con copia al Seremi de la misma cartera en la Novena Región, para que destine, en forma urgente, recursos extraordinarios para solucionar el problema de alcantarillado del sector de Pellomenco y reponer o reparar los canales que destruyó la constructora de la población Hogar Feliz, a fin de evitar que se vuelvan a inundar.


Asimismo, pido que se envíe copia de mi intervención al alcalde y concejales de la comuna de Angol; a la señora Cristina Aguilera, presidenta del comité de adelanto de Pellomenco, domiciliada en Pellomenco 1577, Angol, y a la secretaria del comité de adelanto de Pellomenco, la señora María López Pozo, domiciliada en Pellomenco 1475, Angol.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención.

RECONOCIMIENTO A DON BERNARDO O´HIGGINS EN EL MARCO DE LA CONMEMORACIÓN DEL BICENTENARIO. Oficio.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En el turno del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Rosauro Martínez.


El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, un país que no tiene memoria histórica está condenado a repetir los errores y -quizás lo más perjudicial- a desaprovechar toda la energía, la fuerza y el espíritu creador de su gente.


Por ello, fue muy relevante la iniciativa del Gobierno del Presidente Lagos de constituir una comisión especial para conducir las ideas, proyectos e iniciativas orientadas a conmemorar los doscientos años de vida republicana, que se denominó Comisión Bicentenario, que está conformada por personalidades de los más diversos ámbitos del quehacer nacional.


Esa comisión ha venido trabajando con intensidad, lo cual se puede comprobar al revisar la información disponible en su sitio de Internet. Allí también encontramos las líneas de acción que orientan su trabajo y que se resumen en la tríada: cemento, ideas y personas, es decir, obras, reflexión y participación ciudadana.


En nuestras comunidades hemos visto una gama de acciones que se incluyen en dicha tríada. Creo que este esquema de trabajo y su filosofía inspiradora están muy bien ideados. Ojalá se siga profundizando, de manera que cada hijo de esta tierra y quienes han hecho de Chile su patria de adopción se sientan también parte de una nación que les da espacio y los acoge.


Creo que el desafío mayor que tenemos y el mejor homenaje que le podemos rendir a quienes nos legaron una nación como ésta es llegar al 2010 integrados y con una mirada común sobre nuestro destino. Para ello, debemos volver nuestra mirada al pasado y buscar en nuestros orígenes la fuente de inspiración para beber de ella las ideas, los pensamientos, la fuerza y la energía de quienes soñaron con una patria grande, libre, soberana y justa, y trabajaron para hacer realidad esos sueños y esperanzas. Lo que somos es la consecuencia del accionar de aquellos hombres y mujeres que, en distintas épocas, entregaron lo mejor de sí para cimentar la grandeza presente y futura de la patria. 


De allí la importancia de rescatar esas expresiones populares, pero en el sentido más profundo de lo que ello significa, como accionar de las personas comunes que no ostentan cargos ni sitiales de relevancia, pero cuya labor es extraordinariamente significativa en la constitución de la identidad local y, por ende, de la identidad nacional.


Existe una historia no oficial que -estimo- el Proyecto Bicentenario ha venido acogiendo, al que ha otorgado su respaldo y el que ha difundido. Pero dentro de las diversas iniciativas que se anuncian, que se encuentran muy bien presentadas en el portal de Internet, me llama la atención la ausencia de proyectos e iniciativas encaminados a situar a los Padres de la Patria como referentes insustituibles de esa conmemoración.


Como hijo de Ñuble, en general, y de Chillán, en particular, el hecho me preocupa, y lo he conversado con intelectuales y autoridades locales, quienes manifiestan el mismo sentimiento. No se crea que es por la inexistencia de propuestas. Muy por el contrario, en regiones, y específicamente en la comuna de Chillan Viejo, que desde hace tiempo viene desarrollando una política cultural seria y de calidad, se han preparado importantes proyectos dirigidos a recuperar y proyectar la vida y obra de Bernardo O’Higgins como centro de la conmemoración del Bicentenario.


Dichas iniciativas, gestadas en el ámbito local, son principalmente la remodelación del Parque Monumental Bernardo O’Higgins, de Chillán Viejo, que contiene una de las obras de arte más emblemáticas del país: el mural de piedra donde está sintetizada la vida del prócer y la “Expo O’Higgins-Bicentenario”, que proyectará la presencia del Libertador en la historiografía, pintura, escultura, poesía, numismática, filatelia, puntos geográficos y folclore. En torno a esta expresión se presentarán obras de teatro, mesas redondas, recitales poéticos, folclore, concursos escolares y videos. Este proyecto, que dirige el destacado historiador Alejandro Witker, espera comprometer a once ciudades donde la huella del prócer es significativa, que incluyen Richmond, Cádiz, Mendoza y Lima. 


Además, existe una sentida aspiración de la comunidad, que lejos de considerarla una mera pretención local, es, desde la óptica que se observe, justa. Me refiero a tener los restos mortales del prócer en el mausoleo familiar, ubicado en el sitio donde estuvo la casa familiar, donde hoy descansan su madre y su hermana. 


En virtud de lo anterior, solicito oficiar a su excelencia la Presidenta de la República, adjuntando el texto íntegro de mi intervención, con el objeto de que se le otorgue al padre de la patria una fuerte presencia en la conmemoración del Bicentenario de la República; se brinde todo el apoyo necesario para que puedan realizarse con éxito todos los proyectos presentados por la ilustre municipalidad de Chillán Viejo, que cuentan con el respaldo del gobierno regional, y muy especialmente, para que considere disponer el traslado de los restos mortales de don Bernardo O´Higgins al mausoleo familiar en Chillán Viejo, lugar donde descansan los restos de sus seres más queridos, con quienes vivió hasta los últimos días de su vida.


Además, solicito se incorpore a la Comisión Bicentenario u otra instancia conmemorativa de los doscientos años de vida republicana, al distinguido académico, historiador y difusor de la cultura regional y de los grandes valores de la nación, don Alejandro Witker Velásquez, recientemente distinguido con la Medalla Bernardo O´Higgins de Chillán Viejo, en reconocimiento a su destacada obra en torno al fundador de la República. Sería un testimonio elocuente a la vasta obra de un intelectual que nos prestigia, cuya acción ya es parte de la historia nacional. En tal condición, su aporte sería de un valor inestimable a la conmemoración que nos convoca. 


Concluyo recordando las palabras de don Miguel Tocornal, quien, con ocasión del centenario de la muerte de O´Higgins, expresó: “Se hizo ampliamente acreedor a que la Patria reconocida le diera el primer lugar en la nómina de sus Padres y sus Hijos”.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención. 


INFORMACIÓN SOBRE PROGRAMAS E INVERSIÓN DE RECURSOS DESTINADOS A LA RECUPERACIÓN Y DESARROLLO URBANO DE VALPARAÍSO. Oficios. 


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Godoy.


El señor GODOY.- Señor Presidente, hace tres años la ciudad de Valparaíso fue declarada patrimonio de la humanidad por la Unesco y, además, es la capital cultural de Chile. En ese momento se comenzaron a gestar diferentes proyectos con el objeto de que, ¡por fin!, nuestra ciudad comenzara a retomar el camino y la prosperidad de otras épocas.


Es así como la aprobación de los créditos del Gobierno de Chile por 50 millones de dólares y del Banco Interamericano de Desarrollo por 22 millones de dólares, nos abrieron nuevas esperanzas para recuperar el sitial que le corresponde a nuestro puerto por historia y por derecho, y así, de paso, mantener estas nominaciones que de ninguna manera podían quedar en el papel, sino traducirse en obras concretas para la ciudad. 


Entonces, el crédito BID se presentó a la ciudadanía como el salvavidas para Valparaíso y, sin lugar a dudas, como la última oportunidad que tendríamos los porteños para salir del estancamiento y la depresión a la cual nos hemos enfrentado luego de más de una década de deficiente gestión municipal, que tiene a la ciudad prácticamente en quiebra, y la seguidilla de grandes anuncios de fabulosos proyectos que sólo quedan en eso: grandes anuncios. 


Por eso, nos genera recelo que sea precisamente la municipalidad de Valparaíso la que programe, asigne y gestione los recursos del BID para la ciudad, ya que todos los porteños tenemos presente la deuda histórica que mantiene la corporación municipal, que, incluso, obligó a vender inmuebles para subsanar parte de dicha deuda, así como las irregularidades conocidas de la actual administración, que ha llegado a pagar, sin el consentimiento del concejo, 14.990.000 pesos por concepto de fotos. Todo lo anterior nos despierta una gran crisis de credibilidad respecto de la fiabilidad de quienes deben administrar los fondos. 


Entonces, señor Presidente, ¿quién nos asegura que los proyectos que se ejecutarán serán aquellos que efectivamente agregarán valor a la ciudad y que serán desarrollados por los mejores profesionales en el medio? ¿Quién nos asegura que los recursos del BID no serán destinados a pagar deudas del municipio de Valparaíso? ¿Qué podemos esperar entonces de la actual administración, en circunstancias de que hace unos días el hombre de hierro y brazo derecho del actual alcalde se vio envuelto en una polémica por un contrato que nunca debió haberse firmado, motivo por el cual debió renunciar? ¿Quién nos responderá por la gestión, dado que recientemente el alcalde de la ciudad, consultado por un medio respecto de la información que debe entregar a los concejales, ha señalado que él sólo se confiesa con los curas y no con los concejales? Debo recordar que esos concejales son justamente quienes tienen facultad de fiscalizar los actos de la municipalidad de Valparaíso.


Por todas estas razones, me parece muy pertinente que un tema tan importante como éste se anuncie y se explique a la comunidad.


En consecuencia, solicito oficiar a la subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior respecto del programa de Recuperación y Desarrollo Urbano de Valparaíso, cofinanciado por el Estado y el Banco Interamericano de Desarrollo, específicamente sobre los siguientes puntos: objetivos generales del programa; monto total y garante; componentes y subcomponentes del programa con individualización de cada uno; objetivos generales y específicos de cada componente y subcomponente; especificación de montos asignados a cada componente y subcomponente; cantidad de profesionales que se contratarán para cada uno, honorarios individuales.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se terminó su tiempo, señor diputado.


El señor GODOY.- Señor Presidente, solicito a la Mesa insertar íntegramente mi intervención en el boletín de sesiones.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Señor diputado, se accederá a su petición.


Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

OBRAS FLUVIALES PARA COMUNA DE DISTRITO 42. Oficios.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.


El señor SABAG.- Señor Presidente, prevenir es mejor que curar. Los últimos temporales han dejado de manifiesto la evidente falta de previsión que hemos tenido como país para enfrentarlos, ya que han dejado enormes pérdidas humanas y materiales, lo que ha producido mucho dolor y un gran costo económico a Chile. El temporal que nos azotó en los últimos meses no es el primero ni será el último que vamos a vivir. Por eso es extraordinariamente importante que los organismos del Estado consideren la previsión como un elemento fundamental de sus presupuestos.


Por lo tanto, solicito oficiar al ministro de Obras Públicas, a fin de que disponga que el director de Obras Hidráulicas considere dentro del decreto de emergencia las obras que a continuación señalaré, que nos parecen indispensables para que no tengamos que lamentar peores consecuencias:


En primer lugar, proteger la ribera del río Ñuble, en los sectores puente Ñuble y Ribera de Ñuble, de la comuna de San Carlos, enrocados que fueron removidos por los últimos temporales;


En segundo lugar, resguardar el sector de Nueva Aldea, en la comuna de Ranquil, ya que el río socavó la ribera y está a menos de 30 metros del estanque que surte de agua potable a dicha localidad, y 


En tercer lugar, asegurar la ribera norte del río Ñuble, entre los sectores Dadinco y Naranjal, en la comuna de San Nicolás, que fue muy perjudicado por esos temporales, ya que se destruyeron caminos de acceso; el río ingresó a los predios de los vecinos, y arrastró la capa vegetal de sus parcelas, con la consiguiente pérdida de sus cultivos. Me preocupa especialmente este sector, pues sus riberas no tenían protección, a diferencia de las que he mencionado.


Además, pido dar prioridad a las obras que se deben realizar entre el sector de Puente Ñuble y el de villa Illinois, donde la protección de roca fue removida. Si el próximo año se produce una crecida del río Ñuble, se inundará el poblado de villa Illinois, donde viven cerca de cien familias.


La prevención es fundamental. En la comuna de Concepción, el río Andalién prácticamente devastó el valle Nonguén y dejó con más de un metro de agua a gran cantidad de viviendas, con la consiguiente pérdida económica para muchas familias.


A pesar de ello, tenemos una experiencia muy positiva en San Carlos: su alcalde, Salvador Rodríguez, el senador Hosain Sabag y quien habla hicimos las gestiones pertinentes para que una máquina excavadora limpiara durante dos meses el estero Navotavo, que tradicionalmente inundaba dicha comuna. Felizmente, podemos decir que este año no hubo damnificados ni inundaciones en el sector. Éste es un botón de muestra de lo que debe hacerse en el país. Quizás, San Carlos ha sido pionera en ese sentido. Todos los años hay que limpiar los esteros y los ríos.


Por ello, pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, a fin de que considere en el presupuesto anual de esa cartera la limpieza de esteros y ríos. El costo de prevenir es muy inferior al de reparar los daños que producen los temporales.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INTEGRACIÓN DE PROFESIONAL EN LA COMISIÓN ASESORA PRESIDENCIAL SOBRE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN. Oficio.


El señor SABAG.- Señor Presidente, en segundo lugar, pido oficiar a la Presidenta de la República, a fin de que considere la posibilidad de invitar a participar en la Comisión Asesora Presidencial sobre Calidad de la Educación al doctor en administración educacional, don Sergio Arzola Medina, académico de la Pontificia Universidad Católica de Chile, de la Universidad La Sorbonne, Francia; de la Universidad Católica de Francia y de la Universidad de Laval, Canadá, y vicepresidente de la Asociación Mundial de Ciencias de la Educación. De esa forma, la Comisión Asesora Presidencial contaría con un especialista en el ámbito de la gestión educativa, con una efectiva y reconocida trayectoria internacional. Este destacado académico internacional es hijo ilustre de la comuna de San Carlos.


Por lo demás, sería muy bien visto por la comunidad internacional que integra la Asociación Mundial de Ciencias de la Educación que este prestigioso académico se incorpore en dicha comisión de trabajo para mejorar la calidad de la educación en Chile.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría.

NUEVO ESTUDIO PARA EMBARQUE DE ÁCIDO SULFÚRICO EN SAN ANTONIO. Oficio.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido Radical Social Demócrata, tiene la palabra el diputado señor Samuel Venegas.


El señor VENEGAS (don Samuel).- Señor Presidente, San Antonio se ve amenazada por la decisión de Codelco de trasladar la fuente de recepción del ácido sulfúrico proveniente de la minera El Teniente, que llega a esa comuna en un volumen aproximado a 800 mil toneladas al año. Aparte de su almacenaje, el ácido debe ser conducido por aciductos para luego ser embarcado. Hoy existe un proyecto para cambiar el sitio de embarque de este producto, lo que implica extender un aciducto subterráneo de aproximadamente cuatro y medio kilómetros a través de toda la ciudad de San Antonio. En consecuencia, una ciudad de 90 mil habitantes es amenazada por el transporte de ácido sulfúrico que se realizará a través de un aciducto. Es más, el primer lineamiento es que se lleve a cabo a través del recientemente habilitado paseo Bellamar, el cual ha cambiado las expectativas de San Antonio, pues ya no sólo es un puerto para efectuar transferencias, sino que ha revestido características turísticas importantes que antes nunca tuvo. Pasar por esta área con el aciducto echaría 



por tierra todo el desarrollo que se está generando, aparte de poner en riesgo la vida de los habitantes de San Antonio.


Por otra parte, es conveniente analizar la decisión que tomó el municipio, en el sentido de cambiar el uso del suelo de un área cercana al proyecto en cuestión, para construir un mall y, a la vez, casi con certeza, un casino de juegos que también cambiará el cariz de San Antonio. Ese aciducto, al constituir un riesgo, también pone en peligro ese importantísimo proyecto de desarrollo para San Antonio.


Por eso, pido que se oficie al presidente ejecutivo de Codelco, señor José Pablo Arellano, para que disponga realizar un nuevo estudio sobre el cambio de modalidad de embarcar el ácido sulfúrico en el puerto de San Antonio, a fin de establecer otro lugar de embarque y no se tenga que construir ese aciducto, que pone en riesgo a toda la ciudad de San Antonio.


He dicho.


El señor PÉREZ (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia íntegra de su intervención.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 14.32 horas.

JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 16 de agosto de 2006.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto de ley, de esa Honorable Cámara, que modifica el decreto ley N° 3.557, de 1981, que establece disposiciones para la protección agrícola, correspondiente al Boletín Nº 3.770-01, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1°

N° 1


Lo ha reemplazado, por el siguiente:


“1.- Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:


“Artículo 21.- Los vegetales, animales, productos de origen vegetal o animal, productos químicos y biológicos para uso en actividades agrícolas, los productos farmacéuticos de uso exclusivamente veterinario y productos para alimentación animal que pretendan ingresarse al país, serán revisados por el Servicio Agrícola y Ganadero antes de su nacionalización. Practicada la revisión, el Servicio podrá ordenar algunas de las siguientes medidas: libertad de ingreso, reexportación, desinfección o desinfectación, industrialización, cuarentena o eliminación. Los gastos que demande la ejecución de estas medidas, serán de cargo de los importadores o interesados.


Toda persona que ingrese al país, incluidos los diplomáticos y funcionarios oficiales chilenos, de gobiernos extranjeros y de organismos internacionales, deberá declarar bajo juramento en formularios especiales, el hecho de portar o traer consigo, en sus vestimentas, en su equipaje o de algún modo en el medio de transporte en el que se traslada, uno o más de los bienes a que se refiere el inciso anterior, cuando éstos no tengan el carácter de carga comercial.


El formulario en el que conste la declaración jurada ya efectuada, deberá exhibirse al funcionario del control migratorio, siendo dicha exhibición, requisito para obtener la autorización de ingreso al país. La fiscalización del contenido y veracidad de la declaración, le corresponderá al Servicio Agrícola y Ganadero en las materias de su competencia.


El que faltare a la verdad en su declaración será sancionado con multa de conformidad a esta ley, sin perjuicio de las demás medidas que pueda adoptar la autoridad sanitaria para proteger el patrimonio fito y zoosanitario.


En el caso que la infracción indicada en el inciso precedente fuere cometida por el conductor de un medio de transporte o vehículo particular, los propietarios de estos medios serán solidariamente responsables del pago de las multas que en virtud de este artículo fueren aplicadas.


Las empresas de transporte aéreo, marítimo y terrestre, deberán dar a conocer a sus pasajeros previo al desembarque del medio de transporte respectivo, la obligación de prestar la declaración jurada que trata este artículo, los bienes que deben ser objeto de declaración y la penalidad de su infracción. El Servicio Agrícola y Ganadero, reglamentará y fiscalizará la forma en que las empresas de transporte deberán cumplir esta obligación.


Los formularios a que se refiere este artículo, elaborados o autorizados por el Servicio Agrícola y Ganadero, deberán permitir una adecuada comprensión de lo que debe declararse, señalando por vía ejemplar los principales bienes que deben entenderse incluidos en el concepto de producto de origen vegetal o animal. Asimismo, el Servicio Agrícola y Ganadero podrá, en coordinación con los demás servicios públicos que exijan declaraciones de ingreso a personas, establecer formularios conjuntos, caso en el cual ejercerán sus facultades de fiscalización de acuerdo a sus respectivas competencias.”.

N° 2

Letra b)

Ha sustituido, en el inciso segundo que agrega esta letra, el guarismo “4” por “3”.

-o-

Ha incorporado el siguiente N° 3, nuevo:


“3.- Derógase el artículo 43.”.

-o-
Artículo 2°

Letra b)


La ha reemplazado por la siguiente:


“b.- Derógase su inciso segundo.”.

-o-

Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 5.709, de 13 de julio de 2005.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia.


(Fdo.): EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE, Presidente del Senado; CARLOS 
HOFFMANN CONTRERAS, Secretario General del Senado.”
2.
Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que introduce modificaciones en el decreto ley N° 3.475, de 1980, que contiene la ley sobre impuesto de timbres y estampillas. (boletín Nº 4.369-05)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa, en primer trámite constitucional y en primero reglamentario, el proyecto mencionado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, en lo sustancial, previamente al análisis de fondo y forma de esta iniciativa, lo siguiente:

1°
Que la idea matriz o fundamental del proyecto en informe consiste en modificar el decreto ley N° 3.475 de 1980, sobre Impuesto de Timbres y Estampillas con el objeto de reducir gradualmente, para las nuevas operaciones de crédito, la tasa del Impuesto de Timbres y Estampillas y eximir del pago de este impuesto a las operaciones cuyo destino sea el refinanciamiento de créditos.

2°
Que el articulado de esta iniciativa no contiene disposiciones calificadas de orgánico constitucionales o de quórum calificado.

3°
Que el proyecto fue aprobado, en general, con el voto favorable de los Diputados señores Alvarado, Álvarez, Becker, Dittborn, Lorenzini, Ortiz, Robles, Sunico y Tuma.

4°
Que Diputado Informante se designó al señor Tuma, don Eugenio.

-o-

Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Andrés Velasco, Ministro de Hacienda, Marcelo Tokman, Juan Cristóbal Marshall, David Noe, y señora Jacqueline Saintard, Asesores de la misma cartera y los señores Ricardo Escobar, Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos y Juan Alberto Rojas, Asesor de dicho Servicio.


Entregaron sus puntos de vista por escrito el Presidente de la Cámara de Comercio de Santiago A.G., don Carlos Eugenio Jorquiera y el Presidente Nacional de Conupia, don Iván Vuskovic.

II. ANTECEDENTES GENERALES

A.
Antecedentes de hecho y de mérito que justifican la iniciativa


Como se señala en el Mensaje, las operaciones de crédito incluyen costos financieros, administrativos y tributarios. Este último consiste en el pago del Impuesto de Timbres y Estampillas sobre el monto del capital comprometido en la operación de crédito. Por ello, entonces, una rebaja de las tasas de este impuesto, disminuirá los costos asociados a estas operaciones, permitiendo un mayor acceso al crédito y otro tipo de financiamiento a personas y empresas.


Se ha hecho hincapié en el mercado que el Impuesto de Timbres y Estampillas constituye un costo de transacción al refinanciamiento de operaciones de crédito que permite que las instituciones financieras mantengan cautivos a sus clientes, ya que el costo de pagar nuevamente este impuesto es muchas veces mayor al beneficio de conseguir menores tasas o mejores condiciones que pudiere otorgar la misma u otra institución financiera. Así, estas instituciones no traspasan a sus clientes las disminuciones en las tasas de interés, impidiendo con ello la competencia en este mercado y dificultando la movilidad de los clientes.

B.
Disposiciones legales que se modifican por el proyecto.


El decreto ley N° 3.475, de 1980, sobre el Impuesto de Timbres y Estampillas.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO


La ley vigente establece que las letras de cambio, libranzas, pagarés, créditos simples o documentarios y cualquier otro documento que contenga una operación de crédito de dinero, paga una tasa de 0,134% sobre su monto por cada mes o fracción que medie entre la emisión del documento y la fecha de vencimiento del mismo, no pudiendo exceder de 1,608% la tasa que en definitiva se aplique.


Por su parte, los instrumentos y documentos que contengan operaciones de crédito de dinero a la vista o sin plazo de vencimiento deben enterar la tasa de 0,67 % sobre su monto.


El proyecto propone reducir gradualmente la tasa máxima de este impuesto de 1,608% a 1,5%, 1,35% y 1,2% durante los años 2007, 2008 y 2009, respectivamente. Las tasas mensuales se reducirán en la misma proporción. Asimismo, se propone disminuir gradualmente la tasa que afecta a los instrumentos y documentos que contengan operaciones de crédito de dinero a la vista sin plazo de vencimiento de 0,67% a 0,625%, 0,5625% y 0,5% durante los años 2007, 2008 y 2009, respectivamente.


Por lo tanto, se modifica la tasa del Impuesto de Timbres y Estampillas de manera definitiva a contar del año 2009.


Asimismo, la iniciativa modifica el N°17 del artículo 24 del decreto ley N° 3.475, de 1980, con la finalidad de ampliar la cobertura de la exención actualmente vigente, la que favorece sólo a los documentos que se emitan o suscriban con ocasión del otorgamiento de créditos destinados a pagar en forma anticipada créditos hipotecarios utilizados en la adquisición, construcción o ampliación de una vivienda.


En efecto, la norma que se propone no condiciona la exención a que se trate de créditos hipotecarios, sino que se refiere a cualquier clase de préstamo excluyendo solamente a las líneas de créditos. Tampoco limita este beneficio al hecho que el nuevo crédito se destine a pagar anticipadamente el crédito original, posibilitando la aplicación de la exención cuando el nuevo crédito se destine a pagar deuda morosa. En este caso, se precisa que la exención no incluye a aquella parte del nuevo crédito destinado a pagar intereses originados en la mora del crédito original. También, se elimina la exigencia, en el caso de créditos hipotecarios, consistente en que el nuevo crédito se garantice con la misma hipoteca establecida en el crédito original. De la misma forma, se elimina el requisito de que el crédito original hubiese pagado la tasa máxima del impuesto, señalándose en ese caso que los documentos que se emitan con motivo del nuevo crédito se gravarán por la diferencia de tasa.


Por otra parte, el proyecto amplía el tipo de instituciones financieras que pueden otorgar los nuevos créditos, estableciendo como único requisito que se encuentren sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, Superintendencia de Valores y Seguros o Superintendencia de Seguridad Social.


Por último, se elimina la exigencia de que el deudor del crédito original, sea persona natural. Con ello, también se beneficiará a las sociedades que decidan pagar sus créditos originales con nuevos créditos.

IV. ANTECEDENTES PRESUPUESTARIOS O FINANCIEROS


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 8 de agosto de 2006, plantea lo siguiente:


“El proyecto de ley propone una reducción gradual de la tasa que grava las nuevas operaciones de crédito de un 1,608% a un 1,2% y exime del pago de este impuesto a las operaciones destinada a refinanciar préstamos contraídos tanto por personas naturales como jurídicas.


Esta medida permite eliminar el problema que genera el Impuesto de Timbres y Estampillas que consiste en el costo de transacción adicional que provoca el pago de este impuesto para el caso de refinanciamientos de operaciones de crédito. Esta mayor carga permite a las instituciones financieras la captura de sus clientes ya que el costo de pagar nuevamente este impuesto es muchas veces mayor al beneficio de conseguir menores tasas o mejores condiciones que en el crédito original. Así, estas instituciones pueden no traspasar a sus clientes las disminuciones en las tasas de interés, impidiendo con ello la competencia en este mercado y dificultando la movilidad de clientes en busca de mejores oportunidades. Adicionalmente, la reducción gradual de las tasas del impuesto permitirá un mayor acceso al crédito y financiamiento, en especial de aquellos agentes con mayor dificultad de acceder a estas operaciones.


A excepción del refinanciamiento de créditos hipotecarios para la vivienda, que se encuentran eximidos del pago de este impuesto, el refinanciamiento de otras operaciones no ocurre con mayor frecuencia producto de los elevados costos asociados a estos procedimientos. De este modo, esta exención no tendrá mayor costo fiscal.


La rebaja de tasas propuestas, si bien podría implicar una potencial reducción de los ingresos fiscales al comparar con el escenario base sin reducción de tasas, permitirá mantener la recaudación constante de este impuesto como porcentaje del PIB, en torno al 0,66%. Ello tanto porque el crecimiento en el volumen de créditos otorgados en los últimos años ha superado significativamente al crecimiento de la economía, como porque las disminuciones propuestas de tasas generarán un mayor crecimiento del volumen de operaciones.”.

V. DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO

A.
Discusión general


El señor Andrés Velasco, Ministro de Hacienda, expresó que para que Chile llegue a ser un país desarrollado debe crecer. Al respecto, enfatizó que el crecimiento económico sostenido no se produce de modo automático: requiere esfuerzo continuo tanto del sector público como del privado. Puntualizó que en la nueva economía global, el mayor crecimiento sólo se logra con más productividad, inversión y competencia.


Argumentó que, en este marco, el Plan Chile Compite tiene por objetivo estimular la competitividad de nuestra economía. Para ello se incluyen 15 medidas en las áreas de emprendimiento, tecnología y competitividad, mercado de capitales e institucionalidad. Una de estas medidas consiste en el perfeccionamiento y reducción del Impuesto de Timbres y Estampillas. Con ello, se pretende facilitar el acceso al crédito, reducir las tasas y mejorar las condiciones con que se negocian estas operaciones.


Los costos asociados a la obtención de un crédito incluyen costos financieros, administrativos y tributarios. El costo tributario corresponde al pago del Impuesto de Timbres y Estampillas. Este grava las operaciones de crédito con una tasa mensual de un 0,134% sobre el capital de dicha operación, con un máximo de 1,608%.


Hizo notar que, una menor tasa de impuesto reduce el costo de obtener financiamiento ampliando las opciones de emprender nuevas ideas y proyectos de inversión. El refinanciamiento de un crédito es considerado una nueva operación y por lo tanto está gravada con el impuesto. Así, aquellos que refinancian créditos para acceder a menores tasas o mejores condiciones con el mismo u otro banco, deben pagar nuevamente el impuesto.


La operación de refinanciamiento es conveniente solo si la menor tasa ofrecida es lo suficientemente baja como para compensar el nuevo pago del impuesto. En caso contrario, lo conveniente es mantener el crédito original incluso si las tasas de mercado actuales son más bajas.


Sabiendo esto, las instituciones financieras pueden no traspasar a sus clientes disminuciones en las tasas de interés, incluso cuando las condiciones de mercado lo permiten.


Afirmó que el proyecto se hace cargo de los dos problemas identificados con las siguientes medidas:

1.
Se reduce en forma gradual la tasa del impuesto.

2.
Se exime del impuesto a las operaciones de refinanciamiento de créditos.


En cuanto a la primera medida, precisó que se reduce en forma gradual la tasa máxima del impuesto desde 1,608% a un 1,2% (para operaciones sobre un año plazo). La tasa mensual se reduce gradualmente de 0,134% a un 0,1%. Se reduce en forma gradual la tasa del impuesto de las operaciones de crédito a la vista sin plazo de vencimiento desde 0,67% a 0,5%.


Comentó que actualmente existe una exención del impuesto que se aplica exclusivamente al refinanciamiento de créditos hipotecarios. La actual propuesta de exención es más amplia en los siguientes aspectos:

1.
No solo beneficia a créditos hipotecarios sino que a cualquier clase de préstamo excluyendo solamente a las líneas de créditos.

2.
Posibilita la aplicación de la exención cuando el nuevo crédito se destine a pagar deuda morosa.

3.
Se elimina la exigencia, en el caso de créditos hipotecarios, que el nuevo crédito se garantice con la misma hipoteca establecida en el crédito original.

4.
Se elimina el requisito de que el crédito original hubiese sido otorgado por más de un año plazo.

5.
Para acceder a la exención el préstamo debe ser otorgado por cualquiera de las instituciones reguladas por la SBIF, SVS o Superintendencia de Seguridad Social, y no solo por bancos.

6.
Pueden acceder no solo personas naturales, sino que además personas jurídicas.


En conclusión sostuvo, que el proyecto de ley permitirá reducir los costos de obtener créditos facilitando el acceso al financiamiento; facilitará la movilidad de los deudores entre instituciones financieras, incentivando la competencia en el mercado financiero y reduciendo las tasas de interés; y un mayor y mejor acceso al financiamiento operará como un importante impulso al emprendimiento ya que permitirá que las ideas se transformen en proyectos reales.


A su juicio, esta medida es una forma concreta de impulsar el crecimiento, promoviendo el aumento de la productividad, la inversión y la competencia en la economía.


Diversos señores Diputados plantearon la conveniencia de dictar una norma especial para rebajar los costos de inscripción en el Conservador de Bienes Raíces vinculados con la iniciativa. También se consultó acerca del efecto que tendría el proyecto en la recaudación fiscal.


El señor Andrés Velasco hizo presente que la Reforma al Sistema de Notarios y Conservadores se encuentra en estudio y una propuesta global será presentada antes de fin de año.


En materia de recaudación fiscal, afirmó el señor Ministro que el Impuesto de Timbres y Estampillas representa un monto equivalente al 0,66 % del PIB, o sea, unos $ 457 mil millones del 2005 ó 900 millones de dólares. Precisó que, como consecuencia de un crecimiento de 14% en los créditos otorgados en los últimos tres años, una rebaja de la tasa del impuesto como la propuesta mantendrá constante la recaudación por este concepto como porcentaje del PIB.

B.
Discusión particular


En el artículo único del proyecto, se introducen las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 3.475, de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas:


Por el numeral 1), se sustituyen, en el inciso primero del numeral 3), de su artículo 1°, a contar del 1° de enero del año 2009, los guarismos “0,134” y “1,608”, por “0,1” y “1,2”, respectivamente. Desde igual fecha, se sustituye, en el inciso segundo del mismo numeral, el guarismo “0,67” por “0,5”.


Por el numeral 2), se sustituyen, en el N°2) de su artículo 2°, a contar del 1° de enero del año 2009, el guarismo “0,67” por el guarismo “0,5”; en el inciso segundo el guarismo “0,134” por “0,1”, y en el inciso tercero el guarismo “1,608” por “1,2”.


Por el numeral 3), se sustituyen, en el inciso segundo del artículo 3°, a contar del 1° de enero del año 2009, los guarismos “0,134” y “1,608”, por “0,1” y “1,2”, respectivamente.


Por el numeral 4), se reemplaza el N°17.- de su artículo 24, por el siguiente:


“17.- Los documentos que se emitan o suscriban con motivo de una operación de crédito de dinero, a excepción de las líneas de crédito, concedidas por instituciones financieras constituidas o que operen en el país por el monto que se destine exclusivamente a pagar prestamos otorgados por esta clase de instituciones, en tanto dichos préstamos no correspondan al uso de una línea de crédito. Asimismo, para hacer efectiva esta exención, se requiere que al momento del otorgamiento del crédito que se paga, el Impuesto de Timbres y Estampillas devengado por los documentos emitidos o suscritos con ocasión del crédito original, se hubiese pagado efectivamente. Igualmente esta exención se aplicará cuando los documentos en que conste el préstamo que se paga se hubieren acogido a lo dispuesto en este número. Para que opere esta exención, tanto el crédito que se paga como el destinado a dicho pago, deberán haber sido otorgados por alguna institución financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, Superintendencia de Seguridad Social o Superintendencia de Valores y Seguros.


En el caso que los documentos que se emitan, suscriban u otorguen con motivo del nuevo crédito, de no mediar la presente exención, se graven con una tasa mayor que la que afectó a los documentos que se emitieron, suscribieron u otorgaron con ocasión del crédito original, la presente exención sólo se aplicará hasta la concurrencia de la tasa del impuesto que hubiera gravado los documentos del crédito original. La diferencia entre una y otra tasa afectará a los documentos que se emitan, suscriban u otorguen con ocasión del nuevo crédito según las reglas generales.


Esta exención se aplicará sólo respecto de aquella parte del nuevo crédito, destinado a pagar el monto insoluto del préstamo original, incluyendo los intereses y comisiones que se cobren con ocasión del pago anticipado del mismo. En caso alguno se comprenderá en esta exención, aquella parte del nuevo crédito destinado a pagar intereses originados en la mora del crédito original. La exención comprenderá también los gastos que se cobren por el otorgamiento del nuevo crédito. Sin embargo, si el nuevo crédito considera sumas mayores destinadas a fines distintos del pago del crédito anterior, se considerarán comprendidos en esta parte de la exención sólo la fracción de los gastos asociados al otorgamiento del nuevo crédito equivalente a la proporción que represente el monto insoluto del crédito original en relación al nuevo crédito.


Cuando el crédito que se paga hubiere sido otorgado a más de una persona, la exención favorecerá a todos los deudores.


Para acreditar el cumplimiento de las condiciones que hacen procedente esta exención, se deberá insertar en la escritura respectiva, un certificado de la institución financiera que otorgó el crédito original o del legítimo cesionario del crédito en su caso, señalando el monto a que asciende el pago. Además, dicho certificado deberá indicar en forma específica, el monto de los intereses y comisiones que se cobran. Asimismo, este certificado deberá contener la fecha de otorgamiento del crédito que se paga; el número, serie o folio del documento que da cuenta o registra el crédito original. Sólo en los casos que la entidad que otorgó el crédito que se paga no hubiere informado previamente el otorgamiento del crédito al Servicio de Impuestos Internos, el referido certificado deberá indicar además, la tasa del impuesto de esta ley que afectó al crédito que se paga, el monto del impuesto pagado efectivamente, el folio del formulario en que consta el pago del Impuesto de Timbres y Estampillas pagado, o la norma de exención parcial o total aplicada, cuando correspondiere. Si el crédito no constare en escritura, para que resulte procedente la exención, el referido certificado deberá adosarse al cuerpo del pagaré o del documento que se emita o suscriba con ocasión del crédito. De la misma manera, en el caso que el crédito destinado al pago fuere otorgado por una institución financiera distinta de la que otorgó el crédito original, el deudor deberá otorgar mandato a la institución financiera prestamista para que ésta pague el crédito original, directamente a la institución acreedora del mismo o a su legítimo cesionario, y en el caso que la institución prestamista sea la misma que otorgó el crédito original, el deudor deberá autorizar la imputación directa del crédito que se otorga al pago del crédito original.”.


En el artículo transitorio, se establece que durante los años 2007 y 2008 las tasas de impuesto señaladas en el inciso primero del numeral 3), del artículo 1° del decreto ley N° 3.475, de 1980, serán de 0,125% por cada mes o fracción de mes y de 1,5% como tasa máxima y de 0,1125% por cada mes o fracción de mes y de 1,35% como tasa máxima, respectivamente. La tasa establecida en el inciso segundo del mismo numeral será, durante los años indicados, de 0,625% y 0,5625%, respectivamente.


A su vez, las tasas establecidas en el N° 2, del artículo 2° del cuerpo legal señalado y en el inciso segundo y tercero serán, durante el año 2007, de 0,625%, de 0,125% y de 1,5%, respectivamente y durante el año 2008 de 0,5625%, de 0,1125% y de 1,35%, respectivamente.


Las tasas establecidas en el inciso segundo del articulo 3° del cuerpo legal citado, serán durante el año 2007, de 0,125% y de 1,5%, respectivamente y durante el año 2008 de 0,1125% y de 1,35%, respectivamente.


En el caso de documentos que den cuenta de la renovación o prorroga de plazo a que se refiere el artículo 2° del cuerpo legal referido, en que por aplicación de lo dispuesto en este artículo, la tasa aplicable al crédito cuyo plazo se renueve, fuere superior a la que correspondiere aplicar a la renovación, la diferencia de tasa no dará derecho a devolución ni imputación alguna.


El Diputado señor Lorenzini presentó la siguiente indicación, argumentando el carácter neutro de la medida en cuanto la recaudación se mantiene constante en relación al PIB, según lo señalado en el informe financiero:

1)
Sustitúyese en los numerales 1), 2) y 3) del artículo único del proyecto, el guarismo “2009” por “2007”.

2)
Elimínase los incisos 1°, 2° y 3° del artículo transitorio.


El señor Ministro de Hacienda explicó que no obstante lo señalado en el informe financiero se producirá una menor recaudación por la rebaja de tasa del impuesto.


Puesta en votación la indicación precedente fue rechazada por 2 votos a favor y 7 votos en contra.


Sometido a votación el articulado del proyecto fue aprobado por 7 votos 1 voto en contra y una abstención.

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN


La indicación del Diputado señor Lorenzini del siguiente tenor:

1)
Sustitúyese en los numerales 1), 2) y 3) del artículo único del proyecto, el guarismo “2009” por “2007”.

2)
Elimínase los incisos 1°, 2° y 3° del artículo transitorio.

VII. ARTÍCULOS QUE NO FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD


El artículo único permanente y el artículo transitorio.


Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.

VIII. TEXTO APROBADO POR LA COMISIÓN


En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 3.475 de 1980, que contiene la Ley sobre Impuesto de Timbres y Estampillas:

1)
Sustitúyense, en el inciso primero del numeral 3), de su artículo 1°, a contar del 1° de enero del año 2009, los guarismos “0,134” y “1,608”, por “0,1” y “1,2”, respectivamente. Desde igual fecha sustitúyese, en el inciso segundo del mismo numeral, el guarismo “0,67” por “0,5”.

2)
Sustitúyense, en el N°2) de su artículo 2°, a contar del 1° de enero del año 2009, el guarismo “0,67” por el guarismo “0,5”; en el inciso segundo el guarismo “0,134” por “0,1”, y en el inciso tercero el guarismo “1,608” por “1,2”.

3)
Sustitúyense, en el inciso segundo del artículo 3°, a contar del 1° de enero del año 2009, los guarismos “0,134” y “1,608”, por “0,1” y “1,2”, respectivamente.

4)
Reemplázase el N°17.- de su artículo 24, por el siguiente:


“17.- Los documentos que se emitan o suscriban con motivo de una operación de crédito de dinero, a excepción de las líneas de crédito, concedidas por instituciones financieras constituidas o que operen en el país por el monto que se destine exclusivamente a pagar prestamos otorgados por esta clase de instituciones, en tanto dichos préstamos no correspondan al uso de una línea de crédito. Asimismo, para hacer efectiva esta exención, se requiere que al momento del otorgamiento del crédito que se paga, el Impuesto de Timbres y Estampillas devengado por los documentos emitidos o suscritos con ocasión del crédito original, se hubiese pagado efectivamente. Igualmente esta exención se aplicará cuando los documentos en que conste el préstamo que se paga se hubieren acogido a lo dispuesto en este número. Para que opere esta exención, tanto el crédito que se paga como el destinado a dicho pago, deberán haber sido otorgados por alguna institución financiera sujeta a la fiscalización de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, Superintendencia de Seguridad Social o Superintendencia de Valores y Seguros.


En el caso que los documentos que se emitan, suscriban u otorguen con motivo del nuevo crédito, de no mediar la presente exención, se graven con una tasa mayor que la que afectó a los documentos que se emitieron, suscribieron u otorgaron con ocasión del crédito original, la presente exención sólo se aplicará hasta la concurrencia de la tasa del impuesto que hubiera gravado los documentos del crédito original. La diferencia entre una y otra tasa afectará a los documentos que se emitan, suscriban u otorguen con ocasión del nuevo crédito según las reglas generales.


Esta exención se aplicará sólo respecto de aquella parte del nuevo crédito, destinado a pagar el monto insoluto del préstamo original, incluyendo los intereses y comisiones que se cobren con ocasión del pago anticipado del mismo. En caso alguno se comprenderá en esta exención, aquella parte del nuevo crédito destinado a pagar intereses originados en la mora del crédito original. La exención comprenderá también los gastos que se cobren por el otorgamiento del nuevo crédito. Sin embargo, si el nuevo crédito considera sumas mayores destinadas a fines distintos del pago del crédito anterior, se considerarán comprendidos en esta parte de la exención sólo la fracción de los gastos asociados al otorgamiento del nuevo crédito equivalente a la proporción que represente el monto insoluto del crédito original en relación al nuevo crédito.


Cuando el crédito que se paga hubiere sido otorgado a más de una persona, la exención favorecerá a todos los deudores.


Para acreditar el cumplimiento de las condiciones que hacen procedente esta exención, se deberá insertar en la escritura respectiva, un certificado de la institución financiera que otorgó el crédito original o del legítimo cesionario del crédito en su caso, señalando el monto a que asciende el pago. Además, dicho certificado deberá indicar en forma específica, el monto de los intereses y comisiones que se cobran. Asimismo, este certificado deberá contener la fecha de otorgamiento del crédito que se paga; el número, serie o folio del documento que da cuenta o registra el crédito original. Sólo en los casos que la entidad que otorgó el crédito que se paga no hubiere informado previamente el otorgamiento del crédito al Servicio de Impuestos Internos, el referido certificado deberá indicar además, la tasa del impuesto de esta ley que afectó al crédito que se paga, el monto del impuesto pagado efectivamente, el folio del formulario en que consta el pago del Impuesto de Timbres y Estampillas pagado, o la norma de exención parcial o total aplicada, cuando correspondiere. Si el crédito no constare en escritura, para que resulte procedente la exención, el referido certificado deberá adosarse al cuerpo del pagaré o del documento que se emita o suscriba con ocasión del crédito. De la misma manera, en el caso que el crédito destinado al pago fuere otorgado por una institución financiera distinta de la que otorgó el crédito original, el deudor deberá otorgar mandato a la institución financiera prestamista para que ésta pague el crédito original, directamente a la institución acreedora del mismo o a su legítimo cesionario, y en el caso que la institución prestamista sea la misma que otorgó el crédito original, el deudor deberá autorizar la imputación directa del crédito que se otorga al pago del crédito original.”.


Artículo transitorio.- Durante los años 2007 y 2008 las tasas de impuesto señaladas en el inciso primero del numeral 3), del artículo 1° del decreto ley N° 3.475, de 1980, serán de 0,125% por cada mes o fracción de mes y de 1,5% como tasa máxima y de 0,1125% por cada mes o fracción de mes y de 1,35% como tasa máxima, respectivamente. La tasa establecida en el inciso segundo del mismo numeral será, durante los años indicados, de 0,625% y 0,5625%, respectivamente.


A su vez, las tasas establecidas en el N° 2, del artículo 2° del cuerpo legal señalado y en el inciso segundo y tercero serán, durante el año 2007, de 0,625%, de 0,125% y de 1,5%, respectivamente y durante el año 2008 de 0,5625%, de 0,1125% y de 1,35%, respectivamente.


Las tasas establecidas en el inciso segundo del articulo 3° del cuerpo legal citado, serán durante el año 2007, de 0,125% y de 1,5%, respectivamente y durante el año 2008 de 0,1125% y de 1,35%, respectivamente.


En el caso de documentos que den cuenta de la renovación o prorroga de plazo a que se refiere el artículo 2° del cuerpo legal referido, en que por aplicación de lo dispuesto en este artículo, la tasa aplicable al crédito cuyo plazo se renueve, fuere superior a la que correspondiere aplicar a la renovación, la diferencia de tasa no dará derecho a devolución ni imputación alguna.”.


Acordado en sesión de fecha 16 de agosto de 2006, con la asistencia de los Diputados señores Lorenzini, don Pablo (Presidente); Alvarado, don Claudio; Álvarez, don Rodrigo; Becker, don Germán; Cardemil, don Alberto; Dittborn, don Julio; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto; Sunico, don Raúl, y Tuma, don Eugenio, según consta en el acta respectiva.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión”.
3.
Moción de los diputados señores Paredes y Espinoza.

Elimina beneficio que indica para naves de transporte marítimo en el puerto de Arica. (boletín N° 4424-03)
1.
Fundamentos.- Es un hecho que se presume conocido de todos los beneficios introducidos por la ley N° 19.420 (especialmente el del art. 34), que se han concentrado especialmente en el ámbito del transporte marítimo, al establecer una excepción a la reserva de cabotaje, lo que ha ido en detrimento del transporte terrestre. De esta manera, las naves extranjeras que tengan por destino el puerto de Arica pueden tranportar cargas incluso inferiores a 900 toneladas. Lo anterior claramente vulnera el “principio de igualdad” que debe existir en el trato económico de las diferentes actividades, lo que hace necesaria una urgente revisión de los beneficios concedidos, en la ley antes aludida y que sirven de base al presente proyecto de ley.

2.
Historia legislativa.- En efecto, la referida normativa especial, dispuso una excepción a la reserva de cabotaje, al disponer la no aplicabilidad de ésta si el puerto de embarque o destino era el puerto de Arica
. Lo anterior ha significado que naves extranjeras han participado del cabotaje entre puertos nacionales incluso en un tonelaje inferior a 900 toneladas omitiendo el requisito de la licitación previa.


La reserva de cabotaje a las naves nacionales constituye un concepto doctrinario muy arraigado en la gran mayoría de las legislaciones de los países marítimos. Idéntico principio consagra el citado inciso primero del art. 3 del decreto ley N° 3.059 de 1979, o ley de fomento de la marina mercante
. Como explica el profesor García, “el cabotaje es el transporte marítimo fluvial o lacustre de pasajeros y de carga entre puntos del territorio nacional, y entre estos y artefactos navales instalados en el mar territorial o en la zona económica exclusiva”
. 

3.
Ideas matrices.- Como consecuencia de los razonamientos precedentes la vigencia de la excepción a la reserva de cabotaje, ha significado -en la práctica- consecuencias desfavorables para el transporte terrestre, que no estaban en el telos del legislador de la ley 
N° 19.420, por lo que no se advierten razones para mantener su regimen excepcional siendo necesaria su derogación.


Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes, venimos en proponer el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY

Art. Único.- Deróguese el artículo 34 de la ley N° 19.420.

4.
Moción de las diputada señora Isabel Allende y de los diputados señores Ceroni, De Urresti, Encina, Insunza, Jarpa, Ortiz, Robles, Rossi y Súnico.

Modifica los plazos de liberación de fondos en el depósito de cheques y traspaso de fondos en forma electrónica. (boletín N° 4425-03)
“Honorable Cámara:

1.
Antecedentes.- Actualmente los bancos están facultados para retener los fondos en los casos de depósitos en valores representativos de dinero, tales como cheques, vale vista y de traspaso de fondos vía electrónica. Dicha situación se justificaba antiguamente, por cuanto debía verificarse si la cuenta corriente, contra la cual se había girado el cheque, contaba con los fondos suficientes para el pago del mismo.


Sin embargo, a pesar del transcurso del tiempo esta práctica se ha tornado invariable, manteniéndose la retención de fondos señalados, a pesar de que la antigua retención de 72 horas, ha sido suprimida. De esta forma, al día de hoy, a pesar de los avances tecnológicos en línea, se producen situaciones en que el depósito de un cheque resulta más un perjuicio que un beneficio. En efecto, distinguiendo si el cheque es del mismo banco o de uno distinto, o bien, de la misma plaza o de una distinta, la liberación de fondos pueden demorar entre 24 y 48 horas.


De acuerdo con lo expresado precedentemente, creemos que es necesario modificar dicho régimen de retención de fondos, para efectos de hacer más expedita la relación comercial entre los bancos y sus titulares de cuenta corriente, y de este modo, estar más acorde con los avances tecnológicos y con la modernización de las relaciones comerciales.

2.
Ideas Matrices. El principal objetivo que persigue el presente proyecto de ley apunta a modificar el actual sistema de retención de fondos para determinadas situaciones, y específicamente, reducir excepcionalmente a un máximo de 24 horas dicho plazo, cuando sean documentos de plaza diferente. De esta manera, en los casos de depósitos de cheques o transferencia de fondos por vía electrónica del mismo banco, o de distinto banco pero de la misma plaza, establecer que los fondos deberán liberarse de inmediato, sin importar el monto de la transacción, y en los depósitos de cheques o transferencia de fondos por vía electrónica de distinto banco y de distinta plaza, establecer una retención de 24 horas. 


Así, de acuerdo con lo precedentemente referido estaríamos estableciendo un sistema de liberación de fondos bancarios, que sería más acorde con los avances tecnológicos que se han ido presentando en el último tiempo, favoreciendo la realización de transacciones comerciales y la disponibilidad de fondos.


Es por eso que sobre la base de estos antecedentes vengo en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY


Art. único.- Agréguese un nuevo inciso al art. 14, del DFL Nº 707 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre cuentas corrientes bancarias y cheques, en el siguiente tenor:


“Los fondos correspondientes a depósitos de cheques y transacciones realizadas en forma electrónicas, deberán liberarse en forma inmediata cuando los fondos pertenezcan al mismo banco, o bien, sean instituciones bancarias distintas pero de la misma plaza, y sólo tendrán una retención máxima de 24 horas cuando se trate una institución bancaria distinta y sea, además de distinta plaza”. 

5.
Moción de los diputados señores Burgos, Ascencio, Bustos, Encina, Escobar, Montes y Saffirio.

Autoriza levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos. (boletín N° 4426-07)
FUNDAMENTOS Y ANTECEDENTES


Como una directa consecuencia del fallo de mayoría del H. Tribunal Constitucional de fecha 1° de agosto recién pasado, recaído en asunto rol 521-06, dos disposiciones del proyecto de ley modificatorio de la ley N° 19.913 (boletín N° 3626-07), relativas a hipótesis especiales de levantamiento del secreto bancario en investigaciones criminales de lavado de dinero, han sido declaradas inconstitucionales por defectos en los quórums con la que ellas fueron votadas en este H. Congreso.


Concretamente, los artículos 2° y 3° de dicho proyecto de ley, que agregaban un párrafo a las normas pertinentes de las leyes de cuentas corrientes bancarias y general de bancos, respectivamente, para permitir, atendida la complejidad de la investigación de dichos ilícitos, un levantamiento del secreto bancario más amplio en su contenido y alcance, han sido estimados inconstitucionales por el H. Tribunal Constitucional por un defecto de forma como es el no haber sido votados con el quórum de normas propias de leyes orgánicas constitucionales.


En definitiva, las normas que este proyecto de ley pretende reponer, son exclusiva y exactamente las mismas disposiciones legales que el H. Congreso Nacional aprobó en su oportunidad con un amplio respaldo en ambas cámaras y que simplemente no se pudieron transformar en ley como el resto de las disposiciones modificatorias de la ley N° 19.913, por defectos en la estimación del quórum requerido para su aprobación, de acuerdo al particular alcance que le ha dado el H. Tribunal Constitucional.


Legislar sobre estas normas resulta fundamental para superar la asimetría con la que ha quedado nuestro sistema de prevención, detección y persecución del delito de lavado de activos, pues si bien se ha perfeccionado el ámbito de la prevención y detección en la que juega un rol clave la Unidad de Análisis Financiero, se ha privado al órgano de dirección de la investigación criminal de dicho ilícito de un herramienta esencial como es la de permitirle profundizar en la información bancaria de los sujetos investigados mediante una amplia facultad para levantar el secreto bancario, con las debidas garantías que da una autorización judicial previa.


Por lo demás, la incorporación de dichas normas en nuestro ordenamiento jurídico en lo relativo al sistema de punición del lavado de dinero está en plena consonancia con los estándares internacionales sobre la materia, contenidos básicamente en las 40 Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera para el Lavado de Activos y Financiamiento del Terrorismo (Gafi). 
TEXTO DEL PROYECTO DE LEY.


Artículo 1º.- Agrégase, en el inciso final del artículo 1° del decreto con fuerza de ley 
N° 707, de 1982, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido(.), el siguiente párrafo:


“Asimismo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913, el Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrá requerir la entrega de todo antecedente relacionado con cuentas corrientes bancarias, incluidos, entre otros, sus movimientos completos, saldos, estados de situación y demás antecedentes presentados para su apertura, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.


Artículo 2º.- Agrégase, el siguiente inciso final, en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la ley General de Bancos:


“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación.”.

6.
Oficio de la Excma. Corte Suprema.


“Oficio N° 98


Informe proyecto ley 28-2006


Antecedente: Boletín Nº 4309-07


Santiago, 11 de agosto de 2006


Por Oficio Nº 6249, de 6 de julio de 2006, el Presidente de la H. Cámara de Diputados, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº 18.918 y lo preceptuado en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, ha recabado la opinión de esta Corte respecto del proyecto de ley recaído en el Boletín Nº 4309-07, el que modifica el Código de Procedimiento Civil para acelerar la tramitación de los recursos de apelación. 


Impuesto el Tribunal Pleno sobre el proyecto señalado, en sesión del día 4 de agosto del presente, presidida por el titular don Enrique Tapia Witting y con la asistencia de los Ministros señores Ricardo Gálvez Blanco, Alberto Chaigneau del Campo, Jorge Rodríguez Ariztía, Orlando Álvarez Hernández, Urbano Marín Vallejo, Jorge Medina Cuevas, Milton Juica Arancibia, Nibaldo Segura Peña, señorita María Antonia Morales Villagrán, señores Jaime Rodríguez Espoz, Rubén Ballesteros Cárcamo, Sergio Muñoz Gajardo, señora Margarita Herreros Martínez, señor Hugo Dolmestch Urra y Ministro Suplente señor Julio Torres Allú, acordó informar desfavorablemente el proyecto, en base a las siguientes consideraciones: 

El fundamento del Proyecto, según se lee del texto que se remite, “está dado por la sensación que queda entre los ciudadanos que la agilización de los juicios no es tal, y que las reformas Procesal Penal, de los Tribunales de Familia y que dicen relación con la Justicia Laboral, según así se aprecia de la realidad. Esto se siente con mayor fuerza en el caso de los juicios civiles”. Se advierte que se encuentra en trámite legislativo una iniciativa que pretende una división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago, que sin perjuicio de representar un nuevo avance, insuficiente al entender de los autores del Proyecto que se informa, demorará todavía en ver la luz. Añaden, que se pretende corregir defectos y anomalías del sistema del abuso de los usuarios, especialmente de los abogados que determinan la dilatación innecesaria de los juicios.

Contenido del proyecto:

1º
Sustituye el artículo 193 del Código de Procedimiento Civil.

Texto Actual:


“Artículo 193.- Cuando se otorga simplemente apelación, sin limitar sus efectos, se entenderá que comprende el devolutivo y el suspensivo”.


La norma dice relación con los efectos del recurso de apelación, esto es, con la suerte que corre la resolución recurrida en cuanto a su ejecución o cumplimiento pendiente el fallo del recurso. Algunas veces se suspende o paraliza la jurisdicción del juez de primer grado. En otras oportunidades esa suspensión no opera y sigue conociendo del juicio.


En este caso, la norma contiene una regla general, en virtud de la cual, concedido el recurso sin limitar sus efectos, se entiende que comprende ambos, el devolutivo por el cual adquiere competencia suficiente el tribunal superior para enmendar la resolución conforme a derecho, y el suspensivo que trae como consecuencia que se paraliza la jurisdicción del tribunal inferior y la ejecución o cumplimiento de la resolución apelada, mientras el recurso no llegue a su fin por algunos de los medios que señala la ley.


Esta norma es sustituida en el proyecto por la siguiente:


“Artículo 193.- La apelación concedida respecto de una sentencia definitiva, sin limitar sus efectos, se entenderá que comprende el devolutivo y el suspensivo.


Todas las apelaciones que no recaigan en sentencia definitiva o en sentencia que ponga fin al juicio o haga imposible su continuación, quedarán diferidas y se verán conjuntamente con la apelación que recaiga en la sentencia definitiva o en la sentencia que ponga fin al juicio o haga imposible su continuación, según el caso. En el evento que no se apele de la sentencia definitiva, se tendrán por desistidas todas las apelaciones diferidas.


Sólo se exceptúan de la norma precedente, las sentencias interlocutorias que resuelvan sobre la competencia del tribunal, declaren la nulidad de todo lo obrado, pongan fin al juicio o hagan imposible su continuación y las resoluciones que decreten, denieguen o alcen medidas precautorias. En estos casos, la apelación de la sentencia que acoja la incompetencia del tribunal, declare la nulidad de todo lo obrado, ponga fin al juicio o haga imposible su continuación se concederá en ambos efectos. Las apelaciones que recaigan en la resolución que deniegue la incompetencia del tribunal, rechace el incidente de nulidad de todo lo obrado, ponga fin al juicio o haga imposible su continuación o decrete, deniegue u ordene alzar medidas precautorias, se concederá en el sólo efecto devolutivo.


En todos los casos a que se refiere el inciso precedente, concedida la apelación, ya sea en ambos efectos o en el solo efecto devolutivo, la parte apelada tendrá el plazo de cinco días para formular las observaciones de hecho y de derecho que le merezca la apelación. Evacuado este trámite o en su rebeldía, el expediente original o las compulsas, en su caso, se elevarán de inmediato al tribunal superior. Estas apelaciones serán distribuidas por el Presidente de la Corte, mediante sorteo, entre las Salas en que esté dividida, se resolverán en cuenta, sin esperar la comparecencia de las partes, y gozarán de preferencia para su fallo sobre las causas de la tabla”.

Comentario:

Inciso 1º.-

Contiene una norma muy similar al texto que se sustituye, con la diferencia, que se refiere expresamente a la “sentencia definitiva”, en cuyo caso la apelación concedida sin limitar sus efectos comprenderá los efectos devolutivo y suspensivo.

Inciso 2º.-


Consagra la regla general de las apelaciones deducidas en contra de las otras resoluciones, que no constituyen sentencias definitivas o sentencias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación.


Dispone que las apelaciones que no recaen en sentencias definitivas o en sentencias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, quedarán diferidas (diferir- dilatar- retardar o suspender la ejecución de una cosa- Diccionario de la Lengua Española) y se verán conjuntamente con la apelación que recaiga en la sentencia definitiva o en la sentencia que ponga fin al juicio o haga imposible su continuación en los términos del inciso 1º del mismo artículo.


Añade la norma, que en el evento que no se apele de la sentencia definitiva, se tendrán por desistidas todas las apelaciones diferidas o retardadas.


Estas “otras resoluciones” tendrían que ser autos o decretos que alteran la substanciación regular del juicio o recaen sobre trámites que no están expresamente ordenados en la ley (Art. 188 del C. P. C.).


La apelación se ha concedido o debido concederse en el sólo efecto devolutivo.

Inciso 3º.-


Establece excepciones a la regla anterior, la apelación no será diferida y se concederá en ambos efectos. Se señalan expresamente las sentencias interlocutorias que resuelvan sobre la competencia del tribunal, las que declaren la nulidad de lo obrado, las que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación y las resoluciones que decreten, denieguen o alcen medidas precautorias.


Precisa la norma que en estos casos, la apelación de la sentencia que acoja la incompetencia del tribunal, la que declare la nulidad de lo obrado y la que ponga fin al juicio o haga imposible su continuación, se concederá en ambos efectos.


Agrega, que las apelaciones que se deduzcan contra las resoluciones que denieguen la incompetencia del Tribunal, que rechacen el incidente de nulidad de todo lo obrado, que pongan fin al juicio o hagan imposible su continuación o decreten, denieguen u ordenen alzar medidas precautorias, se concederán en el sólo efecto devolutivo.


A primera vista surge una contradicción, pues la sentencia que ponga fin al juicio o haga imposible su continuación aparece mencionada entre aquellas cuya apelación se concederá en ambos efectos (inciso 3º, segunda oración, del artículo 193), y más adelante, entre aquellas cuya apelación se concederá en el solo efecto devolutivo (inciso 3º, tercera oración, del artículo 193).


Al parecer, habría un problema de redacción e inteligencia de la norma, que tendría la siguiente explicación: “se concedería en ambos efectos la apelación de la resolución que acepta poner término al juicio o hacer imposible su continuación, y en el solo efecto devolutivo aquélla que la rechace o deniegue”. Lo anterior se explica por la utilización en el inciso tercero, de las formas verbales acoja y declare, en el caso de la apelación concedida en ambos efectos, y las expresiones deniegue y rechace, en el caso de la apelación concedida en el solo efecto devolutivo.

Inciso 4º.-


En relación con las apelaciones a que se refiere en el inciso 3º que se ha comentado en el apartado precedente, se dispone: a) que el tribunal inferior, sea que trate las apelaciones concedidas en ambos efectos o en el solo efecto devolutivo, b) que la parte apelada tendrá el plazo de cinco días para formular observaciones de hecho y de derecho, y c) que evacuado o no el trámite, el expediente original o las compulsas en su caso, se elevarán de inmediato al tribunal superior.


Se dispone también, que las apelaciones serán distribuidas por el Presidente de la Corte, mediante sorteo, entre las Salas en que esté dividida, que se resolverán en cuenta, sin esperar la comparecencia de las partes y que gozarán de preferencia para su fallo sobre las causas de la tabla.


Se establece, entonces, respecto de las apelaciones de estas resoluciones (las señaladas en el inciso 3º de este artículo 193 nuevo), un régimen especial que hace excepción al procedimiento establecido en los artículos 197 y 198 del Código, en cuanto se refiere a incorporar el trámite o diligencia de formulación de observaciones a la apelación de parte del apelado, y también a los artículos 199 y 200 del mismo texto, en cuanto se verán siempre en cuenta sin esperar la comparecencia de las partes. No se contempla la posibilidad de solicitud de alegatos y que la causa sea vista en relación, y tampoco que gozarán de preferencia para su fallo sobre las causas de la tabla.

2º
Sustituye el artículo 194 del Código de Procedimiento Civil.

Texto actual:


“Artículo 194.- Sin perjuicio de las excepciones expresamente establecidas en la ley, se concederá apelación sólo en el efecto devolutivo:

1º
De las resoluciones dictadas contra el demandado en los juicios ejecutivos y sumarios;

2º
De los autos, decretos y sentencias interlocutorias;

3º
De las resoluciones pronunciadas en el incidente sobre ejecución de una sentencia firme, definitiva o interlocutoria;

4º
De las resoluciones que ordenen alzar medidas precautorias; y

5º
De todas las demás resoluciones que por disposición de la ley sólo admitan apelación en el efecto devolutivo”.


La norma establece diversos casos, en que pese a haberse otorgado recurso de apelación, puede cumplirse la decisión impugnada porque se ha concedido en el solo efecto devolutivo.


En el numeral 5º se consagra la excepción referida a las resoluciones que por disposición de la ley, solo admiten apelación en esta forma.


La regla general es que la apelación sea concedida en ambos efectos, sin embargo por la gran extensión de las excepciones contenidas en esta disposición, esta regla es solo aparente, constituyendo los casos de mayor aplicación práctica en que se concede la apelación en ambos efectos los de los recursos deducidos en el juicio ordinario, juicio ejecutivo y sumario, cuando es entablada la apelación por el ejecutante o demandante, y en procedimientos incidentales cuando es deducido por el incidentista.


La norma que propone el proyecto es la siguiente:


“Artículo 194.- Sin perjuicio de las excepciones expresamente establecidas en la ley, se concederá apelación en el efecto devolutivo:

1º
De las sentencias definitivas dictadas contra el demandado en los juicios ejecutivos y sumarios;

2º
De la sentencia pronunciada en el incidente sobre ejecución de una sentencia firme, definitiva o interlocutoria”.


Con las modificaciones propuestas las resoluciones dictadas contra el demandado en los juicios ejecutivo y sumario, que no sean sentencia definitiva, y que actualmente se conceden en el solo efecto devolutivo pasarían a concederse con efecto diferido, según se colige de los artículos 193 y 194 nuevos.


La apelación de la sentencia pronunciada en el incidente sobre ejecución de una sentencia firme, definitiva o interlocutoria, que es concedida en el solo efecto devolutivo por el artículo 194 propuesto, sigue manteniendo la misma regla del actual artículo 194.


El actual artículo 194 establece la regla que la apelación de las resoluciones que ordenen alzar medidas precautorias se concederá en el solo efecto devolutivo, se sigue manteniendo conforme al artículo 193 propuesto, en su inciso 2º.


La novedad radica en que también las resoluciones que decretan o deniegan medidas precautorias serán apelables en el solo efecto devolutivo.

3º
En relación con el Proyecto de Ley sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago. Boletín Nº 4091-07.


Texto de su Artículo Séptimo Transitorio.


“Artículo 7º transitorio.- Los recursos que actualmente se encuentren pendientes en tramitación en la Corte de Apelaciones de Santiago y que en conformidad a la ley deban conocerse previa vista de la causa, ya sea por la sola disposición de ésta o en virtud de solicitud de parte, serán vistos en cuenta cuando la vista no se hubiere producido, a menos que se solicite alegatos dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la publicación de esta ley, según las reglas generales.

Texto del artículo que lo sustituye:


“Artículo séptimo transitorio.- Las apelaciones incidentales en cuyos autos principales no se hubiera dictado aun sentencia definitiva y que a la fecha de publicación de la presente ley, no hubieren figurado en tabla en la Corte de Apelaciones respectiva, se devolverán al tribunal de primera instancia y quedarán diferidas para verse conjuntamente con la apelación de la sentencia definitiva. Será responsabilidad del Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva el adoptar las medidas administrativas necesarias para dar cumplimiento a esta disposición dentro del plazo máximo de 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley”.


El número tres del proyecto, sin decirlo expresamente, sustituye el artículo séptimo transitorio del proyecto de ley sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago, en actual tramitación y que fuera informado por esta Excma. Corte Suprema el 20 de Abril de 2006, por Oficio Nº 37, sin pronunciarse específicamente sobre el artículo séptimo transitorio.


Cabe señalar que por técnica legislativa, lo razonable habría sido haber formulado la indicación respectiva en el artículo séptimo transitorio del proyecto sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago.


La modificación se explica por la reforma que el proyecto introduce en materia de conocimiento del recurso de apelación, en el sentido de diferirlo para verlo conjuntamente con la apelación de la sentencia definitiva.

OBSERVACIONES

1.
El proyecto dice relación con la tramitación del recurso de apelación en materia civil, acogiéndose según se expresa en los fundamentos del texto remitido a esta Excma. Corte Suprema, la preocupación de la ciudadanía por la demora y retardo en los juicios de esta clase, a causa de anomalías del sistema, del abuso de los usuarios y especialmente de los abogados, sin mencionarse que la causa de primer orden, que incide en el desarrollo de los juicios de diversa clase que se tramitan en los tribunales civiles, es la insuficiencia del número de tribunales, de personal, de medios materiales y de procedimientos adecuados.

2.
Que, para dimensionar la incidencia que las modificaciones propuestas podrían tener en el funcionamiento práctico en las Cortes de Apelaciones, es preciso tener en cuenta el nivel de ingresos y egresos de las apelaciones de sentencias definitivas y de artículos o incidentes.


Para el efecto se deja constancia de la estadística siguiente:

AÑO 2005 CORTE DE APELACIONES DE SANTIAGO:

	ITEM
	SENTENCIAS DEFINITIVAS
	INCIDENTES

	INGRESOS
	3.037
	4.607

	FALLOS
	2.123
	4.825

	TOTAL INGRESOS
	
	7.644

	TOTAL EGRESOS
	
	6.948



Nota: El atraso en materia civil en esta Corte, al 31 de diciembre de 2005 era de 17.806 causas.

AÑO 2006 CORTE DE APELACIONES DE SAN MIGUEL:

	ITEM
	SENTENCIAS DEFINITIVAS
	INCIDENTES

	INGRESOS
	347
	331

	FALLOS
	379
	528

	TOTAL INGRESOS
	
	678

	TOTAL EGRESOS
	
	752


3.
Incidencia de estas normas en otros procedimientos, atendida la circunstancia que ellas forman parte del Libro I del Código de Procedimiento Civil, sobre Reglas Comunes a todo Procedimiento, disponiendo el artículo 3° que se aplicarán en todas las gestiones, trámites y actuaciones que no estén sometidas a una regla especial diversa, cualquiera que sea su naturaleza:


En materia laboral, rigen las disposiciones de los artículos 463, 465 y 468 del Código del Trabajo. Atendidas las restricciones de la apelación en relación con las resoluciones susceptibles de impugnarse a través del recurso, que procede sólo respecto de las sentencias definitivas, de las resoluciones que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación y las que se pronuncien sobre medidas precautorias, esta última en el solo efecto devolutivo, las modificaciones que se proponen no tendrían mayor influencia.


Siempre en materia laboral, y considerando el nuevo procedimiento que establece la ley N° 20.087, de 2006, que regirá a contar del 1° de marzo de 2007, no tendrían estas modificaciones mayor influencia, no obstante la vigencia supletoria que establece el artículo 432 de esa ley respecto de los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, en virtud de la naturaleza y características del nuevo procedimiento laboral, sin considerar que en materia de resoluciones apelables y procedimiento de interposición, concesión y vista del recurso, hay reglas especiales que tendrán aplicación preferente.


En materia de Familia, el artículo 67 de la ley N° 19,.968, de 2004, que crea los Tribunales de Familia, señala que las resoluciones serán impugnables a través de los recursos y en las formas que establece el Código de Procedimiento Civil. Dicha remisión está supeditada a que: 1) sus normas no resulten incompatibles con: 
a) los principios del procedimiento que establece la ley, b) las reglas especiales en materia de resoluciones apelables (sólo la sentencia definitiva de primera instancia, las resoluciones que ponen término al procedimiento o hacen imposible su continuación, y las que se pronuncien sobre medidas cautelares son apelables), y c) la concesión del recurso en el efecto devolutivo (salvo determinadas excepciones), y 2) a la circunstancia que los procedimientos son de naturaleza y características diferentes, y entre los principios que lo informan sobresalen los de oralidad, concentración, inmediación y actuación de oficio. No tendrían entonces, las modificaciones que se proponen, mayor influencia.

4.
En lo que se refiere a la apelación de la sentencia que ponga fin al juicio o haga imposible su continuación contemplada en el inciso 3° del artículo 193 que se propone, debido a las dificultades de inteligencia que podrían producirse por la redacción que el proyecto propone, debería precisarse que la apelación de una sentencia que acoja poner fin al juicio o hacer imposible su continuación se concedería en ambos efectos, y que la apelación de la resolución que lo deniegue se otorgaría en el solo efecto devolutivo.

CONCLUSIONES:

1.
El proyecto atenta contra del principio de la oportunidad y eficacia de los recursos. No tendría sentido, por ejemplo, que la apelación “diferida” fuera la deducida en contra del auto de prueba, pidiendo la inclusión de un punto de prueba. Si se ve conjuntamente con la apelación de la sentencia definitiva de nada serviría que se acogiera la apelación y se ordenara agregar un punto de prueba. Lo anterior, podría pensarse que está afectando el debido proceso.

2.
El proyecto no ayuda a agilizar la tramitación de los procesos, pues actualmente la regla general es que las apelaciones se concedan en el solo efecto devolutivo y, por lo demás, también en la actualidad la apelación de los artículos es conocida en cuenta.

3.
Una forma de agilizar la tramitación podría ser que se dejara al criterio de los Ministros el decidir si se traen los autos en relación para conocer de los artículos. Lo aconsejable sería que sólo se viera en relación cuando las partes lo pidan de común acuerdo.


Saluda atentamente a V.E.


(Fdo.): MARCOS LIBEDINSKY TSCHORNE, Presidente Subrogante; CAROLA HERRERA BRUMMER, Secretaria Subrogante.
AL SEÑOR

PRESIDENTE 

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

DON ANTONIO LEAL LABRÍN

VALPARAÍSO”.






*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata, e IND: Independiente.


� Art. 34.- Lo dispuesto en el artículo 3° del decreto ley N° 3.059, de 1979, no será aplicable en el caso de cargas que provengan o tengan por destino los puertos de la provincia de Arica.


� Art. 3°.- El cabotaje queda reservado a las naves chilenas. Se entenderá por tal el transporte marítimo, fluvial o lacustre de pasajeros y de carga entre puntos del territorio nacional, y entre éstos y artefactos navales instalados en el mar territorial o en la zona económica exclusiva. 


Las naves mercantes extranjeras podrán participar en el cabotaje cuando se trate de volúmenes de carga superiores a 900 toneladas, previa licitación pública efectuada por el usuario, convocada con la debida anticipación. En este caso y para el solo efecto de la adjudicación de la licitación, las ofertas con naves mercantes extranjeras se incrementarán en un porcentaje similar al de la tasa general del arancel aduanero, de acuerdo con el procedimiento que señale el Reglamento.


La adjudicación de embarques de cargas mediante el proceso de licitación señalado en el inciso anterior, podrá ser reclamada por los navieros chilenos que participaron en la licitación dentro del plazo de tres días hábiles, contado desde la fecha de su adjudicación ante la Comisión mencionada en el artículo siguiente, la que deberá resolver en su sesión inmediatamente posterior a la fecha del reclamo, sea aquélla ordinaria o extraordinaria. Transcurridos 30 días contados desde la fecha del reclamo sin que medie un pronunciamiento de la Comisión, la adjudicación de la licitación se entenderá aprobada.


Efectuada la adjudicación, y aun cuando exista reclamación pendiente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones autorizará a la nave extranjera para efectuar el transporte de cabotaje de las cargas señaladas.


Si fuere acogida la reclamación y el usuario embarque, éste deberá pagar una multa de 1% a 25% del valor del flete, que será aplicada por la Comisión señalada en el artículo 4°. En este caso no se aplicarán las sanciones a que se refiere el artículo 18.


Cuando se trate de volúmenes de carga iguales o inferiores a 900 toneladas y no exista disponibilidad de naves bajo pabellón chileno, la Autoridad Marítima autorizará el embarque de dichas cargas en naves mercantes extranjeras. Asimismo, dicha autorización deberá darse cuando se trate del transporte exclusivo de pasajeros. El Reglamento determinará cuándo se entenderá que no hay disponibilidad de naves dentro del plazo que fijará para este efecto.


Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, la Autoridad Marítima Local correspondiente podrá excluir a una o más naves mercantes extranjeras del cabotaje cuando, a su juicio, existieren razones suficientes para así disponerlo. En todo caso, el armador u operador de la nave podrá solicitar la reconsideración de esta medida, aun por la vía telegráfica, al Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


El transporte de contenedores vacíos entre los puntos que indica el inciso primero de este artículo, sólo podrá realizarse por armadores u operadores extranjeros cuando exista idéntica facultad para las empresas navieras chilenas en los países de la nacionalidad y domicilio del respectivo armador u operador de la nave.


Con todo, si por nacionalidad y/o domicilio un armador u operador extranjero está vinculado a un grupo de países con una política naviera común, será necesario, además, que las empresas navieras chilenas estén facultadas para transportar contenedores vacíos en y entre los países del grupo de que se trate.


� García, Felix: “Derecho del transporte marítimo”, p. 151, Ediciones Universitarias de Valparaíso.
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